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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia.

BOLETÍN Nº 4.438-07.
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar sobre el proyecto de ley de la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado por Mensaje de la señora Presidenta de la República.


La Comisión discutió en general la iniciativa, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.


Se recabó la opinión de la Corte Suprema, de lo que se da cuenta más adelante.


El proyecto debe ser informado por la Comisión de Hacienda, en el trámite reglamentario de segundo informe.

- - - - - - -


Asistieron a las sesiones en que se discutió el proyecto las siguientes personas: del Ministerio de Justicia, el Ministro, señor Isidro Solís; la Subsecretaria, señora Verónica Baraona; el Ministro, señor Carlos Maldonado; la Jefa de la División Jurídica, señora Constanza Collarte; los asesores de esa División, señora Paula Recabarren y señores Rodrigo Zúñiga, Diego Benavente y Ricardo Cárdenas; el Jefe de la Unidad de Reformas Judiciales, señor Andrés Mahnke; el asesor de la misma Unidad, señor Marco Venegas, y la abogada de ella, señora Sofía Libedinsky. De la Excelentísima Corte Suprema, la Ministra, señora Margarita Herreros; el Ministro señor Milton Juica, y el Administrador de un Tribunal de Familia y Asistente de la señora Margarita Herreros, señor Claudio Saavedra. Del Servicio Nacional de la Mujer, La Ministra, señora Laura Albornoz; el Jefe de Gabinete de la Ministra, señor Patricio Reinoso; el Jefe de la División Jurídica, señor Marco Rendón, y las asesoras de la División Jurídica, señoras Carolina Espinoza, Paulina Maturana y Claudia Téllez. De la Corporación Administrativa del Poder Judicial, el Director, señor Miguel Sánchez; el Jefe de Finanzas, señor Gustavo Poblete; el Jefe de la Unidad de Relaciones Internacionales, señor José Pablo Vidal, y el Jefe del Departamento de Desarrollo Institucional, señor Rodrigo Herrera. De la Academia Judicial, la Directora, señora Karen Exxs, y la abogada, señora Bárbara Urrejola. Del Ministerio de Hacienda, el asesor de la Dirección de Presupuestos, señor Hernán Moya. De la Asociación de Magistrados del Poder Judicial, la Directora Regional, Magistrada señora Gloria Negroni. De la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, el Presidente, señor Raúl Araya, y el Vicepresidente, señor Benjamín Ahumada. De la Asociación Nacional de Consejeros Técnicos del Poder Judicial, el Presidente, señor Germán Osses. De la Federación Nacional de Funcionarios de la Asistencia Jurídica, la Presidenta, señora Claudia Fanchinetti; el Vicepresidente, señor Raúl Cortez; la Secretaria, señora Ana María Aracena; el Tesorero, señor Víctor Parra; el abogado Director, señor Osvaldo Soto; la Presidenta de de la Región de Valparaíso, señora Blanca Calvo; la Secretaria de la Región de Valparaíso, señora Marlene Cárcamo; el Tesorero de la Región de Valparaíso, señor Carlos Vergara, y el Presidente de la Región de Bío-Bío, señor Pedro Catril. De la Corporación de Asistencia Judicial de Valparaíso, la Directora General, señora Marcela Le Roy. De la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, el Presidente, señor Raúl Araya; el Primer Vicepresidente, señor Guillermo Quiroz, y el Segundo Vicepresidente, señor Benjamín Ahumada. De la Asociación Nacional de Profesionales de la Administración del Poder Judicial, el Delegado de los Juzgados de Familia de Santiago, señor Manuel Cancino, y el Delegado de los Juzgados de Familia de Valparaíso, señor Oscar Ruiz. De la Asociación Nacional de Profesionales de la Administración del Poder Judicial, el Presidente, señor Juan Merino, y el Delegado de los Juzgados de Familia de Valparaíso, señor Oscar Ruiz.

- - - - - - - -

NORMAS DE LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL


A juicio de la Comisión, son disposiciones de carácter orgánico constitucional las siguientes: del artículo 1º, los números 1), 2), 3), 17), 24), 26), 27) y 28); el artículo 5°, y los artículos 2°, 3° y 5° transitorios, pues ellas dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de familia y de los del sistema procesal penal. 


Si bien la Cámara de Origen no consideró como orgánicos constitucionales los numerales 17) y 24) del artículo 1°, en la sesión de 24 de enero de 2007 ellos recibieron 92 votos favorables, ninguno en contra y ninguna abstención, en circunstancias de que se requerían sólo 65 preferencias.


Se hace presente que la Cámara de Diputados votó como si fuera de condición orgánica constitucional el número 12) del artículo 1°, que incorpora en la ley de Tribunales de Familia un párrafo nuevo, sobre admisibilidad de demandas, denuncias y requerimientos, que pasa a integrar el Título III, Del Procedimiento. La Comisión juzgó que esos preceptos son propios de ley común, siguiendo el criterio reiteradamente manifestado por el Tribunal Constitucional, que ha señalado que las normas procesales no son de índole orgánica constitucional.


De acuerdo con lo que dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental, para ser aprobadas, las normas indicadas al comienzo de este capítulo requieren la votación conforme de cuatro séptimas partes de los Senadores en Ejercicio.

- - - - - - -

ANTECEDENTES


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento convocó a diversos actores vinculados al tema de los tribunales de familia, a una sesión que se celebró el día 3 de abril de 2006, para efectuar un análisis en torno al funcionamiento de los mismos, a la luz de la experiencia acumulada en los meses transcurridos desde la puesta en marcha de la justicia de familia, el 1° de octubre de 2005. A dicha reunión se invitó a la Corte Suprema, al Ministerio de Justicia, a la Corporación Administrativa del Poder Judicial y al Colegio de Abogados de Chile A.G.


Como corolario de aquella convocatoria, se acordó por unanimidad oficiar al Ministerio de Justicia, con el fin de solicitarle la creación de una Comisión Especial que propusiera soluciones y medidas administrativas y legislativas para poner remedio a los problemas que ya se habían presentado en la implementación y puesta en marcha de los mencionados tribunales.


Uno de los frutos de aquella iniciativa es el proyecto de ley que ahora informa la Comisión, iniciado por Mensaje de la señora Presidenta de la República, firmado por los Ministros de Justicia, de Hacienda y Directora del Servicio Nacional de la Mujer, que ingresó a la Cámara de Diputados el día 22 de agosto de 2006.

- - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Los objetivos fundamentales del proyecto, al tenor del Mensaje, son introducir modificaciones orgánicas y procesales en diversos cuerpos legales, con el fin de mejorar la organización y gestión de los tribunales de familia, así como establecer procedimientos más expeditos y acordes a los requerimientos que la especial naturaleza de estos procesos demanda.


El texto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional consta de siete artículos permanentes y seis transitorios.

RESUMEN DEL CONTENIDO DEL PROYECTO

ARTÍCULOS PERMANENTES


El artículo 1º introduce 28 modificaciones a la ley Nº 19.968, que creó los tribunales de familia, entre las que destacan:

i. Crea 30 nuevos cargos de juez de familia, a lo largo de todo Chile.

ii. Establece que la Corporación de Asistencia Judicial podrá representar a ambas partes del juicio.

iii. Establece el abandono del procedimiento en casos de violencia intrafamiliar, si ninguna de las partes concurre a las audiencias fijadas y el demandante o solicitante no pide una nueva, dentro de quinto día.  

iv. Modifica la regla de las notificaciones, permitiendo, para el caso de que el notificado de la primera gestión no sea habido, un procedimiento similar al de la notificación personal subsidiaria del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.

v. Establece que podrán actuar como peritos los organismos acreditados según la ley Nº 20.032, sobre red de colaboradores del Servicio Nacional de Menores (SENAME) y su régimen de subvenciones. 

vi. Establece un procedimiento de control de admisibilidad de las demandas, denuncias y requerimientos.

vii. Establece que las demandas y las contestaciones de las demandas siempre deberán presentarse por escrito.

viii. Establece que se citará a una audiencia preparatoria una vez que la demanda sea admitida a tramitación, y no cuando el libelo sea presentado, como hoy se dispone.

ix. Establece que, en caso de traslado del juez, el magistrado sólo podrá asumir su nueva función cuando dicte todas las sentencias definitivas pendientes.

x. Amplía la medida cautelar especial de prohibir o limitar la concurrencia del ofensor al lugar de estudio o trabajo del niño, niña o adolescente, extendiéndola a cualquier otro lugar al que la víctima concurra habitualmente.

xi. Establece que, además del SENAME, el Ministerio de Justicia también será destinatario del informe de visita del juez a los establecimientos residenciales para el cumplimiento de medidas de protección de menores.

xii. El SENAME tendrá la obligación de mantener informados a los jueces respecto de los programas que estén disponibles en la región del tribunal, en los centros de administración directa y en los programas de los organismos colaboradores del Servicio.

xiii. Establece que los daños a la propiedad pública o privada, cuyo monto no exceda de una unidad tributaria mensual, realizados por adolescentes mayores de 16 años, se tramitarán según la ley de responsabilidad penal adolescente
.

xiv. Reemplaza íntegramente el título V, sobre mediación familiar, la que pasará a ser obligatoria.

xv. Modifica las plantas de personal, en consonancia con la cantidad de jueces que tenga el tribunal.


El artículo 2º modifica, en 8 numerales, la nueva Ley de Matrimonio Civil, Nº 19.947, reformas de las cuales cabe resaltar:

i. Reemplaza la audiencia especial de conciliación, a la que hoy el juez debe citar, por una audiencia preparatoria, donde el juez llamará a conciliación a las partes.

ii. Faculta a las partes que piden el divorcio de común acuerdo, para comparecer representados a la audiencia preparatoria.

iii. Elimina la obligación del juez de velar porque las partes lleguen a un consenso.

iv. Elimina la mediación.

v. Establece expresamente que tendrán valor las sentencias de divorcio pronunciadas por tribunales extranjeros que cumplan los requisitos de la ley chilena, aunque hallan sido dictadas con anterioridad a la promulgación de la ley Nº 19.947.


El artículo 3º modifica el artículo 234 del Código Civil, que regula el derecho de los padres para corregir a sus hijos, cuidando que ello no menoscabe su salud ni su desarrollo personal, para estipular que el ejercicio de este derecho deberá ajustarse a la ley y a la Convención sobre los Derechos del Niño. 


El artículo 4º modifica el decreto ley N° 3.346, de 1980, Ley Orgánica del Ministerio de Justicia, en consonancia con la modificación que eliminó la mediación en la ley de matrimonio civil.


El artículo 5º modifica el Código Orgánico de Tribunales, agregando la exigencia de un informe previo técnico favorable de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, para que una Corte de Apelaciones pueda decretar el funcionamiento extraordinario de juzgados de letras, en caso de retardo en el despacho.


El artículo 6° dispone que la sustitución del Título V de la ley N° 19.968, sobre mediación familiar, empezará a regir 90 días después de la publicación de esta ley.


El artículo 7° dispone que el Ministerio de Justicia, la Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Corte Suprema deben informar trimestralmente, a las Comisiones de Familia y de Hacienda de la Cámara de Diputados, sobre la marcha de los tribunales de familia y la implementación de estas reformas.

ARTÍCULOS  TRANSITORIOS


El artículo 1º transitorio aplaza la entrada en vigencia de la modificación de la competencia de los tribunales de familia, en materia de medidas excepcionales de protección de menores, hasta la entrada en vigor de la ley de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal
.


El artículo 2º transitorio establece una regla para nombrar las dotaciones adicionales que deban hacerse en el curso de 2007, conforme al proyecto, lo que debe completarse a más tardar el 31 de diciembre del presente año.


El artículo 3º transitorio limita a 40 la provisión de cargos de juez de tribunales orales y de garantía de la Región Metropolitana que no estén provistos. Es del caso destacar que la ley N° 20.199, publicada el 20 de junio del año en curso, dispuso que la provisión de los cargos de jueces del nuevo sistema procesal penal en la Región Metropolitana se haga a medida que las necesidades efectivas de su funcionamiento lo requieran
.


El artículo 4º transitorio establece una bonificación por retiro, para ciertos funcionarios judiciales.


El artículo 5º transitorio establece reglas especiales para proveer las vacantes que se generen con motivo del derecho de retiro establecido en el artículo precedente.


El artículo 6º transitorio señala que los gastos de aplicación de la ley que deban hacerse durante el año 2007 se financiarán con cargo a la Partida Poder Judicial y faculta hacer las reasignaciones y traspasos que sean necesarios para concurrir a solventarlos. 

- - - - - - -

NORMAS JURÍDICAS VINCULADAS CON EL PROYECTO

1. Ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia.

2. Artículo 234 del Código Civil, que establece la facultad de los padres para corregir a sus hijos y la facultad del juez para intervenir, cuando en el ejercicio de este derecho se menoscabe la salud y el desarrollo personal del menor corregido.

3. Ley Nº 16.618, de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el artículo 6º del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Justicia, de 2000.

4. Artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, que establece la notificación personal subsidiaria.

5. Artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales, sobre facultad disciplinaria de los jueces de letras, y artículo 551, sobre recurso de apelación contra resoluciones adoptadas en ejercicio de tal facultad.

6. Ley Nº 20.032, que establece un sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del SENAME, y su régimen de subvención.

7. Ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar.

8. Código Penal, artículo 247, sobre violación de secretos por un empleado público; Libro Segundo, Título VII, párrafos 5, de la violación, 6, del estupro y otros delitos sexuales, 7, disposiciones comunes a los dos párrafos anteriores, 8, de los ultrajes públicos a las buenas costumbres, 9, del incesto, y el Libro Tercero, de las faltas.

9. Ley Nº 19.620, sobre Adopción.

10. Ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos y de Suministro y Prestación de Servicios.

11. Ley Nº 19.947, sobre Matrimonio Civil.

12. Código de Procedimiento Civil, Libro Primero, Título XIX, párrafo 2, De las resoluciones pronunciadas por tribunales extranjeros, y artículo 543, sobre apremios.

13. Decreto Nº 830, del Ministerio de Relaciones de Exteriores, de 1990, que Promulga la Convención de los Derechos del Niño.

14. Decreto ley Nº 3.346, de 1980, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.

15. Ley Nº 20.084, que establece un sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por infracciones a la ley penal.

16. Ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

17. Ley N° 18.120, sobre comparecencia en juicio.

18. Decreto Ley N° 3.058, de 1979, sistema de remuneraciones del Poder Judicial.

19. Ley N° 19.665, artículo 10, que suprimió juzgados del crimen y de letras en diversas ciudades.

- - - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Laura Albornoz, señaló que este proyecto es resultado de una preocupación permanente de esa cartera en el tema de familia. Inspirado en motivos similares, se promovió el proyecto que modificó las normas sobre el juicio de alimentos
, el cual se concretó en la ley Nº 20.152. Este último cuerpo legal, sumado a la adecuación orgánica y procedimental de los tribunales de familia que propone la iniciativa materia del presente informe, benefician particularmente a las mujeres del país, que son las principales usuarias del sistema de justicia de familia.


El proyecto contempla variadas modificaciones, como la exención del trámite de admisibilidad en los procesos por violencia intrafamiliar y en las reclamaciones de paternidad, así como la facilitación de medidas cautelares. También descarta absolutamente la mediación en casos de violencia intrafamiliar. 


Otro cambio importante es la creación de una unidad especial de cumplimiento, para hacer efectiva la aplicación de las resoluciones judiciales. Esta situación es relevante en los juicios de violencia intrafamiliar (que son el 20,7% del total), sobre todo tratándose de medidas de protección decretadas a favor de las víctimas, y en los juicios de alimentos (que son el 52,9% del total), específicamente en las órdenes de arresto y en la ejecución de resoluciones que fijan alimentos provisorios, que son ampliamente incumplidas.


Manifestó que la proposición del Ejecutivo para mejorar los tribunales de familia es una inyección importante de recursos que demuestra la voluntad política del Gobierno de abordar los temas que preocupan a la ciudadanía.  


El Ministro de Justicia, señor Isidro Solís, expuso que el proyecto tiene por finalidad modificar la estructura y funcionamiento de los tribunales de familia. Estos fueron creados en el año 2005 sobre la base de supuestos estadísticos que en la realidad no se confirmaron, lo que a poco andar provocó el colapso que es de público conocimiento. En las estimaciones hechas por estudios universitarios que sirvieron de base al diseño del sistema se calculó un ingreso hipotético de 182.000 causas, en los 12 primeros meses; en la práctica, en ese mismo período de tiempo ingresaron 396.000 nuevos asuntos, estabilizándose el ingreso anual en 386.000 procesos, el año 2006.


En la gestación del presente proyecto de ley se involucró a la mayor cantidad de actores posible y que los jueces de familia estuvieron representados por la encargada del tema en la Asociación de Magistrados, la jueza señora Gloria Negroni. Una de las proposiciones que planteó el escalafón judicial fue la inclusión del trámite de admisibilidad, esto es, un examen previo de plausibilidad de las acciones emprendidas en los tribunales de familia, porque actualmente los jueces se ven en la imperiosa necesidad de tramitar hasta el final situaciones bizarras, como el reclamo presentado por una abuela contra sus nietos porque no querían levantarse temprano para ir al colegio. 


Señaló que el proyecto plantea tres tipos de reformas: orgánicas, procedimentales y sustantivas en materia de competencia de tribunales. Entre las primeras, destacó el aumento de funcionarios y de jueces, con un total de 465 nuevas plazas y 30 nuevos tribunales. Se crean cargos de jefe de unidad de servicio en todos los tribunales, de jefe de unidad de causa en los tribunales más grandes y las unidades especiales de cumplimiento.


El señor Ministro de Justicia agregó que, entre las modificaciones orgánicas, el proyecto también contempla un incentivo especial para el retiro de funcionarios mayores de 60 o 65 años, según se trate de mujeres u hombres, que no aprobaron el examen para incorporarse a los tribunales de la reforma procesal penal, los que fueron destinados a los tribunales de menores y luego a los nuevos tribunales de familia.


La bonificación por retiro se otorga a los funcionarios mayores de 65 años y a las funcionarias mayores de 60, que tengan a lo menos cinco años de servicios continuos anteriores a la vigencia de la ley. De acogerse al beneficio, deberán presentar la renuncia voluntaria y recibirán una indemnización total equivalente a un mes de remuneración por año de servicio, con un tope mensual de 90 unidades de fomento y un límite total de 11 meses. Según cálculos hechos por la Corporación Administrativa del Poder Judicial hay 473 funcionarios en condiciones de ejercer este derecho. Acerca de la posibilidad de permitir que los cargos que queden vacantes con este incentivo al retiro sean ocupados por funcionarios de los antiguos tribunales del crimen y del trabajo que no pasaron la prueba de suficiencia para incorporarse a los nuevos tribunales de las Reformas Procesal Penal y Laboral, respectivamente, el Ministerio no tiene inconvenientes, en principio, aunque es un tema que debe ser tratado con la Corte Suprema.


El origen del financiamiento del mencionado beneficio está en una proposición de la Dirección de Presupuestos, según la cual el nombramiento en cualquiera de las 198 plazas vacantes de jueces de garantía y del tribunal de juicio oral en lo penal debía ser llenado con informe financiero previo de dicha Dirección. Esa disposición, que suscitó el vivo rechazo de la Corte Suprema, no prosperó. Para dar paso a una solución que permitiera financiar el incentivo al retiro, en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados se acordó que, durante el año 2007, sólo serían ocupados 40 cargos vacantes del sistema procesal penal en la Región Metropolitana, según las cargas de trabajo efectivas observadas. 


Respecto a las modificaciones procedimentales, destacó la modificación de las normas sobre mediación. Este instituto fue introducido en la ley con carácter de voluntario, esperando que permitiera dar una salida alternativa al 10,7% de las causas. Lamentablemente, en Chile no hay tradición cultural en este aspecto y la incidencia efectiva de la mediación ha sido mínima. La presente modificación legal la hace obligatoria y gratuita. Sin perjuicio de volver sobre esto en la discusión particular, el Secretario de Estado adelantó que el modelo propuesto fija una primera audiencia obligatoria, para plantear la procedencia de la mediación, en la que cualquiera de las partes puede decidir no perseverar en ella, con lo cual concluye inmediatamente la actuación. 


También se plantea como obligatoria la comparencia con asistencia letrada. Originalmente, la reforma aceptó la posibilidad de comparecer en los asuntos de familia sin abogado, en un procedimiento oral, en el supuesto de que esto mejoraría el acceso a la justicia. Tal presunción no se dio en la práctica, ya que las personas concurren a los tribunales a exponer un problema y a pedir una solución, sin atenerse a las formalidades de una acción legal ni haciendo peticiones concretas concordantes con las normas sobre familia. Además, se generó un segundo problema, porque la demandante, que generalmente es la parte más débil de la familia, concurre al tribunal sin abogado, y el demandado contrata un asesor letrado para su defensa, produciéndose una clara asimetría, en desmedro de la parte más débil del conflicto. 


La asimetría aumenta cuando el demandado es representado por la Corporación de Asistencia Judicial, pues en tal eventualidad esa institución rehúsa patrocinar también a la demandante, por considerarse inhabilitada para asumir defensas incompatibles. Esto movió a los tribunales de familia a recurrir a los abogados de turno
, lo que generó tal demanda sobre estos profesionales que el colegio de la Orden reclamó contra el Estado de Chile ante la Organización Internacional del Trabajo, por incumplimiento del Convenio N° 29, de 1930, sobre Trabajo Forzoso.


El señor Ministro argumentó que la estructura actual de las Corporaciones de Asistencia Judicial presenta graves falencias, toda vez que sus servicios están orientados preferentemente a facilitar la práctica de los postulantes egresados de las escuelas de Derecho que al ejercicio judicial directo. Por ello se ha iniciado un importante proceso de reflexión interna, que propone un conjunto de medidas correctivas. En primer lugar, se dispone el término progresivo de abogados con jornada parcial. En segundo lugar, en el nuevo esquema los postulantes asumen un rol de asesoría, similar al de los abogados asistentes del fiscal en el Ministerio Público, correspondiendo al abogado el manejo directo de la causa, a la usanza del fiscal del Ministerio Público. Otro asunto que ha sido objeto de esta reflexión es que si se establecen parámetros profesionales de asistencia judicial altos es importante identificar qué sector de la población será beneficiado, puesto que un acceso universal implicaría que el Estado de Chile se haría cargo de toda defensa judicial, cosa que no está considerada ni es factible. 


En todo caso, la presente iniciativa de ley señala expresamente que las Corporaciones de Asistencia Judicial podrán representar a ambas partes en el juicio, si son requeridas para ello. 


Para solucionar este problema, el proyecto plantea también mejoras de infraestructura y en la gestión, que permitirán contratar a profesionales de la administración y dotar a la Corporación de un sistema computacional. El programa de fortalecimiento de las Corporaciones de Asistencia Judicial tendrá un costo total de $ 3.500.000.000.


En el mismo orden de cosas, el proyecto establece la escrituración de la etapa de discusión del juicio.


El señor Ministro agregó que la judicatura de familia tiene como elemento distintivo la producción de resoluciones de ejecución permanente, o sea, establecidos los derechos de las partes por una sentencia ejecutoriada, se requiere el cumplimiento de prestaciones de tracto sucesivo ordenadas por la resolución del tribunal; cuando este cumplimiento sucesivo se interrumpe no es preciso volver a discutir el derecho, sino que se procede de forma ejecutiva. Esta solución no se incluyó en la ley N° 19.968, que exige una audiencia con comparecencia de ambas partes, para cualquier tipo de petición, por lo que la persona afectada por el incumplimiento de una resolución, en la práctica, tiene que ingresar al sistema de nuevo. Para resolver este problema se crean las unidades especiales de cumplimiento, que se harán cargo de la ejecución forzada de sentencias ejecutorias.


Otro aspecto procesal del proyecto destacado por el señor Ministro fue la modificación al procedimiento de divorcio, consistente en eliminar la consulta obligatoria en juicios de divorcio solicitado de mutuo acuerdo.


En materia sustantiva, el proyecto modifica las reglas de competencia para determinar ante cual tribunal demandar. En la ley vigente hay un sinnúmero de domicilios posibles que fijan esa competencia, lo que ha generado algún nivel de confusión. El proyecto plantea establecer como regla única de competencia la del domicilio de los menores, estableciendo un sistema de notificaciones similar al del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Constanza Collarte, precisó que, además de la inyección de recursos contemplada en el proyecto, las modificaciones al procedimiento, como el trámite de admisibilidad o la mediación, necesariamente abreviarán la duración de los juicios. Propició mantener la activa colaboración de los jueces en la discusión, porque hay una serie de mejoras que no necesariamente pasan por el aumento de recursos, sino que dependen del mejor uso de los existentes.


La Honorable Senadora señora Alvear destacó la importancia de contar con la participación de los magistrados que se desempeñan en la judicatura de familia, en las sesiones de la Comisión en que se trata este tema, porque ellos pueden aportar su experiencia práctica para detectar cuáles son las debilidades y fortalezas de la ley N° 19.968.


Luego indicó que es imprescindible contar con un informe escrito que cuantifique por comuna el déficit de tribunales de familia,  lo que puede explicar en parte el colapso producido.


Hizo presente que en la Reforma Procesal Penal se implementó un sistema de administración de tribunales que ha permitido un uso muy eficiente del tiempo de audiencias y recomendó reeditar esa experiencia en los tribunales de familia.


Agregó Su Señoría que le preocupa la insuficiente capacitación de los actores involucrados en esta reforma tan significativa, que se demuestra por la repetición, en algunos tribunales de familia, de prácticas que eran usuales en los tribunales de menores y fueron abolidas por la Reforma de Familia. Señaló que es importante precisar si la Academia Judicial dispone de los recursos para preparar a los jueces de familia, si existe capacitación adecuada para el resto de los funcionarios, en los nuevos procedimientos y en las herramientas computacionales necesarias para alcanzar los objetivos de este importante proceso de cambio.


En torno a la misma materia, la señora Senadora consultó, en primer lugar, si las horas que actualmente se consideran para los cursos de los jueces de familia son suficientes, teniendo en consideración que el nuevo procedimiento de familia les exige, además de conocimientos jurídicos, destrezas orales. En segundo lugar, solicitó información respecto de la metodología de los cursos impartidos, con el fin de conocer si éstos se limitan a clases magistrales o incluyen también ejercicios prácticos de simulación. En tercer lugar, consultó si la Academia imparte cursos para desarrollar habilidades de mediación, así como de actualización en las modificaciones legales introducidas por el parlamento para mejorar las judicaturas existentes.


Se manifestó partidaria de la obligatoriedad de la mediación, porque en otras experiencias profesionales que le ha tocado conocer ha podido observar, de primera fuente, la eficacia de este medio de solución de controversias, que puede incluso llegar a ser mayor que la de las resoluciones judiciales. Su adopción conlleva, además, un efecto de descongestión de los tribunales. Insistió en que para que esto sea posible se necesita un importante esfuerzo de capacitación de todos los actores.


Enseguida, subrayó que le preocupa que en la implementación de la Reforma de Familia se haya tenido que recurrir al arrendamiento de numerosos inmuebles y sugirió transformar esos contratos en leasing, lo que facilitaría ejecutar en ellos tareas de remodelación, ya que a la postre pasarían a ser de dominio fiscal.


Por último, en esta etapa del debate solicitó al Ministerio de Justicia que haga llegar a la Comisión el estado actual del proceso de reestructuración de las plantas de personal y de la infraestructura de las Corporaciones de Asistencia Judicial, pues la situación actual de la judicatura de familia y la próxima entrada en vigor de la reforma de los tribunales del trabajo suponen un importante incremento en la demanda de servicios que gravitará sobre esas Corporaciones. También pidió una información detallada de los programas de mediación que actualmente se practican en los distintos consultorios de asistencia judicial, a lo largo del país.


El Honorable Senador señor Espina expuso que para tener una mejor visión del tema es muy importante escuchar la opinión de los jueces de familia, quienes han aportado interesantes observaciones prácticas en la discusión de distintos proyectos de ley. Además, anotó que es básico que la solución que adopte el proyecto en debate sea concordada con todos los actores relevantes. De no ser así, Su Señoría no estaría dispuesto a concurrir con su voto a una salida que no resuelva el grave colapso en que está sumida la judicatura de familia.


El problema de los tribunales de familia es de fondo, aseveró Su Señoría, y no se soluciona con el mero expediente de establecer más tribunales. Hay varias áreas en que él se manifiesta.

En primer lugar, los juzgados con competencia mixta no han tenido ningún reforzamiento para hacerse cargo de la nueva competencia ni menos del nuevo tipo de procedimiento que están llamados a aplicar. En segundo lugar, las dotaciones de personal asignadas son insuficientes. En tercer lugar, la infraestructura de los tribunales es deficiente, sobre todo en los tribunales mixtos, donde no hay ninguna barrera que separe, siquiera visualmente, a los agresores y a los agredidos en situaciones de violencia intrafamiliar. En cuarto lugar, están los problemas de procedimiento, sobre todo lo que dice relación con la falta de filtros de admisibilidad, que impide rechazar asuntos que no tienen solución jurídica posible; dentro de esta misma área está también el trámite de la mediación, cuya obligatoriedad debería discutirse. En quinto lugar, está el tema de la capacitación, que se ha reclamado con justa razón. En sexto lugar, la competencia asignada a los tribunales de familia parece ser excesiva, sobre todo teniendo en consideración que no todos los temas que la ley les impone conocer dicen relación directa con la estructura de la familia, sino con asuntos de orden patrimonial, que podrían volver a los tribunales civiles. En séptimo lugar, es necesario repensar las funciones asignadas a los consejeros técnicos, pues la labor de mera asesoría no vinculante para el juez puede ser superflua, considerando el déficit de personal que aqueja a esta nueva judicatura.


A continuación, demandó conocer el criterio con que se decidió la distribución de las treinta nuevas plazas de juez que crea el proyecto, toda vez que en la tramitación de la reforma que creó los tribunales de familia, teniendo a la vista datos objetivos proporcionados por los jueces de menores, se anticipaba que la cantidad de magistrados del diseño original sería insuficiente.


Agregó que es muy importante que el Poder Judicial y el Ministerio de Justicia señalen expresa y específicamente cuál es la carga máxima de trabajo que puede afrontar un tribunal con competencia en materia de familia, de forma que el período de espera para las audiencias sea razonable y no se extienda durante meses, como hoy ocurre. Destacó que nadie ha precisado hasta ahora cuál es la carga máxima de trabajo que puede asumir un tribunal, sin originar lapsos de espera excesivos, expresada en cantidad de ingresos por período de tiempo por juez.


También es necesario conocer la composición exacta de la planta y dotación de funcionarios de cada tribunal que conoce asuntos de familia, para formarse una idea cabal de la carga de trabajo. Hizo ver que hay aún una cantidad importante de cargos de jueces de familia establecidos en la ley que no han sido proveídos, y solicitó hacer llegar a la Comisión información detallada sobre estos casos y de las razones por las que ello ha ocurrido.


Solicitó a los representantes de las organizaciones recibidas en audiencia hacer llegar a la Comisión información desagregada por tribunal, respecto de la cantidad de causas de familia que tiene a su cargo cada juez, tanto los de familia cuanto los con competencia mixta. Sobre estos últimos interesa también saber cuántas causas tienen en total y qué porcentaje de ellas representa cada materia.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que las modificaciones netamente procesales a la ley son de menor gravitación y que esperaba que la necesidad de las mismas fuera expresada por los expertos invitados a la Comisión. Mucho más difícil de aclarar es la condición material de los tribunales de familia y la asignación óptima de recursos de organización y de gestión necesarios para ejecutar sus tareas sin que se repita el actual nivel de colapso.


Pidió al Ministerio de Justicia precisar en qué consiste la modificación de la mediación, porque, a su juicio, es un despropósito introducir este instituto en procesos como los de violencia intrafamiliar, y en los demás casos puede ser sólo una instancia dilatoria.


Por lo que dice relación con la localización territorial de la capacitación, acotó que en las regiones hay muchos abogados capaces, y que actualmente casi todas las capitales de regiones cuentan con escuelas de Derecho de buena calidad. En vista de ello, podría explorarse la idea de celebrar acuerdos para que esas entidades académicas impartan los mismos cursos especiales de habilitación que realiza la Academia Judicial en Santiago.


Consultó también al Ministerio de Justicia acerca de la cobertura territorial de la Corporación de Asistencia Judicial y de la extensión de su competencia. Asimismo, pidió una nómina del personal asignado a cada consultorio de la Corporación de Asistencia Judicial a lo largo del país. 

Además, Su Señoría hizo presente que es importante hacer una distinción precisa entre las competencias de la Defensoría Penal Pública, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de los Consejos Técnicos de los tribunales de familia, porque cabe la posibilidad de una superposición de funciones, que generaría el consiguiente desorden administrativo y un perjuicio fiscal por duplicación de gastos.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que, al iniciar el estudio de este proyecto, es muy importante tener a la vista todos los aspectos de diseño involucrados y los datos estadísticos que se han recopilado, porque se trata de corregir las falencias de la Reforma de Familia y en esto no se puede volver a fallar.


Observó que el camino legislativo que se ha seguido en el último lustro apunta a especializar las diversas judicaturas y a introducir la oralidad de los procedimientos, como regla general. Esto es particularmente relevante en el caso de los tribunales con competencia mixta, que tienen que lidiar simultáneamente con los antiguos y los nuevos procedimientos. Además, este problema, que hoy se hace patente en la justicia de familia, mañana podría replicarse en la del trabajo, en vista de las nuevas competencias que se le han dado. Considerando esta circunstancia, consultó si la Corporación Administrativa del Poder Judicial tiene un plan que establezca un nuevo esquema de trabajo para los tribunales con competencia mixta, que les permita hacerse cargo de los cambios judiciales antes referidos.


Será preciso conocer cuál es la carga óptima de trabajo de un tribunal de familia para que el período de espera para las audiencias sea razonable, y de qué forma esta carga puede ser distribuida en los tribunales que tienen competencia mixta. Otro asunto que hay que tener presente, dijo Su Señoría, además de las cargas relativas de trabajo, son la extensión y las distancias de los territorios jurisdiccionales de los tribunales de familia y de los juzgados mixtos de provincia. En este aspecto, consultó también si la Asociación de Magistrados del Poder Judicial ha hecho presente algunos reparos prácticos a la ley vigente.


Puso de relieve que la situación de los juzgados con competencia mixta es muy importante, porque la entrada en vigencia de la reforma de los juzgados laborales tendrá incidencia en el funcionamiento de aquéllos. Si en esta materia también hubiera un error de diseño, igualmente habría problemas en la implantación de la reforma de la justicia laboral.


Agregó que en su región ha habido reclamos respecto de la lentitud e inoperancia del sistema. Por ello, es necesario que se ponga a disposición de la Comisión las estadísticas que permitieron concluir que la cantidad de cargos de juez que crea el proyecto es la apropiada, así como los antecedentes técnicos que fundamentan la obligatoriedad de la mediación.


Expresó que los temas procesales serán considerados con detenimiento durante la discusión en particular, sin perjuicio de lo cual pidió se dé a conocer la razón por la que se decidió escriturar el procedimiento ante los tribunales de familia, toda vez que originalmente el principio de oralidad se planteaba como un logro, en cuanto debía mejorar el acceso a la justicia.


Enseguida, el Honorable Senador señor Gómez solicitó información respecto de la cantidad y características de los cursos que la Academia Judicial ha dictado en los últimos dos años, el número de funcionarios que ha asistido y el costo unitario de cada uno de estos cursos. Hizo presente que hay una reforma en marcha, que fortalecerá la judicatura de familia, que pronto empezará a regir a cabalidad la ley que establece la responsabilidad penal de los adolescentes y que está por entrar en vigencia la Reforma Laboral, situaciones todas que requerirán una cantidad importante de jueces, por lo que es necesario saber cuál es el déficit de cobertura que provoca la actual asignación de recursos presupuestarios a la Academia Judicial.


En cuanto a la localización de las acciones de capacitación, recalcó que en regiones hay abogados capaces, que podrían interesarse en ingresar al Poder Judicial pero que no acuden a los cursos de formación porque se realizan únicamente en Santiago, lo que importa dejar su familia y su trabajo y trasladarse por un período relativamente prolongado. Además, lo más probable es que esos abogados quieran optar a un cargo de juez en su región y no en Santiago. Por esta razón, aconsejó agregar programas de formación en regiones.


Sobre el mismo particular, añadió que el monto previsto como beca para quienes deben desplazarse a la capital para participar en cursos de la Academia Judicial es insuficiente. No permite que un abogado establecido, con familia y que ejerce su profesión en provincia, deje todo para hacer un curso que sólo le da una posibilidad, y no la certeza, de incorporarse al escalafón primario del Poder Judicial. 


Se refirió luego a la eventual superposición de funciones de las Corporaciones de Asistencia Judicial, de la Defensoría Penal Pública y de los Consejos Técnicos de los tribunales de familia, respecto de lo cual ha hecho una prevención el Honorable Senador señor Espina. Admitió que, pese a sus distintos roles y ámbitos, cabe la posibilidad de que se produzcan duplicidades, por lo que es necesario precisar con exactitud el límite del campo de acción de cada uno de ellos, para evitar la proliferación inútil de esfuerzos públicos. 


Hechas presente las consideraciones anteriores, preguntó si el gasto autorizado en el proyecto logrará sufragar las necesidades proyectadas por la Corporación Administrativa del Poder Judicial y llamó a las autoridades de los Poderes Ejecutivo y Judicial a explicitar los supuestos estadísticos que han servido de base para la elaboración del cálculo presupuestario planteado. En todo caso, recalcó que es muy importante precisar detalladamente el destino de las sumas solicitadas y la función específica a que se destinará cada inversión, porque no es posible aquilatar la necesidad de recursos cuando ellos son presentados de forma agregada, para los fines generales de la institución.


El Honorable Senador señor Gómez subrayó que esta información debe estar disponible lo antes posible, porque la Reforma Laboral entrará pronto en vigencia, y no se puede esperar que vuelvan a ocurrir los mismos inconvenientes que en la de familia y que por ello se deba reeditar un proceso como el presente y se tenga que volver a considerar un aumento presupuestario y una modificación de las plantas. Anotó que mientras la información solicitada no esté disponible, la Comisión no está en condiciones de votar la idea de legislar.


El Honorable Senador señor Chadwick consultó si se han establecido metas mínimas de funcionamiento de los tribunales de familia, como la reducción estándar de los tiempos de audiencia esperada como fruto del importante aporte extraordinario de recursos que implica el proyecto en debate, y cuál es el resultado logrado con el plan piloto, en términos de optimización. Hizo ver que tampoco se ha establecido cuál es el estándar de mejora que se pretende alcanzar con el rediseño de los procedimientos. 

Al respecto, recordó que cuando se discutía el proyecto de tribunales de familia se simularon y proyectaron cargas de trabajo que hipotéticamente iban a ser enfrentadas de forma satisfactoria con los recursos asignados. Aunque evidentemente este ejercicio teórico debía considerarse como un resultado esperado aproximado, la práctica demostró que los supuestos base del sistema estaban errados y que el resultado actual de colapso dista muchísimo de lo esperado. De allí, entonces, que en esta oportunidad es imprescindible que se muestre, de forma clara y concreta, cómo las modificaciones propuestas efectivamente van a solucionar los problemas.


Indicó que hay que tener también presente los efectos que las modificaciones procesales provocarán en las instituciones auxiliares y anexas a los tribunales de familia. Por ejemplo, si prospera la idea de establecer la obligatoriedad de comparecencia con abogado es de esperar un impacto directo en la demanda de profesionales de las Corporaciones de Asistencia Judicial.


Advirtió que algunos de los cambios procesales propuestos no resultan convincentes, como es el caso de la mediación obligatoria, que no se concilia con el carácter de algunos contenciosos de familia, como son los constitutivos de violencia intrafamiliar.


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, señaló que las deficiencias que se han producido en el funcionamiento de los tribunales de familia son producto, en mayor medida, de la falta de recursos, y esa falta de recursos es resultado de la escasa importancia que se ha otorgado al tema. Agregó que teme que el mismo criterio se ocupe en la justicia laboral, dando origen con ello a una nueva judicatura colapsada.


Le preocupa que el grueso de la defensa en materias de familia termine siendo asumido por las Corporaciones de Asistencia Judicial, instituciones que han perdido la mística que tenía el servicio que anteriormente prestaba la entidad creada por el Colegio de Abogados. Tampoco consideró adecuado que estas defensas se liciten, porque, a su juicio, el mecanismo de licitación ha dado pábulo para que los abogados defensores estén preocupados de concluir la mayor cantidad de asuntos en el menor tiempo posible, más que en ir al fondo de cada causa. Esto no sucede cuando los asuntos son asumidos directamente por las Defensorías Regionales en materia penal, modelo que debería adoptarse para las de familia.


El Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Miguel Sánchez, informó que, al 31 de diciembre del año pasado, se habían nombrado 225 de los 258 cargos de juez de familia que contempla la ley que creó esos tribunales. A la fecha, esa suma ha aumentado, porque ha terminado la tramitación de algunas ternas que estaban pendientes. El funcionario agregó que el año recién pasado el sistema de justicia familiar tuvo 391.823 ingresos, concentrados en las grandes ciudades del país.


La dotación a finales del año 2006 era de 319 consejeros técnicos y 761 empleados, lo que arroja un total de 1.305 personas. La plantilla adicional planteada en el proyecto es de 465 funcionarios más y se compone de 31 magistrados, 25 consejeros técnicos, 79 jefes de unidad y 330 empleados. Este es el mínimo requerido y sería deseable una dotación mayor. Agregó que el proyecto exigirá un mayor gasto de $ 5.861.640.000, para financiar la planta de personal.



La Corporación ha calculado que implementar el proyecto supone un gasto total de $ 24.915.216.000, que se distribuyen como sigue: $ 11.940.921.000 de gasto permanente adicional y 
$ 12.974.295.000 de gasto extraordinario, concentrado sobretodo en infraestructura. Respecto de lo último, el funcionario subrayó que, a diferencia de la Reforma Procesal Penal, la Reforma de Familia no tuvo un ítem importante de infraestructura, por lo que para implementar los actuales tribunales de familia se ocuparon los inmuebles de los tribunales de menores y se arrendaron otros edificios. Para solucionar el déficit en este aspecto y hacer frente al aumento de dotación que plantea la iniciativa en discusión, la inversión proyectada está compuesta por los rubros adquisición de inmuebles nuevos e inversión en remodelación.


En cuanto a la suficiencia del financiamiento autorizado, el señor Director señaló que hay diferencias con el Ministerio de Hacienda. Especificó que el informe financiero de la Dirección de Presupuestos considera una suma de $ 8.029.226.000 en gasto permanente, rubro que la Corporación avalúa en $ 11.940.921.000. En cuanto al gasto transitorio, el informe financiero del Ministerio de Hacienda lo valora en 
$ 7.482.469.000, en tanto que la Corporación lo cifra en $ 12.974.295.000. Estos guarismos arrojan una diferencia total de $ 9.403.521.000 no considerada por el Ministerio de Hacienda, discrepancia que debe ser solucionada si se quiere que las modificaciones tengan efecto. Especificó que hay una serie de aspectos cuya consideración resulta imprescindible y que Hacienda no toma en cuenta, como el gasto en seguridad, que es vivamente requerido por los jueces, expensas que la Corporación evalúa  en $ 3.082.519.000.


Observó que, a diferencia de la Reforma Procesal Penal, en la que se programaron cinco etapas sucesivas, que permitieron dosificar la capacitación y el gasto, la Reforma de Familia fue implementada de una vez en todo Chile, con poca antelación, lo que ha jugado en contra de la capacitación. A la Corporación le corresponde hacer la capacitación en materias informáticas y administrativas, toda vez que la capacitación jurídica es entregada por la Academia Judicial. Para las materias que competen a la Corporación, se estima el costo de la capacitación en $ 199.551.000.


Agregó que la mayor parte del gasto en infraestructura ($ 11.263.826.000) corresponde a la adquisición de nuevos inmuebles, el re acondicionamiento de los existentes, y el equipamiento. En este último rubro destaca la inversión en servidores centrales y cableado de redes para dar respaldo a las audiencias orales, y en equipamiento de seguridad, como circuitos cerrados de televisión y portales detectores de metales.


Respecto del tema de los arriendos de inmuebles, el señor Director expuso que los tribunales de familia partieron con sesenta locales arrendados, a lo largo del país; originalmente no se contempló la adquisición de propiedades. Esta situación dista de lo ideal, porque la mejor forma de implementar materialmente una nueva judicatura es construir inmuebles nuevos, hechos a la medida de las necesidades reales. Como esta situación no es la regla para los tribunales de familia, la Corporación ha optado por una solución intermedia y está en conversaciones con el Ministerio de Hacienda para transformar en leasing la mayor parte de los contratos de arriendo suscritos con los dueños de los inmuebles donde actualmente funcionan los nuevos tribunales; esto permitiría hacer modificaciones estructurales a los edificios porque, a la larga, pasarían a ser de propiedad fiscal.


Sobre el tema de la capacitación, indicó que hay varios aspectos a considerar. La capacitación en materias jurídicas es una responsabilidad directa de la Academia Judicial, a la cual el proyecto destina $ 91.500.000, cifra inferior al requerimiento óptimo y que obligará a esa institución a hacer priorizaciones. La capacitación computacional y administrativa es de cargo de la Corporación y para ella se requerirá un reforzamiento; cabe considerar que hay funcionarios de edad avanzada que no tienen facilidades para la computación, por lo que el costo de su capacitación es mucho más alto, lo cual constituye una justificación adicional del bono de retiro que se establece en los artículos transitorios del proyecto.


En relación con la carga de trabajo proyectada, el señor Director indicó que se espera que el manual de procedimiento, actualmente en vigor en dos tribunales piloto, se establezca como una regla de aplicación general. Este proyecto plantea, entre otras cosas, fortalecer la figura del administrador de tribunal, que ha demostrado ser muy eficaz en la implantación de la Reforma Procesal Penal. 


Concluyó que, si bien los montos requeridos son de una cuantía importante, se trata de inversiones que no se pueden eludir, porque los tribunales de familia están sobrepasados en sus posibilidades de responder a la demanda del público.


La Directora de la Academia Judicial, señora Karin Exxs, expresó que la institución que dirige fue creada hace once años, en una época en que sólo había renovación vegetativa de los jueces y no se preveía la implantación de sucesivas reformas que han modificado totalmente la judicatura criminal, la de familia y, próximamente, la del trabajo, generando un aumento sustancial de la cantidad de jueces y funcionarios judiciales. En este escenario, la Academia Judicial, cuya primera misión es proporcionar capacitación continua a todos los jueces y empleados del Poder Judicial, debe recibir cada año a 8.000 personas en cursos de capacitación. La segunda misión fundamental de la Academia es impartir programas de formación para los abogados que desean entrar al escalafón primario del Poder Judicial. Actualmente se imparten cinco cursos al año, para 24 abogados cada uno. El tercer programa fundamental dentro del giro es la dictación de cursos de habilitación, destinados a los jueces que desean postular al cargo de Ministro de Corte.  Además de estos programas del giro corriente, la institución ha tenido que hacer frente a las reformas judiciales de los últimos años con programas extraordinarios, para hacerse cargo de la formación de los funcionarios asignados a los tribunales de garantía y orales en lo penal y los destinados a los nuevos tribunales de familia. La Academia ejecuta todos estos programas anuales con una dotación de sólo 18 personas.


Hay que distinguir entre el programa de perfeccionamiento, que se desarrolla a lo largo de todo Chile y se dirige a los 8.000 funcionarios del Poder Judicial, del programa de habilitación, estructurado de manera que los alumnos asistan en un régimen de tiempo completo y con prohibición legal de ejercer su profesión. Por esta razón, los abogados que integran el Poder Judicial suspenden sus labores habituales y se entienden en comisión de servicio para todos los efectos, y los abogados externos reciben una beca de mantención de $ 620.000 mensuales.


Aunque la cantidad de horas de capacitación que se imparten actualmente son suficientes, se podría ofrecer cursos de mayor duración, si estuvieran disponibles los recursos para ese propósito. A  diferencia de lo sucedido en la Reforma Procesal Penal, los abogados que se dedican a la enseñanza y las universidades no tomaron debida cuenta de la importancia del tema familia cuando empezó la discusión parlamentaria del proyecto que creó los tribunales de la especialidad. Por esta razón, la Academia tuvo problemas para encontrar profesores versados en la materia para los primeros cursos profundizados que ofreció.


Respecto de la metodología, la señora Directora señaló que es una cuestión siempre discutible, pero, dada la tradición académica chilena, ha imperado el formato de clase magistral, que últimamente ha sido complementado con talleres de litigación oral y ejercicios de simulación.


En relación con la mediación, explicó que la Academia imparte cursos específicos, en el programa de perfeccionamiento ordinario para todos los jueces.


A la fecha casi el 50% de los integrantes del escalafón primario del Poder Judicial ha participado en los cursos del programa de habilitación, antes de ser jueces. Este programa se inició con dos cursos anuales, de nueve meses cada uno, pero por los requerimientos que han generado las nuevas vacantes establecidas en las distintas reformas introducidas en el último tiempo, se han aumentado a cinco cursos al año, de seis meses cada uno, que es la duración mínima posible establecida en la ley. 


Agregó que el Ministerio de Hacienda no ha reconocido esta situación y ha fijado el aporte presupuestario sobre la hipótesis de sólo dos cursos anuales de formación, anomalía que ha sido puesta en conocimiento de la Comisión Mixta de Presupuestos. La señora Directora indicó que esta situación debería revertirse en algunos años más, cuando el proceso de reforma esté concluido y se vuelva a una situación de crecimiento vegetativo; entonces se podrá volver a diseñar cursos de formación de mayor extensión.


Respecto de la realización de cursos en regiones, expuso que la Academia los imparte de manera habitual, en todas las regiones del país. En algunas ocasiones especiales se prefiere trasladar a los funcionarios a Santiago para realizar algunos cursos, cuando no es posible completar el mínimo de vacantes o es imposible trasladar al equipo docente y el curso es crítico para el desempeño de los funcionarios.


La señora Directora subrayó que si se contara con un aumento importante de los recursos, ciertamente sería posible abrir sedes regionales de la Academia. Pero es previsible que en los próximos años concluyan las reformas judiciales y se vuelva a una situación de régimen que sólo considere el crecimiento vegetativo de los jueces; en ese caso, las sedes regionales podrían no tener una demanda de cupos suficiente, que justificara su permanencia.


Por lo que respecta a la modificación planteada por el proyecto, explicó que ella hace necesario impartir cursos de capacitación a todos los funcionarios que asumirán las nuevas plazas que se crean. Para los treinta nuevos cargos de juez deben entregarse dos cursos profundizados, de 80 horas cada uno; dos cursos para los nuevos cargos de consejeros técnicos; cuatro cursos para los nuevos Jefes de Unidad, y dieciocho cursos para los restantes 350 nuevos funcionarios que el proyecto contempla. 


El costo de estos cursos, según los estándares que emplea la institución, asciende a $ 99.079.200.


El articulado transitorio de la iniciativa en informe establece un bono de incentivo al retiro para funcionarios de mayor edad. No hay aún una estimación de la Corporación Administrativa del Poder Judicial que indique cuantos funcionarios podrían beneficiarse con él, pero, según cálculos preliminares hechos por la Academia, hay 99 consejeros técnicos y 44 empleados que estarían en condiciones de postular a obtenerlo. La Academia debe proveer cursos de capacitación a los reemplazantes de estos funcionarios; para ello se requeriría, conforme a los mismos estándares  antes mencionados, la suma de $ 40.436.496.


Entonces, el gasto mínimo en el rubro capacitación será de $ 139.515.696, si se mantienen las actuales magnitudes del incremento orgánico de los tribunales de familia.


Luego de escuchar la exposición de la señora Directora de la Academia Judicial, la Ministra de la Corte Suprema, señora Margarita Herreros, agregó que es muy útil para la formación de los futuros jueces la centralización de los cursos de habilitación de la Academia en Santiago, porque eso les permite conocer de primera mano la experiencia de un tribunal colapsado, como es el caso de muchos en la Región Metropolitana. Explicó que antes de llegar al máximo tribunal ella ocupaba un cargo de Ministro en la Corte de Apelaciones de una región y desde ese lugar había una percepción negativa de la Reforma Procesal Penal, porque el sistema procesal antiguo, con un número reducido de causas, lograba resolver los asuntos. Sólo cuando llegó a trabajar a Santiago notó, con el colapso de los tribunales de la capital, la ineficacia del sistema y el consiguiente atropello a las garantías constitucionales de las partes, formándose la convicción de que se debía establecer un sistema nuevo. Agregó que los abogados de regiones que se integran a estos cursos terminan muy agradecidos de su experiencia en Santiago y adquieren habilidades que ponen en práctica en las provincias, que es donde generalmente son destinados por primera vez los jueces que inician su carrera en el Poder Judicial.


El Presidente de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, señor Raúl Araya, expuso que aunque los funcionarios asociados a su institución no son jueces, tienen una experiencia práctica del funcionamiento cotidiano del sistema, lo que hace muy útil su participación en la discusión del presente proyecto.

Agregó que el colapso de los tribunales de familia se produjo por errores de diseño de la reforma. Esos errores han tenido un fuerte impacto en los funcionarios de los antiguos juzgados de menores que fueron reasignados a los de familia. Ellos tuvieron que cambiar su forma de trabajo, con una mañana de capacitación, para transformarse en operadores del sistema computacional de gestión de causas de familia. La implantación excesivamente rápida en este nuevo ambiente de trabajo, y el gran atochamiento de procesos debido a los errores de diseño, han determinado que un gran número de funcionarios deba trabajar hasta altas horas de la noche, sin remuneración extraordinaria.


El dirigente gremial consideró que la bonificación para el retiro que consagra el proyecto es una solución para los funcionarios mayores que no se han podido adaptar al nuevo sistema y que no tienen alternativa de reconversión en el mercado laboral. Por otra parte, el incentivo generará plazas vacantes en los tribunales de familia, para ser llenadas con nuevo personal.


Con todo, señaló que la Asociación que representa advierte que es inconveniente el artículo 3° transitorio del proyecto, que vincula el financiamiento del beneficio de retiro a que en la Región Metropolitana no se exceda una cantidad máxima de provisión de plazas de jueces de la Reforma Procesal Penal. 


Agregó que el articulado transitorio del proyecto también contempla una modalidad especial de nombramiento para proveer los cargos vacantes que dejarían los funcionarios que se acojan a retiro en vista de la bonificación especial que se les ofrece. Sin embargo, para que ella surta efecto deberían derogarse el numeral 5)
 del artículo octavo transitorio de la ley Nº 19.968 y el numeral 6)
 del artículo quinto transitorio de la ley 
Nº 20.022, que establece los nuevos tribunales de cobranza laboral. Estas modificaciones permitirían que los funcionarios de los antiguos tribunales del crimen y del trabajo que no pasaron la prueba de suficiencia para integrar los nuevos tribunales de la reforma procesal penal y laboral, respectivamente, y que estén interesados en incorporarse a los de familia, lo hagan a través del sistema especial regulado por los preceptos transitorios de este proyecto.


La Directora Regional de la Asociación de Magistrados del Poder Judicial, y Jueza Presidenta del Consejo de Jueces del Tercer Tribunal de Familia de Santiago, magistrada señora Gloria Negroni, señaló que este proyecto revela la importancia que la Constitución Política de la República asigna a la familia. La Asociación de Magistrados estima que la iniciativa permite dar un paso importante para entregar a la ciudadanía lo que busca al acercarse masivamente a los nuevos tribunales de familia, sin perjuicio de lo cual adolece de vacíos e imperfecciones que pueden suplirse y enmendarse, respectivamente.


La dotación adicional de jueces propuesta en el proyecto, aunque aliviará en parte la carga de trabajo de los tribunales, es insuficiente. El número de 391.000 causas ingresadas en el año 2006 puede ser engañoso, toda vez que, en promedio, cada causa supone 2,91 materias distintas; de esta forma, una causa por violencia intrafamiliar supone típicamente cuestiones adicionales, vinculadas a alimentos, tuición e incluso divorcio. Por eso, para definir y aplicar el parámetro hora-juez, un ingreso debe multiplicarse por tres, ya que cada asunto relacionado requiere una tramitación diferenciada.


Explicó que su tribunal es uno de los elegidos para la implementación del plan piloto diseñado por la Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Corte Suprema. Ese plan tiene por finalidad mejorar la gestión interna y medir los resultados que se pueden obtener con más recursos humanos y tecnológicos.


La Magistrada señaló, en lo relativo a capacitación, que poco antes de inaugurarse los nuevos tribunales de familia la Academia Judicial dictó un curso de dos semanas de duración para los jueces que quedaron seleccionados para la justicia de familia, lo que se compara desfavorablemente con las cinco semanas que entonces duraban los cursos profundizados para las judicaturas civil y criminal. Esta corta capacitación se circunscribió únicamente a un comentario participativo respecto del texto de la ley que acababa de aprobar el Congreso. Agregó que hay expertos disponibles en una serie de tópicos que afectan a la judicatura familiar, como las personas que han trabajado en el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) en protección de los derechos del niño y maltrato infantil, pero no hay en Chile expertos en procedimientos judiciales de familia. Esta carencia ha repercutido en el foro, lo que ha sumado más problemas al funcionamiento de los nuevos tribunales. 


Además, a diferencia de lo que pasó en el inicio de la Reforma Procesal Penal, tampoco existió una campaña pública de difusión y educación ciudadana. Agregó que, dentro de sus posibilidades, los propios jueces se han encargado de instruir a los abogados que litigan ante ellos para paliar, en alguna medida, la insuficiencia de conocimientos especializados. 


En la actualidad hay algunos cursos de perfeccionamiento que incorporan la teoría del caso en sus programas, lo que es improcedente en los tribunales de familia, donde rige el principio colaborativo y no la definición de un “culpable” y un “inocente”, como se establece en la teoría del caso, que es propia de la justicia criminal. Agregó que, con el correr del tiempo y sobre la base de prácticas procesales que han dado resultado, los tribunales de familia han ido construyendo una jurisprudencia en la que se ha instruido a los funcionarios nombrados más recientemente. 


Destacó que originalmente el proyecto de la Reforma de Familia contemplaba que los tribunales especiales se pusieran en marcha sólo con el 40% de la dotación fijada en la ley, situación que se debatió en la mesa interinstitucional auspiciada por el Ministerio de Justicia y afortunadamente fue desechada, entrando la ley a regir con el 100% de la dotación de personal en ella considerada. Lamentablemente, este adelanto implicó un déficit en la capacitación ofrecida a los jueces nombrados al momento de instalarse la Reforma, que ha sido mitigado sólo parcialmente, por los esfuerzos de los propios funcionarios.


Las universidades han reaccionado ante esta circunstancia y han abierto cursos profundizados para alumnos de pregrado y programas de diplomado para abogados titulados, relativos todos a la nueva judicatura familiar. A ellos se ha invitado a participar como profesores a los propios jueces de familia, lo que ha servido de instancia de formación para los abogados que litigan en el foro, mejorando el rendimiento de todo el sistema.


La Reforma de Familia trasladó a los nuevos tribunales toda la competencia que originalmente tenían los juzgados de menores, más una gran cantidad de asuntos que originalmente eran conocidos y fallados por los tribunales civiles. Por eso se puede afirmar que ellos conocen de la globalidad de los asuntos que afectan a la familia y tienen herramientas jurídicas para hacerse cargo de la integridad de los problemas que ella enfrenta. En este sentido, el antiguo juez de menores tenía una visión mucho más parcializada del problema. Esta nueva concepción es un avance importante, pero es necesario que la Academia Judicial y la Corporación Administrativa el Poder Judicial aquilaten este cambio cualitativo y sepan reaccionar frente a él. Por esta razón la Academia Judicial ha decidido, a contar del programa de mayo de este año, aumentar a tres semanas la duración del curso profundizado para los jueces nombrados en los tribunales de familia, y reducir a cuatro el curso habilitante para jueces civiles y criminales.


La Magistrada señora Negroni manifestó que en la discusión de esta iniciativa de ley en la Cámara  de Diputados se trató una serie de temas legislativos, algunos de mera redacción y otros más sustantivos. Entre los segundos, destaca una iniciativa que nació de la experiencia judicial relativa a la introducción de la figura del juez de admisibilidad. Éste debe ser el encargado de revisar la plausibilidad jurídica de las demandas presentadas, de forma tal de desechar las peticiones que no digan relación con la competencia del tribunal o que no tengan una posible solución jurídica. La falta de este filtro previo es una de las razones más relevantes del actual colapso de los tribunales de familia, porque, debido a las expectativas creadas en la opinión pública y la posibilidad de comparecer sin abogado, estos juzgados están llenos de presentaciones relativas a problemas personales, sentimentales y psicológicos de las personas, que son muy relevantes para quién los formula, pero que no tienen una resolución posible por la vía del Derecho. El examen de admisibilidad es particularmente relevante en materias referidas a violencia intrafamiliar, porque según muestra la experiencia cotidiana, el 50% de las audiencias fijadas en causas por violencia intrafamiliar fracasan porque ninguna de las partes concurre a ellas. 


Destacó luego que hay una importante debilidad institucional en el tema de familia y los tribunales del ramo, en vez de ser el último recurso al cual se accede una vez que todas las formas posibles de solución de los problemas familiares han fallado, han terminado por ser el primero y último recurso de las personas y sus problemas. Esto revela una descoordinación institucional, porque en Chile hay múltiples servicios y organizaciones dedicados a problemas relacionados con la familia, como son el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes (CONACE), el Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) y el Servicio Nacional de Menores (SENAME), que se abocan sólo a sus respectivos ámbitos de competencia específica. Pero ocurre que la mayoría de los problemas de familia tienen causas múltiples: hijos que delinquen y que han sido abandonados por madres agredidas por padres desempleados, y generalmente todos tienen, además, problemas de consumo de drogas. Estos niños que delinquen por esta acumulación de factores terminan en los tribunales de familia porque ninguna institución ha sido capaz de coordinarse con las demás para dar una ayuda integral a la familia: rehabilitación de las drogas para todos, empleo y terapia psicológica para los padres y ayuda escolar para los niños. La solución no es jurídica y el conjunto de situaciones que da lugar a estos problemas no debe llegar a los tribunales, porque corresponde que sea resuelto por una red interinstitucional.


Expuso que uno de los temas en que se nota falta de capacitación es respecto de la labor del administrador del tribunal. En el manual de procedimiento establecido en el plan piloto hay un paradigma de administración profesional de la agenda del tribunal que no es, en ningún caso, lo que buenamente quiera el juez, sino la mayor cantidad de trabajo técnicamente posible en las horas de audiencia disponibles. Esto no es entendido por los jueces, porque en su cultura judicial está instalada la convicción de que las aptitudes y destrezas legales suponen aptitudes y destrezas de gestión. Eso no es así, pero es muy difícil hacerlo entender a un juez de familia que durante años fue juez de menores y ahora no es el jefe absoluto del tribunal, sino que debe dejar las labores de gestión de causas a los profesionales expertos, para abocarse por completo a su rol jurisdiccional. El déficit de habilidades de gestión de los jueces se nota en cuestiones tan simples como la práctica de ciertos magistrados de exigir que el patrocinio esté constituido antes de la audiencia, lo que supone destinar a un funcionario fuera de la sala encargado de ese trámite y, por tanto, ausente para otra función más provechosa, como orientar a las personas que van a presentar demandas orales. Si se permitiera que el patrocinio se constituyera en la misma audiencia bastaría con dejar constancia grabada de la exhibición de la patente del abogado y del consentimiento prestado por la parte representada; esto muestra cómo una decisión aparentemente jurisdiccional tiene impacto en la gestión.


Explicó enseguida que el rol del consejero técnico se justifica porque la ley que creó los tribunales de familia cambió el paradigma procesal de los mismos, y ya no existe un juicio inquisitivo en que el propio tribunal crea la prueba que le servirá para formar su convicción, sino que se está a la exposición oral y directa de las partes y a la información técnica que organismos externos e independientes del tribunal produzcan. Además, los consejeros prestan ayuda en el desarrollo de las audiencias, como es el caso del rol de contención emocional que logran los que son psicólogos, en las audiencias en que se ventilan problemas de abuso sexual. En este contexto, el rol del consejero técnico como asesor experto del juez cobra pleno sentido.


En relación con el tema de la mediación, explicó que en los juicios de familia rige el principio de la colaboración, porque lo importante es lograr que las partes resuelvan su problema de familia, que es un problema común. Esto es particularmente relevante para los abogados que litigan en los tribunales de familia, pues se les exige un cambio cultural, para entender que no gana quien presenta el mejor caso, sino que lo que se intenta es alcanzar la mejor solución posible del problema. La mediación, tal como hoy está considerada en la ley, es un fracaso, porque es voluntaria; la mayor parte de las veces las partes no tienen idea de la disponibilidad de este recurso ni menos la cultura jurídica necesaria para utilizarlo. El cambio que propone el proyecto, que establece la derivación obligatoria a la mediación,  es acertado, porque muchas veces las partes tienen un acuerdo en principio sobre el problema, por ejemplo, en el derecho a recibir alimentos, pero la diferencia está en la determinación precisa del monto de los mismos; cuestiones de este tipo escapan al ámbito jurídico y pueden ser resueltas en una instancia técnica, como la mediación. 


Agregó que hay que tener presente que el proyecto considera que lo obligatorio es la derivación a la mediación y no la mediación misma. Si las partes, al comparecer ante al mediador, no logran establecer bases mínimas sobre las cuales discutir, el tema volverá a la sede judicial. La mediación es particularmente importante en los asuntos de alimentos, tuición y cuidado personal, y a este respecto el proyecto está muy bien planteado. La posición contraria a la mediación supone, en el fondo, un Estado tutelar que piensa que sus ciudadanos no pueden resolver sus conflictos de forma armónica, mediante acuerdos, y que la autoridad debe señalarles a cada momento cómo actuar. Destacó luego que este mismo principio sustenta la modificación que se hace a la ley de matrimonio civil, donde se elimina el trámite de conciliación, y se suprime la consulta automática, cuando se trata del divorcio solicitado de mutuo acuerdo.


Agregó que, aunque teóricamente es efectivo que la mediación es una manera de restar ingresos a los tribunales de familia, en la práctica no tendrá efecto sino se hace una fuerte campaña de promoción pública para que la gente conozca de la existencia y características de esta salida alternativa del conflicto. Mientras esa campaña no se efectúe es difícil asegurar que los ingresos disminuirán por el solo hecho de que la ley contemple la mediación obligatoria, sobre todo a las tasas que se anticipan en el proyecto del Ejecutivo, que oscilan entre el 25% y el 40% de los ingresos.


El estudio encargado por el Ministerio de Justicia llegó a estas conclusiones consultando en talleres a expertos en la materia pero, al parecer, las personas convocadas en tal calidad eran abogados de la plaza que litigan en el tema de familia, que están en condiciones de dar una opinión informada pero no de aportar antecedentes que permitan hacer una cuantificación muy precisa.


La Magistrada expuso que hay que diferenciar entre la mediación por derivación judicial, que es imparcial y, en virtud del presente proyecto, obligatoria, de la solución alternativa que ocupan las Corporaciones de Asistencia Judicial, que es eminentemente voluntaria y parcial, toda vez que, de no prosperar esta vía, la misma institución asumirá el patrocinio judicial de una de las partes. 


Esto no resta importancia a la excelente labor que durante décadas han cumplido las Corporaciones de Asistencia Judicial en asuntos de menores y hoy en materia de familia. Agregó que comparte la opinión que algunos han expresado, sobre la incompatibilidad que pesa sobre las Corporaciones cuando son llamadas a asumir la defensa de ambas partes en un litigio. Esta situación se genera cuando, en virtud de lo dispuesto en los artículos 18 y 19 de la ley N° 19.968, hay divergencia de intereses entre los padres del menor y el menor; en esos casos la ley faculta expresamente al juez para designar un curador ad litem proveniente de los consultorios de las Corporaciones de Asistencia Judicial, situación complicada cuando es la propia Corporación la que representa a los padres. Para estas situaciones debería existir una Defensoría de la Familia, que asumiera la representación del menor.


Agregó que otro asunto que ha sido suplido en parte con el concurso de las Corporaciones de Asistencia Judicial es el de las notificaciones, pero todavía se requiere fortalecer este aspecto.


En relación con el tema de la carga máxima de trabajo, informó que con la implementación del plan piloto se ha logrado un máximo de seis audiencias diarias efectivamente realizadas; pero teniendo en consideración que en cada audiencia se trata un caso y que en cada caso pueden estar involucrados muchos temas, como alimentos, tuición, divorcio, etc., de hecho se ventilan dieciocho asuntos. 


La señora Negroni señaló que todos los estudios esgrimidos en el debate parlamentario se han hecho sobre la base de que estén proveídos todos los cargos de juez de familia establecidos en la ley, pero al mes de julio de 2007, aún faltaba por proveer 53 plazas.


Con los recursos disponibles en el marco del plan piloto se pudo contar con dos jefes: de unidad de causas y de recursos computacionales y administrativos, destinados a la gestión del tribunal, lo que ha permitido acortar a tres meses el tiempo de espera para las audiencias que no son de vista preferente. Agregó que en su tribunal se programa un número superior a las seis audiencias previstas, porque la experiencia demuestra que casi la mitad de ellas falla, por falta de notificación, porque no están los informes requeridos o porque ninguna de las partes acude al tribunal, como pasa a menudo en los casos de violencia intrafamiliar. Destacó que hay ciertos informes cruciales para fallar, como las prueba de ADN que hace el Instituto Médico Legal en las causas de paternidad, que se demoran hasta ocho meses en ser despachados, quedando suspendido entretanto el proceso.


La Magistrada agregó que ha habido problemas con la aplicación de la ley de responsabilidad penal de los adolescentes, en cuya discusión se incluyó un procedimiento contravencional por faltas. El problema es que este procedimiento no es directamente aplicable a los menores de catorce años y, muchas veces, frente a problemas graves protagonizados por niños de esa edad, se ha terminado aplicándoles medidas de protección, con todos los inconvenientes procesales y materiales que significa ocupar tales medidas en casos de contravención de ley.


Apuntó que también es importante considerar el rol de los fiscales del Ministerio Público que denuncian hechos delictivos cometidos por menores de edad. Actualmente esos funcionarios se limitan a presentar por escrito los hechos, dejando en manos del juez la instrucción del proceso, lo que atenta contra el espíritu de la Reforma Procesal Penal, que entregó al Ministerio Público el papel de impulsar la investigación criminal y de solicitar medidas de protección de la víctima. Una práctica similar se da en materia de violencia intrafamiliar, donde muchas veces los fiscales envían los asuntos directamente a los tribunales de familia, sin cumplir con la obligación legal de recabar medidas de protección urgentes a favor de la víctima, sobre todo teniendo en consideración que el Ministerio Público cuenta con una División de Atención a Víctimas y Testigos.


En relación con los consejeros técnicos, estimó que son muy útiles para el tratamiento de situaciones de violencia contra menores o mujeres y en la evaluación de las medidas terapéuticas impuestas a los agresores.


El Presidente de la Asociación Nacional de Consejeros Técnicos del Poder Judicial, Señor Germán Osses,  expuso que los tribunales de familia han colapsado porque, además de la competencia de los antiguos tribunales de menores, absorbieron una gran cuota de competencia de los tribunales civiles, como violencia intrafamiliar, autorizaciones para enajenar, alimentos mayores, etc., con una dotación muy similar a la que tenían los antiguos juzgados de menores.


Hizo notar que las personas llegan a los tribunales con problemas muy difíciles y que las afectan profundamente, como hijos que por años han estado sumidos en las drogas o padres que no han proporcionado el cariño que los niños necesitan para su correcta formación. Señaló que esas personas confían y urgen al tribunal por una solución, pero esos asuntos exceden largamente las posibilidades que ofrece un procedimiento legal. Esta demanda insatisfecha ha minado la salud física y psicológica de los funcionarios que atienden directamente al público, lo que genera una gran cantidad de licencias médicas.


El dirigente gremial señaló que hubo un problema de diseño de la justicia de familia, porque al cabo del primer mes de funcionamiento los tribunales ya habían colapsado. Señaló que en el plan original se pensó que existiría una red de instituciones que cumplirían tareas encomendadas por el tribunal, como los informes sociales, por ejemplo. Anteriormente, esta labor la hacían al interior del tribunal de menores los asistentes sociales judiciales, pero ese cargo dejó de existir y las personas que los ocupaban pasaron a integrar la planta de los nuevos tribunales de familia como “consejeros técnicos”. Los consejeros técnicos tienen funciones distintas a los asistentes sociales judiciales, correspondiéndoles una labor de asesoría técnica al juez, de procesamiento de informes que se reciben y sirviendo, en cierta medida, de filtro entre el juez y el público que concurre a los tribunales.


Agregó que hay mucha información técnica que los tribunales de familia requieren de otras instituciones, como los informes sociales, de los departamentos sociales de las municipalidades, la constatación de circunstancias médicas, de los profesionales de las postas y consultorios médicos y los exámenes de paternidad, del Servicio Médico Legal. Generalmente estos reportes llegan con mucho retraso y no hay forma de apurarlos, porque las instituciones emisoras tienen su propio público al cual atender y el requerimiento judicial se satisface sólo con los recursos que quedan disponibles después de responder a esa demanda principal. La mayor parte de las veces esos informes son cruciales para resolver las causas en las cuales se decretaron, lo que hace necesario suspenderlas mientras no lleguen; por ejemplo, en una demanda de paternidad es imposible citar a la audiencia de juicio mientras no esté el informe de ADN que emite el Instituto Médico Legal.


El señor Osses expuso que hay una cantidad de consejeros técnicos de avanzada edad, a los que les ha costado mucho adaptarse a las nuevas condiciones de funcionamiento de los tribunales de familia, que no tienen las habilidades necesarias para trabajar con los sistemas computacionales de seguimiento de causas, pero que no pueden jubilar por el daño previsional que han acumulado a lo largo del tiempo. Esas personas están a la espera de este proyecto de ley porque en él se instaura un bono especial de retiro que les permitiría jubilar paliando en parte el detrimento previsional acumulado.


La Presidenta de la Federación de Funcionarios de la Asistencia Judicial, señora Claudia Fanchinetti, señaló que esa entidad, que agrupa a las Asociaciones de Funcionarios de las cuatro Corporaciones de Asistencia Judicial del país, tiene una serie de observaciones que hacer sobre el proyecto.


Destacó que nuestro país cuenta con cuatro Corporaciones de Asistencia Judicial, que abarcan todas las regiones del territorio. Estas Corporaciones atienden la parte prejudicial, extrajudicial y judicial de los casos que llegan a su conocimiento; además, los casos se derivan, cuando corresponde, a las redes sociales disponibles en la comuna, cuando por esa vía se puede obtener soluciones.


Indicó que en muchos puntos la iniciativa se hace cargo de problemas de diseño de la Reforma de Familia, pero todavía persisten varios para los cuales no se advierte una propuesta de solución adecuada.


Señaló que ni la Reforma de Familia ni el ajuste que practica el presente proyecto han reconocido el papel de operadores en terreno de las Corporaciones de Asistencia Judicial, pese a que el 57% de su ingreso de causas son materias de familia, según las estadísticas del año pasado. 


Agregó que uno de los problemas serios de la ley N° 19.968 es que permite que las personas puedan recurrir directamente y sin abogado a los tribunales. Esta situación generó rápidamente una severa congestión, porque la labor de orientación y acotación de los conflictos que históricamente han hecho los funcionarios de las Corporaciones pasó directamente a los tribunales de familia, que no cuentan con la infraestructura ni con las destrezas para realizar ese trabajo. Al respecto, indicó que las Corporaciones de Asistencia Judicial han sido capaces de solucionar por vía no judicial hasta el 80% de los asuntos ingresados, sin necesidad de recurrir a los tribunales de justicia, ocupando las redes asistenciales e institucionales disponibles en el Estado y en las municipalidades. Observó que el año pasado el 8% de los ingresos concluyó en la mediación; en años anteriores este porcentaje era bastante mayor, pero a finales de 2005 el Ministerio de Justicia instruyó a las Corporaciones para limitar esta vía alternativa de solución de conflictos, con el propósito de incentivar el uso del sistema de mediación recién establecido en la ley de los tribunales de familia, lo que aumentó la judicialización de los casos.


La dirigente gremial señaló que la experiencia de los funcionarios de las Corporaciones indica de manera consistente que los problemas de familia requieren, la mayor parte de las veces, una intervención multidisciplinaria y el uso de la red asistencial local. Eso se lograba en la Corporación, que atendía los asuntos en consultorios repartidos por todas las comunas del país y, por tanto, cercanos a la gente, y que mantenía estrechos lazos con la oferta asistencial de la comuna, lo que permitía solucionar muchos conflictos sin judicializarlos. La fórmula que ahora se propone contraviene esta experiencia adquirida, porque requiere que los conflictos primero se judicialicen para después ver la posibilidad de una salida alternativa; esta fórmula tiene el efecto negativo de incentivar la pérdida de la capacidad adquirida por las Corporaciones para solucionar los conflictos de forma multidisciplinaria y fuera de la sede judicial, porque los profesionales que tienen esas habilidades migrarán a otros trabajos.


Agregó que corresponde llamar la atención sobre un efecto peculiar que ha tenido la modificación del estatuto de la violencia intrafamiliar efectuada por la ley Nº 20.066 que derogó la ley Nº 19.325. En efecto, actualmente las Corporaciones de Asistencia Judicial atienden a la víctima hasta que entra a conocer del asunto el juez de familia, quién, si considera que los hechos que originaron la denuncia revisten el carácter de delito, lo traslada a la sede criminal, enviando los antecedentes al Ministerio Público. Lo desconcertante de esa solución es que en sede criminal el Estado asignará de oficio un abogado defensor al agresor, pero la víctima no tendrá representación jurídica, por lo que muchas veces solicita que el asunto siga siendo conocido por el juez de familia, ante el cual la Corporación puede actuar representándola.


Manifestó a continuación que el informe financiero que acompaña al proyecto contempla un aporte de $ 3.500.000.000 destinados a gastos en personal en las Corporaciones, y una inversión en infraestructura, por una sola vez, ascendente a $ 500.000.000, Estas cifras contrastan mucho con los $ 40.000.000.000 que se asignan para gastos en personal de la mediación judicial, sobre todo teniendo en consideración que la Corporación tiene experiencia comprobada en el tema y el sistema de mediación judicial no. Añadió que el Estado desembolsa por cada mediación efectuada en las Corporaciones un total de $ 13.200 por caso y, en cambio, en la mediación judicial se gastan $ 80.000 por cada caso.


Expresó luego la señora Fanchinetti que no es comparable la labor que realiza un abogado de la Corporación en materia de familia, con la que realiza un abogado de la Defensoría Penal Pública. Este último perfectamente puede atender una docena de controles de detención en una mañana, pero es imposible que un abogado atienda esa cantidad de audiencias de familia o laborales en una mañana, por la diversidad, complejidad y extensión de ellas. Por ello no es posible hacer una comparación entre las labores que se efectúan en la Defensoría Penal Pública y en la Corporación de Asistencia Judicial. Esto no ha sido comprendido por el Ministerio de Justicia, que insiste en medir la productividad según la cantidad de causas tramitadas por cada abogado, lo que resulta injustamente perjudicial para la Corporación. 


Agregó que otro motivo que distorsionó la última asignación de recursos presupuestarios a las Corporaciones es que se consideraron las causas que a una determinada fecha de corte aparecían ingresadas en el sistema de seguimiento computacional de los tribunales de familia. Por ejemplo, en Valparaíso se contabilizaron 159 demandas presentadas entre octubre de 2005 y marzo de 2006, lo que no implica ninguna sobrecarga de trabajo; después se constató que la mayor parte de las causas que en dicho período efectivamente ingresaron a los tribunales de familia de Valparaíso no habían sido incorporadas al sistema computacional, y que el número real eran 2.400 libelos. Esta situación se repitió en muchas comunas del país, pero el Ministerio de Justicia no dio crédito a los datos y optó por ocupar los del sistema computacional, según el cual no existía colapso en la justicia de familia.


La señora Fanchinetti indicó que la propuesta de la Federación que representa apunta a evitar la judicialización del conflicto de familia, mediante una atención multidisciplinaria en la sede prejudicial, que permita solucionar los problemas con los recursos que la propia Corporación de Asistencia Judicial dispone en materia de mediación y asistencia psicológica, y derivando los problemas, en la medida de lo posible, a las redes institucionales de la comuna del afectado. De esta forma sólo un porcentaje pequeño de los asuntos llegaría a los tribunales de familia, en los cuales no debería considerarse una etapa de mediación obligatoria para no enviar la señal errada de que para obtener una solución alternativa hay que judicializar primero el conflicto. Sobre este último punto, la personera expuso que la mediación no puede ser impuesta por decreto, sino que debe ser enseñada e incentivada, pero no establecida en la ley como un requisito para obtener alimentos en sede judicial. 


Por otra parte, destacó que la Corporación también hace trabajo comunitario de prevención de conflictos y promoción de derechos. Estas funciones requieren incrementar las asignaciones para remunerar funcionarios, profesionales y administrativos y efectuar  mejoras en la infraestructura que permitan contar con espacios privados para atender dignamente a las personas que se acercan a la Corporación.


Finalmente, solicitó que los funcionarios de las Corporaciones de Asistencia Judicial sean considerados como funcionarios públicos, tal como reiteradamente ha señalado la Contraloría General de la República, haciéndoles aplicable, por tanto, el Estatuto Administrativo y no las normas del Código del Trabajo, opción que hasta ahora sustenta el Ministerio de Justicia.


La Directora de la Corporación de Asistencia Judicial de Valparaíso, señora Marcela Le Roy, expuso que su institución presta servicios en las regiones de Valparaíso, Coquimbo y Atacama. Señaló que la misión básica de la Corporación es proporcionar asistencia jurídica, judicial y social a personas de escasos recursos, para asegurar la igualdad en el ejercicio de sus derechos, en cumplimiento de lo prescrito por el artículo 19, Nº 3º, de la Constitución Política de la República. 


Para cumplir con esta meta, la Corporación desarrolla seis líneas de acción: patrocinio y representación en juicio, resolución alternativa de conflictos, orientación e información de derechos, atención integral a víctimas de delitos violentos, prevención y promoción de derechos y formación de postulantes.


Señaló que la Corporación de Valparaíso cuenta con las siguientes unidades operativas: 48 consultorios jurídicos, 6 consultorios móviles, 8 centros y unidades de mediación y 4 centros de atención a víctimas. Además ha postulado y ganado los siguientes proyectos licitados: 5 programas de mediación familiar, 3 proyectos del Servicio Nacional de Menores y 3 defensorías penales. Las labores de estas unidades y proyectos adjudicados se realizan con la siguiente planta de funcionarios:

	
	

	Abogados
	135

	Asistentes sociales
	46

	Psicólogos
	8

	Psiquiatras
	3

	Mediadores
	25

	Secretarias
	58

	Receptores
	21

	Conductores
	7

	Auxiliares
	6

	Procuradores
	8

	Subtotal
	317

	Funcionarios de las Subdirecciones Regionales
	18

	Funcionarios de la Dirección Regional
	23

	Total
	358



La señora Directora manifestó que la entrada en vigor de la ley que creó los tribunales de familia produjo los siguientes impactos en la Corporación:

· Aumento de la demanda de atenciones.

· Incompatibilidad horaria e insuficiencia de profesionales disponibles.

· Nuevos requerimientos para esos profesionales.

· Nombramiento de los abogados de la Corporación como curadores ad litem.

· Elaboración de informes y exposición de los mismos en audiencias sobre peritajes sociales.

· Realización de mediaciones familiares, antes que entrara en vigor el sistema de mediadores licitados (febrero 2006).

· Notificación de causas por receptores de la Corporación, por insuficiencia de personal judicial para esa finalidad.

· Reorganización de los equipos de trabajo y aumento de horas/funcionario contratadas.

· Capacitación.

· Reuniones de coordinación con los actores de los juicios de familia, especialmente con los jueces de familia.

· Implementación de talleres de orientación en materias de familia, para optimizar los recursos existentes.

· Postulación a fondos concursables 

· Control de gestión.

· Implementación del Sistema de Registro de Estadísticas (ACOVAL), en todas las unidades operativas.


La abogada Directora indicó que el impacto numérico de ingresos de asuntos de familia en las Corporaciones de Asistencia Judicial a lo largo de Chile, tras la entrada en vigencia de la ley 
Nº 19.968, se muestra en el siguiente cuadro:

	Año
	Número de causas de familia ingresadas a las Corporaciones de Asistencia Judicial
	% de causas de familia 

	2004
	32.464
	39,4%

	2005
	47.189
	42,69%

	2006
	57.670
	53,89%



Durante el mismo año 2006, la Corporación de Asistencia Judicial de Valparaíso atendió a un total de 124.551 personas, de las cuales 102.160 fueron derivadas a atenciones alternativas y sólo 22.391 requirieron la ejecución de actuaciones judiciales. 


El 64% de dichas prestaciones (14.330) fueron hechas en los tribunales de familia, a las que se suman 23.173 asuntos pendientes de años anteriores, que la Corporación atiende en esa judicatura. En la atención de todos estos asuntos de familia participan 50 abogados contratados con ¾ de jornada. Cada uno de ellos atiende un promedio mensual de 25 juicios nuevos, 39 juicios de arrastre y orienta a 57 personas.


Los abogados de la Corporación de Asistencia Judicial de Valparaíso participaron en el año 2006 en 2.523 audiencias de juicios de familia, de las cuales 370 se realizaron en la IIIª Región, 610 en la IVª y 1.543 en la Vª. Por otra parte, esos mismos profesionales representaron a los usuarios de la Corporación en un total de 8.675 audiencias preparatorias de juicio de familia, de las cuales 884 se realizaron en la IIIª Región, 1.484 se efectuaron en la IVª y 6.307 se celebraron en la Vª Región.


También en el año 2006 la Corporación concluyó 12.932 causas pendientes, obteniendo 8.853 sentencias favorables, 1.219 desfavorables y 2.860 con resultados diversos.


En la Región de Valparaíso cada abogado mantiene un promedio de 100 ingresos mensuales de diversos asuntos sobre familia. Cada una de las asistentes sociales que laboran para la institución en esta Región atiende a un total de 578 personas en talleres grupales de orientación y a 44 personas cada mes, en actividades de orientación individual, en las que se priorizan las gestiones de adopción, tuición y cuidado personal de los menores. Cada receptor de la Corporación notifica un promedio mensual de 360 diligencias, la mitad de las cuales surgen de requerimientos internos de la Corporación y el resto corresponde a resoluciones de los tribunales de familia.


La señora Directora manifestó que el costo de los servicios jurídicos prestados por la Corporación es el siguiente:

· Consulta satisfecha por abogado auxiliar (25 minutos cada una): $2.421.

· Costo promedio mensual de un proceso judicial: $12.260 (64 procedimientos en promedio por abogado al mes)


En el año 2006 se practicaron 124.551 atenciones, de las cuales sólo 76 generaron reclamos de los usuarios.


La Directora de la Corporación de Asistencia Judicial de Valparaíso indicó que la labor realizada en el año 2006 en materia de familia muestra que la Institución presenta las siguientes fortalezas:

· Profesionalización de la labor.

· Especialización en materia de familia, a través de Centros de Familia, Unidades de Familia y Consultorios separados, para defensas incompatibles (Plan Piloto Viña del Mar-Valparaíso, que funciona cuando la Corporación representa a ambas partes del juicio).

· Trabajo interdisciplinario en los peritajes sociales y psicológicos.

· Colaboración con los tribunales de familia en las notificaciones, en la atención en tribunales y en la atención en la Isla Juan Fernández.

· Reuniones con la Comisión de Familia en la Corte de Apelaciones.

· Programa computacional de registro.

· Definición y empleo de indicadores de gestión.


Finalmente, destacó algunas disposiciones del texto aprobado en el primer trámite constitucional que tienen efecto directo en el trabajo de la Corporación, por ejemplo:

· Creación de juzgados de familia en las regiones que atiende la Corporación: supone aumentar proporcionalmente la dotación de profesionales y considerar un aumento de recursos para infraestructura y gastos operacionales.

· Exigencia de defensa letrada: requiere mayor dotación de profesionales e infraestructura para albergarlos e implementar un modelo de atención de defensas incompatibles.

· Modificaciones del procedimiento: aumentará la carga de trabajo por la exigencia de demandas, contestaciones y reconvenciones escritas. Al respecto, se propone revisar el breve plazo de tres días para evacuar estas actuaciones antes de la audiencia.

- - - - - - - -

OPINIÓN DE LA CORTE SUPREMA


En consideración a que el texto del proyecto varió luego del informe remitido a la Cámara de Diputados por la Corte Suprema, de fecha 5 de octubre de 2006, la Presidencia del Senado, mediante oficio 
Nº 29.168, de 6 de marzo de 2007, volvió a requerir la opinión del máximo tribunal.


Con fecha 31 de mayo del presente año, y mediante oficio Nº 162, la Corte Suprema informó sobre la versión actual del proyecto. A su informe anexó otro, emitido por la Corporación Administrativa del Poder Judicial, titulado “Propuesta de mejoramiento para las judicaturas de familia, laboral, cobranza laboral y previsional y tribunales de competencia común”. A continuación se reseñan ambos documentos:

INFORME DE LA CORTE SUPREMA


Aborda los siguientes temas:

1.- Modificaciones a la ley que crea los tribunales de familia, Nº 19.968.


a) Creación de la nueva unidad administrativa llamada “de cumplimiento”. Esta unidad tiene por fin desarrollar las gestiones necesarias para la adecuada y cabal ejecución de las resoluciones judiciales en el ámbito familiar, particularmente de aquellas que requieren de cumplimiento sostenido en el tiempo. La Corte Suprema estima acertada la creación de esta nueva unidad y su inclusión en los distintos tribunales de familia a lo largo del país, pero objeta por insuficiente la dotación de personal asignada ella, que corresponde en promedio a 1,4 funcionarios por juzgado.


b) Aumento del número de jueces. El proyecto plantea la creación de 30 nuevos cargos de juez de familia. En opinión del máximo tribunal esta suma es absolutamente insuficiente, teniendo en consideración los siguientes parámetros: según estudios realizados por la Corporación Administrativa del Poder Judicial, el número óptimo de causas por juez de familia al año es de 840. El ingreso total nacional de causas de familia en el año 2006 fue de 391.893. A esto hay que agregar 36.654 asuntos que están en conocimiento de los tribunales de menores del antiguo sistema, que serán eliminados en el segundo semestre del presente año. Esto da un total ideal requerido de 515 de jueces de familia. Teniendo en consideración que la actual dotación es de 258 magistrados, se manifiesta un déficit de 257 jueces, cifra muy superior a los 30 planteados en el proyecto. Ello sin considerar a los funcionarios necesarios para que esos jueces puedan cumplir con su tarea, ni el problema de los tribunales con competencia mixta, tópicos que son tratados en el informe técnico de la Corporación Administrativa.


c) Competencia de los Tribunales de Familia. La Corte sugirió en su informe que se estudie una modificación al artículo 8º de la ley N° 19.968, con el fin de excluir de la competencia del juez de familia las cuestiones estrictamente patrimoniales en que no hay menores directamente involucrados, asuntos que pueden ser tratados por los tribunales civiles.


d) Facultad del juez para suspender las audiencias. La Corte Suprema estimó que la modificación efectuada al artículo 11 de la ley N° 19.968, que regula la forma de proceder cuando el juez considera necesario suspender una audiencia, es útil porque evita la realización de audiencias condenadas al fracaso, por ejemplo, cuando aún no ha llegado al tribunal un informe técnico necesario para resolver. Al respecto, el máximo tribunal propone incrementar esta atribución del juez de familia y no limitarla sólo a dos ocasiones en el juicio, como hacen el texto vigente y la modificación.


e) Principio de inmediación en relación con la recepción de la prueba. El proyecto modifica el artículo 12 de la ley N° 19.968, que establece, como regla general, que sólo valdrán las pruebas recibidas directamente por el juez, en la audiencia. La modificación introduce una excepción a esa regla, estableciendo que el juez también podrá formar su convicción sobre las pruebas rendidas, por motivos justificados, en la audiencia preparatoria tratada en el artículo 61 de la ley. El máximo tribunal considera que debe especificarse qué se debe entender por “motivos justificados”, y también debe ser estudiada la implicancia que tendría una interpretación demasiado restrictiva del artículo 12, que dejaría las causas prácticamente “radicadas” en la persona del juez, lo que implica que en casos de subrogación o reemplazo prácticamente habría que reiniciar la tramitación.


f) Comparecencia de las partes con abogados. La Corte Suprema considera que la iniciativa que obliga a las partes a comparecer con abogados, salvo situaciones graves autorizadas por el tribunal, mejorará substancialmente la velocidad de tramitación de las causas. Sobre la posibilidad de que ambas partes sean representadas por la Corporación de Asistencia Judicial, hizo presente que puede generar problemas de ética profesional, por lo cual propone la creación de una Defensoría Pública en materias de Familia, tal como existe hoy una para los asuntos criminales.


g) Abandono del procedimiento en causas sobre violencia intrafamiliar. La Corte consideró conveniente la modificación que plantea el proyecto al artículo 21 de la ley N° 19.968, en orden a archivar provisionalmente las causas sobre violencia intrafamiliar, si ninguna de las partes asiste a la primera audiencia y el demandante no solicita una nueva citación dentro de quinto día, en vez de tenerlas por abandonadas, como hoy dispone la norma citada; así se deja abierta la posibilidad de reactivar el pleito en cualquier momento, a solicitud del denunciante o demandante.


h) Modificación al sistema de notificaciones. La Corte juzgó acertado introducir una notificación personal subsidiaria, similar a la del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, en caso de que no sea posible la notificación personal de la demanda. 


i) Incidentes. La Corte Suprema señaló que la modificación que restringe la posibilidad de plantear incidentes en el juicio limitará la posibilidad de dilatar los procesos mediante maniobras malintencionadas.


j)  Control de admisibilidad. La Corte se mostró de acuerdo con el nuevo sistema de control de admisibilidad de demandas, denuncias y requerimientos, trámite previo a entrar a conocer del asunto. Esta solución permitirá expulsar del sistema aquellas pretensiones que no tienen resolución jurídica relevante o que no son de competencia de los juzgados de familia.


k) Escrituración de la fase de la discusión. A juicio del máximo tribunal, obligar a las partes a presentar por escrito la demanda y la contestación antes de la audiencia preparatoria, y eliminar el trámite de ratificación de la demanda y la contestación, también acelerará el juicio de familia, sin que ello obste a la concreción del principio de oralidad, porque todas las demás actuaciones, durante el resto del proceso, mantienen dicho carácter.


l) Celebración de nuevas audiencias en caso de traslado del juez que conoció la audiencia del juicio. La Corte Suprema sugiere reemplazar la palabra “traslado” por la frase “nombramiento, promoción, destinación, traslado o comisión”, porque aquella tiene un significado restrictivo en el Código Orgánico de Tribunales y no abarca los demás casos en que el juez debe ser remplazado.


m) Medidas cautelares especiales. La Corte consideró conveniente la modificación consistente en adoptar medidas de protección sin esperar la comparecencia del menor, pero verificando que ésta se realice lo más pronto posible.


n) Inclusión del Ministerio de Justicia entre los destinatarios del informe del juez, tras la visita correspondiente a los establecimientos residenciales. La Corte Suprema señaló que esta regla fortalecerá las redes de apoyo de los tribunales de familia.


o) Improcedencia de la suspensión condicional de la dictación de la sentencia. Aunque el proyecto no incluye ninguna modificación a esta regla, contenida en el artículo 97 de la ley N° 19.968 y aplicable a todos los que hayan sido objeto de una denuncia o demanda previa sobre actos de violencia intrafamiliar, la Corte planteó acotarla a quienes hayan sido condenados por sentencia firme, para no infringir el principio constitucional de presunción de inocencia.


p) Improcedencia del desistimiento en los juicios de violencia intrafamiliar. Aunque el proyecto no lo contempla, la Corte Suprema recomienda modificar el artículo 100 de la ley N° 19.968, para poner fin a los juicios de violencia intrafamiliar en caso de que la víctima se desista de su reclamo, y no tener que sustanciar todo el proceso y dictar una sentencia definitiva, tal como hoy se exige, cuando el principal interesado ha perdido su motivación y no aportará prueba alguna para acreditar su pretensión inicial.


q) Mediación. El establecimiento de la mediación obligatoria es, a juicio de la Corte, un serio intento de hacer operativo el instituto. De prosperar, aliviaría la carga de los tribunales de familia.


r) Aumento de las plantas de los tribunales de familia. La Corte Suprema considera que el aumento propuesto es mucho menos sustancial de lo que a primera vista parece, porque no considera el gran número de funcionarios que fueron contratados transitoriamente, para hacer frente al colapso de los tribunales de familia, cuyos contratos, en muchos casos, están prontos a caducar. El incremento autorizado en el proyecto sólo torna en funcionarios de planta a un gran número de funcionarios a contrata que actualmente se encuentran trabajando en los tribunales y no implica un aumento neto de personal disponible. El máximo tribunal agregó que lo rescatable en este apartado es la creación de los cargos de jefe de unidad y de informática, medida implementada en los juzgados del plan piloto que ha dado muy buenos resultados.


s) Situación de los juzgados de menores mantenidos en funcionamiento por la Reforma de Familia. La Corte solicita que dichos tribunales sean mantenidos, a los menos por dos años más, para evitar que la carga de trabajo que ellos soportan hoy pase a gravitar directamente sobre los tribunales de familia.

2.- Modificación a ley Nº 19.947, sobre matrimonio civil.


Eliminación del trámite de la consulta en caso de divorcio solicitado de común acuerdo por las partes. La Corte Suprema estuvo de acuerdo con esta medida, por un principio de economía procesal, pues evita una instancia cuyo sentido original se ha perdido, por cuanto la gran mayoría de las peticiones de divorcio obedecen a una relación definitivamente quebrada.

3.-Modificación al Código Civil 


Al artículo 234, relativo a la facultad de los padres para corregir a los hijos. La Corte consideró que esta modificación, unida a la propuesta en el Nº 3) del artículo 1º del proyecto
, podría dejar al menor en una suerte de abandono, sobre todo cuando resulta evidente que los padres no quieren ejercer su autoridad respecto del hijo, lo que debería ser solucionado a la luz de lo prescrito en el artículo 16 de la ley N° 19.968, que establece como principio rector de las resoluciones judiciales en esta materia el interés superior del niño, niña o adolescente.

4.-Modificación al Código Orgánico de Tribunales


a) Calificación del Administrador del Tribunal. Aunque no forma parte de las disposiciones propuestas en el proyecto, la Corte Suprema recomienda modificar los artículos 23 y 24 del Código Orgánico de Tribunales, en el sentido de atribuir la facultad para calificar a estos funcionarios a la Corte de Apelaciones respectiva, facultando al Comité de Jueces y a un organismo técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial para informar sobre el particular al tribunal de alzada, en forma previa y por separado.


b) Nueva condición para que las Cortes de Apelaciones puedan ordenar a los jueces bajo su dependencia, de tribunales con competencia común, dedicación exclusiva a ciertas materias. La Corte establece que el condicionamiento de esta facultad a un informe técnico favorable a la Corporación Administrativa del Poder Judicial condiciona inaceptablemente el ejercicio de las facultades económicas privativas de las Cortes de Apelaciones.

5.- Obligación de informar sobre la marcha de los tribunales de familia a Comisiones de la Cámara de Diputados.


La Corte Suprema señaló que esta norma pretende establecer facultades fiscalizadoras directas por parte de las Comisiones de Familia y de Hacienda de la Cámara de Diputados sobre la marcha de los tribunales de familia, lo que contraría lo dispuesto sobre autonomía e independencia del Poder Judicial en la Constitución Política de la República. 

6.- Artículos transitorios del proyecto


a) Limitación de la provisión efectiva de cargos de jueces de garantía y miembros de los tribunales del juicio oral en lo penal en la Región Metropolitana. Aunque la Corte reconoció que la modificación planteada es menos limitante que lo establecido en anteriores versiones del proyecto, subsiste el reparo consistente en que no debería haber problemas de disponibilidad presupuestaria para llenar cargos de planta, que son permanentes.


b) Financiamiento del proyecto. El artículo 6º transitorio estipula que el mayor gasto que significará la aplicación del presente proyecto será de cargo de la Partida presupuestaria del Poder Judicial. La Corte Suprema señaló que con la actual asignación presupuestaria el proyecto no está financiado, por lo que el mayor gasto debería costearse con cargo a la Partida Tesoro Público.


La Ministra de la Corte Suprema, señora Margarita Herreros, glosando lo informado por la Corte Suprema, acotó que la Unidad de Cumplimiento que introduce en la estructura de los tribunales de familia el número 1) del artículo 1º del proyecto, es una sentida aspiración de los jueces de familia, que les permitirá hacer frente a los ingresos generados por cumplimiento de sentencias previas. Esta labor representaba un parte importante del volumen de trabajo de los juzgados de menores, y es de esperar que la situación se repita en los de familia. Agregó que la cantidad de funcionarios propuesta en el proyecto original para estas nuevas Unidades es insuficiente pero, al parecer, la nueva formulación del Ejecutivo contempla un aumento sustancial de dichos cargos.


Indicó que los estudios de la Corporación Administrativa del Poder Judicial arrojan que el número óptimo de ingresos por juez al año es de 840 causas. Teniendo en consideración que el año pasado hubo 391.893 ingresos, debería haber 466 jueces de familia en el país. Al volumen señalado hay que agregar las causas que ingresan con diligencias de cumplimiento provenientes de los juzgados de menores y las que en el futuro se van a producir con motivo de las sentencias que en estos años dicten los tribunales de familia. Según las estimaciones de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, se necesitarán  para esto 49 jueces más, lo que hace un total final de 515 magistrados para los tribunales de familia. El aumento vegetativo de los ingresos a lo largo de los años se compensará con las mejoras procesales que introduce el proyecto; por tanto, con 515 jueces se podrá hacer frente en condiciones óptimas a la demanda de la ciudadanía.


El estudio sobre el que se basó el proyecto de ley que concluyó en la ley Nº 19.968 contempló un número óptimo de 371 jueces con competencia en materia de familia, tanto mixtos como especializados, pese a lo cual la ley sólo estableció 335.


La ley que creó los tribunales de familia entregó a esta nueva judicatura competencia en una amplia gama de materias, algunas de las cuales no son propiamente conflictos de familia, sino situaciones en que no hay menores involucrados o que son de naturaleza voluntaria, como la autorización para enajenar un bien propio de la mujer casada en sociedad conyugal. Este tipo de asuntos perfectamente podría ser conocido por los tribunales civiles.


Concordó en que el trámite de admisibilidad aliviará la carga de trabajo de los juzgados de familia, aunque hay que considerar que deberá comisionarse a lo menos a un juez por tribunal para que haga el estudio pertinente, que en algunos casos puede ser complejo. Sobre este punto, los jueces de familia  habían manifestado la aspiración de que también se pudiera practicar el examen de admisibilidad en las causas de violencia intrafamiliar, pero el pleno de la Corte Suprema desechó la idea, señalando en el informe elevado en esa oportunidad al Parlamento que con ello se evitaría el riesgo de que jueces de familia con poco criterio rechazaran denuncias de violencia intrafamiliar en que no se hubieran constatado lesiones y que posteriormente pudieran desembocar en una tragedia, como ha ocurrido. En relación con el tema de la violencia intrafamiliar, la Magistrada indicó que la proposición de proceder al archivo provisional y no al abandono del procedimiento, en caso de que los litigantes no continúen con una causa, favorece a la parte agredida que, luego de un tiempo, sea víctima de nuevos malos tratos; en ese caso, el ó la afectada podrán recurrir al tribunal y pedir que se desarchive su causa, pudiendo utilizar los antecedentes originalmente recopilados.


Indicó que la presunta baja en los ingresos que se espera como resultado de introducir la mediación obligatoria no será efectiva inmediatamente y será compensada por los ingresos sobre cumplimiento de los acuerdos alcanzados en la sede de mediación.


Expresó que el proyecto también contempla la inclusión de la asistencia legal obligatoria, pero debe tenerse en cuenta que la mayor parte de los litigantes en los tribunales de familia no tiene recursos suficientes para enfrentar el costo de un abogado particular, por lo que una gran cantidad de patrocinios deberá ser asumida por las Corporaciones de Asistencia Judicial, instituciones que hacen el mejor esfuerzo posible, con el escaso presupuesto que tienen, pero que brindan una defensa con un estándar menor al que ofrece la Defensoría Penal Pública, y por ello una legítima aspiración de los tribunales es que esa institución sea dotada de una división para asuntos de familia y otra para asuntos laborales.


Advirtió la Ministra señora Herreros que es muy importante ampliar desde ya el plazo que fijó la ley N° 19.968 para la extinción de los juzgados de menores que quedaron subsistentes para hacerse cargo de las causas antiguas, luego de entrar en vigencia la Reforma de Familia. Esos tribunales terminarán sus funciones el día 30 de septiembre del presente año y las causas que aún no se hayan resuelto pasarán a los tribunales de familia, situación que complicará aún más la saturación que afecta a estos últimos.


Otro asunto que ha herido algunas susceptibilidades en la Corte Suprema es lo prescrito en el artículo 7º del proyecto, que obliga al máximo tribunal a informar trimestralmente a la Cámara de Diputados sobre la marcha de los tribunales de familia. Esta norma puede deslindar en lo inconstitucional, teniendo en consideración la necesaria independencia de los tribunales de justicia respecto de los otros poderes del Estado. Para solucionar este problema podría establecerse que la Corte Suprema sea la encargada de fiscalizar la marcha de los tribunales de familia y que la información que se obtenga sea pública.


Llamó también la atención sobre la circunstancia de que en los juzgados de menores había asistentes sociales judiciales, que eran las personas encargadas de visitar los hogares de los menores y elaborar los informes socioeconómicos necesarios para que el juez pudiera fallar. Actualmente no hay una figura administrativa similar en la organización de los tribunales de familia, porque los consejeros técnicos tienen funciones de asesoría al juez en las audiencias y en la interpretación de informes, pero no generan por sí mismos información. Al inicio de la reforma, los informes socioeconómicos fueron encargados por los jueces a los departamentos sociales de las municipalidades, que en un comienzo prestaron una colaboración entusiasta. Pero, al pasar el tiempo y aumentar de forma cuantiosa la cantidad de informes solicitados, la respuesta ha decaído, toda vez que las asistentes sociales de las municipalidades tienen que atender, en sus horarios de oficina, los requerimientos y demandas de su institución y sólo pueden dedicarse a los informes requeridos por los tribunales en sus horas libres, sin recibir ninguna compensación económica por esa labor. Por ello, muchos tribunales de familia, sobre todo en provincias, donde hay menos servicios sociales públicos a quienes se pueda encargar estas tareas, han hecho presente la necesidad de reponer la figura del asistente social judicial.

- - - - - - -

INFORME DE LA CORPORACIÓN ADMINISTRATIVA 

DEL PODER JUDICIAL

En la actualidad existen en Chile 468 juzgados de primera instancia, que pueden clasificarse de la siguiente forma, según su competencia:

- 4 juzgados de cobranza laboral y previsional.

- 44 tribunales del juicio oral en lo penal.

- 91 juzgados de garantía.

- 60 juzgados de familia.

- 63 juzgados civiles.

- 26 juzgados de menores.

- 20 juzgados del trabajo.

- 58 juzgados de competencia común
 y de garantía.

- 102 juzgados de competencia común.


En el año 2006 ingresaron 2.449.186 causas a los juzgados de primera instancia del país, que se distribuyeron como se indica a continuación: 

- 1.150.824 
causas civiles.

- 10.144 
causas del antiguo sistema procesal penal.

- 146.321 
causas laborales.

- 1.382 
causas de la antigua judicatura de menores.

- 391.893 
causas de familia.

- 425.380 
causas de garantía y del juicio oral en lo penal.

- 67.198 
causas de cobranza laboral.

- 256.044 
exhortos.


Los ingresos de los tribunales de familia, y los relativos a familia en tribunales con competencia mixta y con competencia mixta y de garantía comprenden diferentes materias, según la clasificación siguiente:

- Alimentos cesación

    

    9.867

- Autorización salida del país
   

   11.718

- Exhortos de otros tribunales
   

   13.026

- Paternidad, investigación de
   

   19.210

- Alimentos rebaja

   

   20.260

- Peligro moral y/o material
   

   22.864

- Alimentos aumento

   

   32.092

- Infracción de Ley

   

   32.648

- Cuidado personal del niño
   

   37.248

- Exhorto tribunales de familia
   

   38.392

- Vulneración de derechos

   

   40.790

- Relación directa y regular con el niño
   
   72.504

- Divorcio

   

   89.889

- Violencia intrafamiliar

  

  214.800

- Alimentos

  

  391.136

- Otros

  

  103.048

TOTAL



1.114.881


Esto implica un total de 2,8 materias por cada ingreso, en promedio.

Plan Piloto


El informe señala que en agosto de 2006 la Corte Suprema implantó un plan piloto en dos juzgados de familia
 para implementar mejoras de gestión y analizar el efecto de las mismas en el despacho de dichos tribunales. Las mejoras se centraron en optimizar el uso del tiempo de los jueces, para que ellos pudieran abocarse preferentemente a su rol jurisdiccional, delegando en el personal las labores administrativas. Los resultados del plan piloto fueron los siguientes:

	Ítem


	Antes del plan piloto
	Después del plan piloto

	Promedio diario de audiencias por sala


	6
	10

	Eficacia de las audiencias
	50% de las audiencias no se materializaban 


	30% de las audiencias no se materializaban

	Tiempo promedio para proveer un escrito
	10 días 
	2 días (asistencia de las Unidades de Causas y de Cumplimiento)



	Tardanza promedio para que el juez firme una resolución


	16 días
	3 días

	Duración promedio de audiencias preparatorias


	37 minutos
	31 minutos

	Duración promedio de las audiencias de juicio


	55 minutos
	45 minutos

	Escritos pendientes sin resolver
	1 escrito pendiente por cada 4 que ingresaban al día
	1 escrito pendiente por cada 6 que ingresaban al día (asistencia de la Unidad de Causas)



	Plazo de fijación de audiencias (desfase promedio de la agenda del tribunal)


	8 meses
	3 ½ meses

	Eficacia de las notificaciones
	50%
	70% (asistencia de la Unidad de notificaciones  y del Centro de Notificaciones)





El informe de la Corporación agrega que la eficacia de la implementación del plan piloto está condicionada por el número de jueces, la efectividad de las notificaciones y la falta de asistencia letrada a las partes. En otros términos, si estas variables mejoran, también lo hará el resultado.

Cantidad de jueces de familia requerida, según el informe de la Corporación

Supuestos


Según lo establecido en la ley, cada juicio de familia contempla a lo menos dos audiencias: una preparatoria del juicio y otra del juicio propiamente tal. Según el estudio del Centro de Estudios y Asistencia Legislativa (CEAL), de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, que se tuvo a la vista para hacer la ley que creó los tribunales de familia y estableció el nuevo procedimiento, ambas audiencias deberían tener una duración no mayor a tres horas, en conjunto, lo que implica un total óptimo de carga de trabajo de 598 causas por año por juez, lo cual, a su vez, supone 218.507 ingresos anuales  agregados en el ámbito nacional.


La realidad ha demostrado que la audiencia preparatoria tiene una duración promedio de 30 minutos y que la de juicio se fragmenta generalmente en dos ó tres audiencias, cada una con una duración promedio de 45 minutos. Aunque el tiempo total destinado a las audiencias del proceso ha resultado inferior, la fragmentación de las audiencias de juicio incide negativamente en la cantidad de fallos que mensualmente se pueden dictar. Las estadísticas muestran que los jueces de familia fallan 45 causas mensuales y los jueces involucrados en el plan piloto emiten 59 fallos mensuales.


Se ha considerado que a este total de carga de trabajo debe sumarse un 30% adicional, por concepto de tramitación de causas en estado de cumplimiento provenientes de los juzgados de menores. Además, se ha considerado 10 meses efectivos de trabajo por juez al año, teniendo en consideración el feriado legal y las licencias, y un crecimiento estimado del ingreso de 3%.


Todos estos datos determinan un índice de 840 causas por juez de familia al año.

Cantidad de jueces con competencia en materias de familia requeridos


La Corporación concluye, a partir de estos datos y supuestos, que se requieren 257 jueces adicionales, además de los 258 existentes, para llegar a la cifra óptima de 515 jueces de familia en el ámbito nacional, distribuidos de la siguiente forma:

a) Jueces adicionales para los actuales tribunales de familia:

	Tribunal
	Dotación Ley
	Cantidad extra requerida

	 ANTOFAGASTA
	10
	5

	 CALAMA
	4
	4

	 ARICA
	5
	4

	 CHILLAN
	4
	3

	 YUMBEL
	1
	0

	 CORONEL
	3
	3

	 CONCEPCIÓN
	10
	6

	 LOS ÁNGELES
	4
	3

	 TALCAHUANO
	6
	2

	 TOME
	1
	1

	 VALLENAR
	2
	1

	 COPIAPÓ
	4
	3

	 COYHAIQUE
	2
	1

	 IQUIQUE
	7
	3

	 COQUIMBO
	3
	2

	 LA SERENA
	3
	4

	 OVALLE
	2
	3

	 PUERTO VARAS
	2
	1

	 ANCUD
	2
	0

	 CASTRO
	2
	1

	 PUERTO MONTT
	3
	4

	 PUNTA ARENAS
	3
	3

	 SAN FERNANDO
	2
	2

	 RENGO
	2
	2

	 SANTA CRUZ
	1
	1

	 RANCAGUA
	8
	9

	 PEÑAFLOR
	2
	3

	 TALAGANTE
	3
	1

	 SAN BERNARDO
	6
	2

	 MELIPILLA
	3
	1

	 1º  SAN MIGUEL
	10
	7

	 2º  SAN MIGUEL
	10
	6

	 BUÍN
	3
	2

	 PUENTE ALTO
	6
	8

	 PUDAHUEL
	12
	4

	 COLINA
	2
	3

	 1º  SANTIAGO
	10
	11

	 2º  SANTIAGO
	10
	11

	 3º   SANTIAGO
	10
	11

	 4º   SANTIAGO
	12
	13

	 PARRAL
	2
	0

	 CONSTITUCIÓN
	1
	1

	 LINARES
	3
	3

	 CURICÓ
	3
	4

	 TALCA
	5
	8

	 ANGOL
	2
	1

	 TEMUCO
	7
	7

	 VALDIVIA
	4
	4

	 OSORNO
	3
	4

	 CASABLANCA
	1
	1

	 LIMACHE
	1
	2

	 LA LIGUA
	1
	2

	 LOS ANDES
	2
	4

	 QUILLOTA
	3
	3

	 QUILPUE
	2
	4

	 SAN ANTONIO
	3
	2

	 VALPARAÍSO
	9
	2

	 VILLA ALEMANA
	2
	2

	 VIÑA DEL MAR
	7
	4

	 SAN FELIPE
	2
	4

	 Total
	258
	216


b) Jueces adicionales para  Juzgados con competencia mixta:


- Se requiere un juez más en los juzgados de Pozo Almonte, Tocopilla, Taltal, Chañaral, Almagro, Caldera, Illapel, Los Vilos, Quintero, 1º de Peumo, Peralillo, Licantén, San Javier, Cauquenes, Yungay, Coelemu, Quirihue, Mulchén, Lebu, Arauco, Curanilahue, Cañete, Cabrero, Collipulli, Traiguén, Victoria, Curacautín, Pitrufquén, Nueva Imperial, Pucón, Lautaro, Carahue, Purén, Mariquina, Paillaco, Los Lagos, Panguipulli, Río Bueno, Calbuco, Quellón, Puerto Aysén y Puerto Natales. Total 42.


- Deben dotarse con dos jueces adicionales los tribunales de San Vicente, Molina, 1º de San Carlos, Bulnes, Nacimiento, Villarrica y La Unión. Total 14.

Dotación de funcionarios


En la ley de tribunales de familia, la dotación de empleados asciende a un total de 1.325 funcionarios, distribuidos según la cantidad de jueces que tiene cada tribunal, en la siguiente forma: 258 jueces, 265 consejeros técnicos, 60 administradores y 742 empleados, lo que hace un total de 1.325.


La Corporación estima que la dotación de funcionarios es insuficiente por las siguientes razones:

· El diseño organizacional de esos tribunales no contempla cargos de jefe de unidad, lo que debilita su estructura administrativa, ya que el Administrador no cuenta con una persona de nivel profesional intermedio que colabore en las tareas operativas de organización y control del trabajo. 

· Inexistencia de una unidad administrativa y de empleados dedicados exclusivamente a las labores relativas al cumplimiento de resoluciones, particularmente de aquellas que requieren de una ejecución sostenida en el tiempo.

· Falta de personal para atender tareas administrativas, tales como atención de público y administración de causas.


Para solucionar estas carencias, el Poder Judicial propone la creación de 2.005 nuevos cargos de empleados y jueces, distribuidos de la siguiente forma: 257 jueces, 280 consejeros técnicos, 45 Administradores, 163 Jefes de Unidad y 1.260 empleados.

Notificaciones


Según el informe de la Corporación, una de las falencias más importantes en el diseño de los tribunales de familia ha sido la carencia de funcionarios para realizar notificaciones, lo que ha tenido un impacto directo en la celebración de audiencias. Para solucionar este problema, el informe propone la creación de 256 cargos extra para practicar notificaciones, adicionales a los 49 existentes, y 32 cargos de jefes de zona, para el mismo fin, distribuidos entre los distintos juzgados de familia del país, excluidos los de la Región Metropolitana.


Para los juzgados de familia de la Región Metropolitana la proposición es de 132 funcionarios notificadores, adicionales a los 18 existentes.


Finalmente, los juzgados con competencia mixta que conocen asuntos de familia requieren 141 nuevos notificadores.

- - - - - - -


Luego de tomar conocimiento la Comisión de los informes que anteceden, y habida cuenta de las importantes disimilitudes entre sus conclusiones y los planteamientos del proyecto propuesto por el Ejecutivo, se solicitó al Ministerio de Justicia exponer detalladamente los fundamentos de su proyecto de ley. Es así como, en la sesión celebrada el día 31 de julio de 2007, el asesor de la Unidad Coordinadora de Reformas del citado Ministerio, señor Marco Venegas, presentó las bases del estudio encomendado por esa Cartera al Centro de Estudios y Asistencia Legislativa (CEAL) de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso.

INFORME DEL MINISTERIO DE JUSTICIA, SOBRE REFORZAMIENTO DE LOS JUZGADOS DE FAMILIA


La antigua legislación de menores no concebía ni conceptual ni procedimentalmente la naturaleza particular del contencioso familiar y tampoco cumplía con las exigencias que el derecho internacional establece en estas materias. Por el contrario, se trataba de un diseño predominantemente adversarial del procedimiento, en el que imperaba una extrema escrituración, mostraba carencias respecto de la inmediación y daba amplio margen a la discrecionalidad, especialmente en cuestiones que afectaban a niños y adolescentes.


Para superar esta situación se planteó un proyecto de ley que cristalizó en la promulgación de la ley Nº 19.968, que creó los tribunales de familia. Esa iniciativa legal perseguía los siguientes objetivos:

1. Concentración del conocimiento de los asuntos de familia en una jurisdicción única y especializada.

2. Enfoque interdisciplinario de los conflictos de familia, atendidas las particularidades del mismo (incorporación de los consejeros técnicos).

3. Facilitamiento de soluciones colaborativas y consensuadas por las partes (mediación y conciliación).

4. Introducción de procedimientos acordes con el sentido global de la reforma y las características propias del conflicto de familia (procedimiento especial de medidas de protección y violencia intrafamiliar).

5. Aplicación de los principios rectores de los procedimientos modernos: oralidad, inmediación, concentración, especialización, impulso de oficio, colaboración, e interés superior del niño.


En lo orgánico, la ley Nº 19.968 creó 60 juzgados especializados, con una dotación total de 258 jueces y, en los 77 juzgados de letras con competencia común que mantuvieron competencia en materia de familia, se creó la figura del consejero técnico.


Los problemas que se presentaron con la implementación de la ley Nº 19.968 fueron los siguientes:

1. Ingresos por sobre lo proyectado.

2. Implementación inmediata del sistema en todo el país, sin la dotación de funcionarios completa.

3. Problemas de gestión al interior de los tribunales.

4. Falta de capacitación de los operadores del sistema.


Para remediar estos inconvenientes, el Ejecutivo presentó el proyecto de ley en discusión, el que fue previamente consensuado con la Corporación Administrativa del Poder Judicial y ya ha sido aprobado en general y en particular por la Cámara de Diputados.


En marzo del presente año, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado solicitó la fundamentación técnica que sustenta la proposición del Ministerio de Justicia. Para ello, dicha cartera encomendó al Centro de Estudios y Asistencia Legislativa (CEAL), de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, un estudio que se centrara en los siguientes puntos: análisis de los registros de audio de las audiencias de una muestra de tribunales de familia del país, impacto en la demanda sobre dichos tribunales de las reformas que introduce este proyecto de ley, efectos de la incorporación de modelos de gestión en el funcionamiento de los mismos y propuestas adicionales de organización y administración. 


Los objetivos específicos buscados fueron el análisis estadístico de datos extraídos de las audiencias; un análisis cualitativo basado en indicadores; estimación de la demanda nacional y regional para los años 2007 y 2008; estimación de ingresos al Sistema Nacional de Mediación, e identificación y estimación de las áreas de impacto de las modificaciones propuestas en el proyecto objeto del presente informe.


La metodología se centró en estimar el ingreso de causas a los tribunales de familia, sin las reformas, para los años 2007 y 2008; en cuantificar el impacto de las reformas en la disminución del ingreso, en razón de las variables tasa de acuerdo en causas en mediación y comparecencia con letrado, y en la estimación del ingreso, para el mismo período de tiempo, con las reformas y desglosado por materias. Además, se realizaron talleres con jueces, abogados, administradores de tribunales y mediadores.


En el diseño de un modelo de gestión del juzgado y de programación de audiencias se siguió el lineamiento de cautelar el principal recurso del tribunal, que es el juez, apartándolo de labores administrativas, para maximizar el tiempo dedicado a funciones jurisdiccionales, como son la participación en audiencias y la dictación de sentencias.


Como corolario del estudio hecho por CEAL, la propuesta técnica del Ministerio de Justicia consiste en reforzar los juzgados especializados en familia, creando 31 nuevos cargos de juez y redestinando a 12 magistrados. Simultáneamente, se refuerzan 15 juzgados de letras de competencia común, dotándolos de 2 jueces, en lugar de uno, como ocurre en la actualidad, y de un administrador; además, se elevan las dotaciones hasta completar 17 funcionarios en cada tribunal.


La estimación de ingresos esperables para los años 2007 y 2008
 arrojó los siguientes datos:

	Estimación Ingresos 2007
	Mínimo
	394.734

	
	Promedio
	447.670

	
	Máximo
	500.607

	Estimación Ingresos 2008
	Mínimo
	377.518

	
	Promedio
	441.844

	
	Máximo
	506.170



De la observación directa de los registros de audio se obtuvo los siguientes datos:

- Son procedimientos con fuerte incidencia en la carga de trabajo del juez: el ordinario (2 audiencias: preparatoria y de juicio); el de violencia intrafamiliar (2 audiencias: preparatoria y de juicio); el especial de protección (2 audiencias: preparatoria y de juicio); el especial voluntario (1 audiencia), y el especial contravencional (1 audiencia).

- Son procedimientos con fuerte incidencia en la carga de trabajo del personal administrativo del tribunal: transacciones, cumplimiento de resoluciones y exhortos (se propone que la nueva Unidad de Cumplimientos se haga cargo de estos asuntos).


Para el desarrollo de estos modelos de gestión se debe tener a la vista la duración promedio en minutos de las audiencias en los distintos procedimientos y aplicarles un factor de corrección, según las distintas contingencias procesales que implican que una o más audiencias no se efectúen. Esas contingencias son: tasa de deserción, tasa de inadmisibilidad, tasa de causas que pueden resolverse sin audiencia y tasa de término del juicio en primera audiencia. Las variables por materia tenidas en cuenta son las siguientes: alimentos; cuidado personal; visitas; divorcios; nulidades; separaciones; otros procedimientos ordinarios; violencia intrafamiliar; adopción; asuntos voluntarios; protección, y contravencional.


La comparación entre la propuesta técnica del Ministerio de Justicia y la de la Corporación Administrativa del Poder Judicial  (CAPJ) arroja los siguientes resultados:

	Ley 19.968
	Proyecto Boletín Nº 4.438-07
	Informe CAPJ
	Propuesta Ministerio de Justicia

	258 jueces
	289 jueces
	525 jueces
	289 jueces

	60 juzgados
	60 juzgados
	105 juzgados
	60 juzgados

	1.067 funcionarios
	1.501 funcionarios
	2.815 funcionarios
	1.642 funcionarios

	
	
	14 mixtos reforzados
	15 mixtos reforzados



En la siguiente tabla se muestran las cifras de jueces de familia y funcionarios, desagregadas a nivel de tribunal, comparando la dotación de la ley N° 19.968, la resultante del aumento del presente proyecto de ley y la que es fruto de la nueva proposición del Ministerio de Justicia (MINJU):

	
	Jueces en la ley Nº 19.968
	Jueces Boletín Nº 4.438-07
	Jueces nueva prop. MINJU
	Func. en la ley Nº 19.968
	Func. Boletín Nº 4.438-07
	Func. nueva prop. MINJU

	 Arica
	5
	6
	7
	18
	29
	35

	 Iquique
	7
	7
	7
	26
	34
	35

	 Calama
	4
	4
	5
	16
	22
	28

	 Antofagasta
	10
	10
	10
	35
	45
	46

	 Copiapó
	4
	4
	5
	16
	22
	28

	 Vallenar
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 La Serena
	3
	4
	4
	14
	22
	25

	 Coquimbo
	3
	3
	4
	14
	18
	25

	 Ovalle
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 La Ligua
	1
	2
	2
	9
	15
	17

	 Quillota
	3
	3
	3
	14
	18
	21

	 Limache
	1
	2
	2
	9
	15
	17

	 San Felipe
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 Los Andes
	2
	2
	3
	11
	15
	21

	 Viña del Mar
	7
	7
	6
	26
	34
	31

	 Quilpué
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 Villa Alemana
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 Valparaíso
	9
	9
	7
	32
	40
	35

	 Casablanca
	1
	2
	2
	9
	15
	17

	 San Antonio
	3
	3
	3
	14
	18
	21

	 Rancagua
	8
	9
	9
	29
	40
	42

	 Rengo
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 San Fernando
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 Santa Cruz
	1
	2
	2
	9
	15
	17

	 Curicó
	3
	4
	5
	14
	22
	28

	 Constitución
	1
	2
	2
	9
	15
	17

	Talca
	5
	7
	8
	18
	34
	39

	 Linares
	3
	4
	4
	14
	22
	25

	 Parral
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 Chillán
	4
	4
	4
	16
	22
	25

	 Los Ángeles
	4
	4
	4
	16
	22
	25

	 Yumbel
	1
	1
	1
	9
	12
	14

	 Tomé
	1
	2
	2
	9
	15
	17

	 Talcahuano
	6
	6
	5
	22
	29
	28

	 Concepción
	10
	10
	9
	35
	45
	42

	 Coronel
	3
	4
	4
	14
	22
	25

	 Angol
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 Temuco
	7
	7
	8
	26
	34
	39

	 Valdivia
	4
	4
	5
	16
	22
	28

	 Osorno
	3
	4
	4
	14
	22
	25

	 Puerto Varas
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 Puerto Montt
	3
	4
	4
	14
	22
	25

	 Ancud
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 Castro
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 Coyhaique
	2
	2
	2
	11
	15
	17

	 Punta Arenas
	3
	3
	3
	14
	18
	21

	 Colina
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 Puente Alto
	6
	8
	8
	22
	37
	39

	 San Bernardo
	6
	6
	5
	22
	29
	28

	 Buín
	3
	3
	3
	14
	18
	21

	 Melipilla
	3
	3
	3
	14
	18
	21

	 Talagante
	3
	3
	3
	14
	18
	21

	 Peñaflor
	2
	3
	3
	11
	18
	21

	 Pudahuel
	12
	12
	9
	40
	50
	42

	1º  Santiago
	10
	12
	12
	35
	50
	54

	2º  Santiago
	10
	12
	13
	35
	50
	56

	3º  Santiago
	10
	12
	13
	35
	50
	56

	4º  Santiago
	12
	12
	13
	40
	50
	56

	1º  San Miguel
	10
	10
	8
	35
	45
	39

	2º  San Miguel
	10
	10
	9
	35
	45
	42

	
	258
	289
	289
	1.067
	1.501
	1.642


- - - - - - - -


El Ministro de Justicia, señor Carlos Maldonado, recalcó que la nueva propuesta no significa que haya existido alguna inconsistencia en la postura inicial del Ejecutivo, sino que viene a responder a la inquietud planteada por los Senadores integrantes de la Comisión, manifestada después que la Corte Suprema presentara el informe señalando sus requerimientos para solucionar el problema de los tribunales de familia. Agregó que en la nueva proposición se modifica el criterio de distribución de los jueces y se pone el acento en un fuerte refuerzo administrativo.


Respecto de la fórmula del Poder Judicial, planteó que, a primera vista, la diferencia es sustantiva, pero se debe tener presente que ella parte del supuesto de que no hay reformas procesales o que ellas no tendrán algún efecto en el trabajo de los juzgados de familia. En cambio, la solución del Ministerio de Justicia enfatiza los importantes cambios procesales y de organización administrativa del trabajo dentro de los tribunales, lo que en la práctica debería descomprimir el sistema.


Adujo que el problema planteado en los tribunales de familia, a raíz del cual se presentó el presente  proyecto de ley, demuestra que la capacidad predictiva en materia de políticas públicas está debilitada y, por tanto, no es fácil anticipar las consecuencias prácticas de medidas que todavía no se han materializado.


Admitió que es muy negativo que haya una oferta insuficiente de servicios judiciales para cubrir la demanda en materia de familia, pero precisó que cualquier solución debe tener como Norte la eficacia, entendida en este ámbito como la relación costo-resultado. 


Para garantizar la calidad de la atención al usuario no se pueden plantear estructuras excesivas, que fomenten prácticas ineficientes desde el punto de vista administrativo, integradas por funcionarios con niveles de remuneraciones claramente superiores al estándar nacional y que tienen jornadas de trabajo menores que lo habitual. Observó que en un país donde todavía hay muchas personas que no tienen sus necesidades básicas cubiertas no se puede sino orientar la organización de los servicios públicos a lograr el máximo de eficiencia con los recursos con que se cuenta. En este caso particular, ello significa que los tribunales deben gestionar su carga de trabajo de forma tal que logren hacerle frente dentro de la jornada ordinaria. Concluyó que si se implementan prácticas administrativas correctas, que permitan el máximo de eficacia en la administración de justicia y, pese a ello, aún se muestra que las dotaciones son insuficientes, su Cartera será la primera en solicitar un aumento de personal.


Para dar seriedad a la propuesta del Gobierno, el Ministerio de Justicia externalizó el estudio del funcionamiento actual de los tribunales, porque es entendible que cuando un servicio analiza sus propias necesidades tenderá necesariamente a medirlas al alza. Agregó que los resultados de este estudio proponen un aumento sustantivo en la estructura funcionaria de los tribunales, que en la práctica significa un gasto anual, adicional al considerado originalmente en el proyecto, de $ 7.000.000.0000. Esta suma muestra que la nueva propuesta no es de menor entidad.


Por último, en lo que atañe a la inminente terminación de funciones de los juzgados de menores, informó que el Ejecutivo prepara ya un proyecto de ley que se presentará al Parlamento con la debida oportunidad y urgencia.


El Jefe de la Unidad de Reformas Judiciales del Ministerio de Justicia, señor Andrés Mahnke, señaló que el ingreso máximo de causas proyectado para el año 2008 es de poco más de 500.000, pero si se aplican las variables determinadas por las enmiendas procesales contempladas en el proyecto, como el control de admisibilidad, la mediación obligatoria, la asistencia letrada obligatoria, se reduce la estimación a una cifra cercana a las 350.000 causas, lo que supone 1.200 ingresos por juez al año. 


Hizo presente que el estudio de los registros de audio de una muestra significativa de juicios en sede de familia del año pasado arrojó un promedio de 18 a 19 horas de audiencia efectiva al mes, por juez de familia. El dato muestra un cometido muy por debajo de lo óptimo, sobre todo si se compara con el desempeño de un juez de garantía, que entera en tres días esa cantidad de horas de audiencia. Esto, que en ningún caso implica desconocer que los jueces de familia están colmados de trabajo, se explica, en gran parte, porque la mayoría de los tribunales de familia del país no están aplicando los manuales de procedimiento dictados por la Corte Suprema.


Recalcó que en el antiguo sistema, de jueces de menores, había cerca de diez funcionarios en la sala de audiencias del tribunal tomando comparendos, y al centro estaba el juez encargado de tareas administrativas y de dirección. Con el nuevo principio de inmediación esta forma de funcionamiento es imposible, porque al juez incumbe tomar personalmente cada una de las audiencias y no se le debe recargar con trabajo administrativo.


Señaló que si se mantiene la actual modalidad de trabajo los tribunales no van a poder superar la crisis, cualquiera sea el número de jueces nuevos, pero en un esquema de trabajo en que cada día el juez desempeñe efectivamente al menos cuatro horas de audiencia diaria, bastará con el aumento propuesto por el Ministerio de Justicia.


El asesor de la Unidad de Reformas Judiciales, señor Marco Venegas, informó que el criterio principal que sirvió para construir la nueva propuesta del Ministerio de Justicia es el cálculo del número de audiencias por juez al año. Este dato es importante, porque los distintos tipos de procedimiento tienen un impacto diferente en la carga de trabajo del juez, de manera que si se ocupa sólo el número de ingresos por juez al año se desconoce la incidencia efectiva de cada tipo de procedimiento en el trabajo del tribunal, y sobre todo, se desconoce el efecto de las medidas de fortalecimiento administrativo que se introducen en el proyecto y que aumentarán la productividad del tribunal.


Señaló que se hizo un trabajo en terreno con los jueces y operadores del sistema, para estimar la demanda futura y su agrupación por tipo de procedimiento. Este estudio tuvo un componente regional, y por ello el proyecto propone una integración diferenciada para distintos tribunales, teniendo en consideración su ubicación territorial.


Además, señaló, la cantidad de audiencias consideradas en la presentación de la Corporación Administrativa del Poder Judicial se remite a las que fueron programadas y no a las efectivamente realizadas, y tampoco distingue de qué tipo de procedimiento se trata, aunque los datos empíricos demuestran que hay una diferencia notoria de carga de trabajo en la audiencia de un tipo de procedimiento y de otro.


Agregó que la propuesta contempla como figura destacada dentro del tribunal al Administrador, quien deberá hacer una gestión inteligente de programación de las audiencias, estableciendo día a día una combinación de audiencias de mucha complejidad y otras de fácil trámite, como actualmente se hace en los juzgados de garantía, que es el único sistema oral en Chile en el cual hay experiencia ya asentada.


El Honorable Senador señor Chadwick expuso que no es presentable la diferencia que se observa en los estudios expuestos a la Comisión, e indicó que ello demuestra que alguien está rotundamente equivocado. Consultó cuáles han sido los antecedentes técnicos tenidos a la vista para hacer el informe original y qué diferencia hay entre esos antecedentes y los que se ocuparon para la nueva propuesta del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Espina llamó a ser precavido en las apreciaciones teóricas sobre los posibles efectos que pueda tener una reforma procesal, porque en verdad son los tribunales, que están día a día en la aplicación práctica de la ley, quienes mejor pueden evaluar la efectividad de esos cambios.


Subrayó que no son los técnicos quienes tienen que enfrentar la fundada molestia de la población, sino sus representantes en el Parlamento. Manifestó no estar dispuesto a votar a favor la idea de legislar, mientras no haya una mínima coincidencia entre la posición del Ministerio de Justicia y la del Poder Judicial.


Señaló no tener ninguna razón para dudar del profesionalismo con que se hizo la propuesta del Ministerio de Justicia, pero tampoco la tiene para dudar del acierto de los resultados mostrados por la Corporación Administrativa del Poder Judicial, motivo por el cual, en el estado actual de la discusión, no le es posible concurrir con su voto a aprobar la idea de legislar, porque no hay una razonable certeza de que el proyecto, tal como está, logre solucionar el problema, teniendo en cuenta que entre las propuestas del Poder Judicial y del Ministerio de Justicia hay una diferencia de 226 jueces.


El Honorable Senador señor Gómez expresó que surgen dudas cuando se contrastan los números presentados por el Poder Judicial y por el Ministerio de Justicia. Para dirimir el asunto es necesario conocer cuál es la carga óptima de trabajo de un tribunal de familia, calculada sobre la base del ingreso anual y la cantidad de habitantes que debe atender. Señaló que es importante también hacer una distribución racional de los jueces en el territorio, que considere aspectos prácticos que se presentan en provincia y no sólo variables teóricas.


Hizo ver que la propuesta del Poder Judicial muestra una distribución de nuevos cargos desagregada por comunas, y que tiene en consideración la cantidad de jueces por cada 100.000 habitantes y según la cantidad de ingresos que se da en cada región. Una visión de este tipo no está presente en la proposición del Ministerio de Justicia y, para poder aquilatar ésta en su verdadero mérito, es necesario incorporar aquélla. 


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, expuso que las simulaciones no se cumplen en la realidad, tal como quedó demostrado en la discusión del proyecto del nuevo procedimiento laboral. En esa oportunidad varios parlamentarios reclamaron por estimar insuficiente el número de juzgados del trabajo que el proyecto contemplaba, y hoy, después de un año de postergación, ingresó a tramitación legislativa una nueva iniciativa legal que aumenta la dotación de jueces del trabajo. Recalcó que estas experiencias deben ser tomadas en cuenta.


Reveló luego que, según los datos de funcionamiento de los tribunales de familia de la XIIª Región, las primeras audiencias en los juicios ordinarios de familia son programadas para seis meses después de presentarse la demanda.


Indicó que entiende que las reformas procesales significarán una reducción de la carga de trabajo, pero el óptimo que plantea el Ministerio de Justicia debe ser matizado con lo que la experiencia de los tribunales revela.


El señor Ministro de Justicia señaló que se haría cargo de las cuestiones planteadas, en el sentido de mostrar los datos de la propuesta de una forma más desagregada y de describir las pautas metodológicas que dan origen a la diferencia de conclusiones entre el Ministerio y la Corporación Administrativa del Poder Judicial. Añadió que es de esperar que la Corporación haga otro tanto y explique también su posición.

- - - - - - - -


En una sesión posterior, el señor Ministro de Justicia informó que el equipo de la Unidad de Reformas Judiciales del Ministerio de Justicia y el que se ocupa del tema en la Corporación Administrativa del Poder Judicial han celebrado varias reuniones técnicas, en las que se ha analizado los factores que se tuvieron presente para cada informe. Agregó que su Cartera entiende que se trata de generar una propuesta técnica que tenga en consideración las observaciones hechas por el Poder Judicial, pero en ningún momento se ha señalado ni sugerido que la conclusión del Ministerio de Justicia tenga que ser íntegramente coincidente con el planteamiento de los tribunales.


El Jefe de la Unidad de Reformas Judiciales del Ministerio de Justicia, señor Andrés Mahnke, expuso que en las reuniones aludidas se constataron y solucionaron varias diferencias metodológicas que habían conducido a resultados diversos en los informes. En primer lugar, se uniformó el criterio, en el sentido de que deben computarse las audiencias efectivamente realizadas y no todas las programadas. En segundo lugar, para medir el impacto de las reformas propuestas en materia administrativa, sobre todo en lo que dice relación con el aumento de funcionarios de los tribunales, el Ministerio tuvo a la vista y validó la información que se obtuvo de la implementación del plan piloto en los dos juzgados en que se llevó a cabo, a los que se destinó una contribución especial de la Corporación Administrativa en materia de medios humanos, físicos y tecnológicos. Además se avanzó en la estandarización de los promedios de duración de las audiencias que se desarrollan en los diversos procedimientos, decisión que debe ser validada por la Corporación Administrativa, una vez que la Corte Suprema otorgue su conformidad.


Señaló que, pese a estas coincidencias, es de esperar que se mantengan algunas diferencias de criterio. La Corte Suprema no ha podido implantar en plenitud la aplicación de sus manuales de procedimiento en los tribunales, debido a deficiencias administrativas y a la falta de funcionarios que afecta a la mayor parte de los juzgados de familia del país, falencias que han motivado la mayor parte de las modificaciones contenidas en las sucesivas propuestas del Ejecutivo. Indicó que hay que tener presente esta situación en el análisis que se haga, porque en tribunales que presentan estas debilidades administrativas el juez a menudo debe hacerse cargo de asuntos propios de la gestión interna, lo cual lo cual gravita negativamente en la capacidad de cada tribunal para afrontar las causas que deben tramitar. Los resultados obtenidos en los juzgados del plan piloto se explican porque en ellos hubo un refuerzo administrativo especial, para que el juez pudiera dedicarse sólo a asuntos estrictamente judiciales. La solución de la Corporación Administrativa es agregar un número mayor de jueces, porque parte del supuesto de que la debilidad en la administración de los tribunales limita ineludiblemente su capacidad de absorber mayores demandas. En cambio, la proposición del Ejecutivo parte de la base de tribunales fortalecidos, capaces de hacerse cargo de un volumen mayor de causas, lo cual requiere menos tribunales para superar el déficit actual.


El Jefe de la Unidad de Relaciones Internacionales de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor José Pablo Silva, aseveró que en las reuniones sostenidas con la Unidad de Reformas Judiciales del Ministerio de Justicia se han aclarado algunas diferencias de apreciación entre ambas instituciones, pero aún subsisten otras. Entre estas últimas se cuentan las siguientes:

· El cálculo del Ministerio de Justicia supone que aproximadamente un 30% del total del ingreso de causas no afectará la carga de trabajo efectiva de los tribunales, porque serán declaradas inadmisibles o porque encontrarán solución en la mediación obligatoria; pero ambas salidas requieren trabajo del tribunal, que resta horas disponibles para audiencias.

· El Ministerio considera que un 15% de las causas terminará en la primera audiencia y el 85% restante necesitará sólo dos audiencias. Esta conclusión desconoce un importante antecedente objetivo: un número apreciable de audiencias programadas no puede realizarse porque están pendientes informes técnicos básicos para fallar, como, por ejemplo, los análisis de ADN que emite el Instituto Médico Legal en los juicios de paternidad. El proyecto no contempla ningún refuerzo para las instituciones auxiliares del sistema de administración de justicia, por lo que es muy probable que las audiencias previstas en aquellos procedimientos sigan fracasando por la misma causa.

· El estándar de causas terminadas al año por juez, en los juzgados incluidos en el plan piloto, que han sido reforzados en el plano administrativo, es de 726, pero el proyecto considera un estándar de 1.076, sin explicar cómo se va a alcanzar esa meta.


El Ministro de Justicia, señor Carlos Maldonado, sostuvo que una cuestión de la nueva propuesta del Ministerio que no ha sido suficientemente enfatizada es que, además de reforzar los tribunales de familia, se efectúa un importante aporte en los juzgados con competencia mixta, agregándoles un segundo juez y aumentando su planta a 17 funcionarios. 


Respecto de los juzgados con competencia mixta, planteó que el Ministerio está trabajando en la creación de un modelo de juzgado de audiencia, aplicable a los que tengan competencia diversificada en materias caracterizadas por procedimientos orales, como los de garantía, los laborales y los de familia, que incluirá una estructura administrativa común para todos ellos, dotándolos de administrador, jefes de unidad, etc. Esta proposición se concretará en un proyecto de ley que está próximo a ser presentado al Congreso Nacional.


Enfatizó que el Ejecutivo siempre tiene presente consideraciones de eficiencia económica en sus proyectos de ley, en el sentido de cuidar la relación entre recursos invertidos y resultados esperados. Probablemente, con dotaciones más numerosas se puede hacer frente a cualquier imprevisto futuro, pero no es posible prescindir del hecho que los recursos públicos son limitados y sólo deben destinarse a dotaciones que maximicen el resultado del gasto. Ello se traduce, en este caso, en propender a que los jueces de familia realicen el mayor número de audiencias diarias posible y que la Corte Suprema cuente con facultades suficientes para hacer cumplir sus manuales de procedimiento.


La Ministra de la Corte Suprema, señora Margarita Herreros, destacó que los jueces deben estar disponibles para tomar las audiencias programadas aunque no se hayan notificado, porque de todas formas existe la posibilidad de que las partes lleguen y la actuación deba realizarse. Agregó que cuando una audiencia no se realiza, lo que ocurre en el 18% de los casos, aproximadamente, el juez de familia aprovecha el tiempo en labores administrativas.


Exteriorizó dudas sobre el estudio de registros de audio efectuado por el Ministerio de Justicia, porque la muestra utilizada es poco representativa del universo total de audiencias –23,7% de los tribunales de familia del país– y no considera labores que son de cargo del juez y que se realizan antes de la audiencia misma; por ejemplo, en los procesos por visitas la ley requiere que el juez consulte la opinión del menor, si es apto para expresarse, y muchas veces las madres citadas con sus hijos se niegan a permanecer fuera de la sala para que el juez pueda conversar en privado con el menor; en esos casos, con la ayuda de los consejeros técnicos, el juez debe convencer previamente a la madre para que voluntariamente permita que su hijo comparezca privadamente ante el juez, ya que es un despropósito, para el objetivo buscado, forzarla a que lo haga, pues el resultado previsible será un niño asustado, que no expondrá algo de utilidad para la causa; el tiempo empleado por el juez en las labores de convencimiento antes de la audiencia es mucho mayor al de la audiencia propiamente tal. Otro ejemplo de este tipo, que tampoco se consideró, es que la mayor parte de los jueces de familia siguen la buena práctica de emitir su resolución inmediatamente al término de la audiencia, para que cada parte asistente se lleve una copia de lo obrado; esta labor también supone tiempo empleado por el juez en una labor que le compete exclusivamente y que no es contabilizado como tiempo en audiencia.


Señaló que hay muchas labores que no son tiempo empleado en audiencias pero que el juez no puede delegar como, por ejemplo, la redacción de sentencias y la revisión de escritos de mero trámite y de causas en cumplimiento presentados para su firma. Todas estas labores consumen un lapso equivalente al destinado a las audiencias.


Los manuales de procedimiento aconsejan tiempos acotados de duración de las audiencias, pero en el actual esquema, en que las personas comparecen sin abogado, se exponen problemas personales y psicológicos de los que el juez no puede desentenderse. Por otra parte, argumentó, la incorporación de asistencia letrada en los juicios no redundará necesariamente en audiencias más breves, porque cuando las partes comparecen sin ella no hay interposición de incidentes ni trámites que requieran un pronunciamiento especial y es más fácil que el juez promueva un acuerdo entre las partes.


Las labores administrativas que podrán asumir las nuevas unidades de cumplimiento y los nuevos funcionarios no implican directamente un aumento del tiempo disponible para audiencias, porque en la actualidad el juez no se hace cargo de esas funciones, e incluso más, si esa nueva unidad y esos nuevos funcionarios cumplen a cabalidad con las tareas asignadas, el juez se verá más exigido en sus labores propias, porque habrá más audiencias notificadas y más personas citadas a comparecer al tribunal.


Otra cuestión que no se aclara en el proyecto del Ejecutivo es el efecto del stock acumulado, porque según los datos con los que se cuenta, los jueces de familia logran fallar en promedio el 40% de las causas que ingresan cada mes. Entonces, se debe considerar tanto las cargas de trabajo provenientes de los ingresos corrientes como de los asuntos con retardo.


Señaló, como colofón, que cada nuevo juez de familia que se incorpora al sistema presta servicios a 1.000 familias, 2.000 niños y 4.000 ciudadanos.


Manifestó que la propuesta del Poder Judicial fue hecha para solucionar los problemas de los tribunales de familia otorgando servicios judiciales de excelencia y agregó que existe la disposición para trabajar con una dotación menor, pero sin asegurar una calidad de servicio óptima.


El Honorable Senador señor Pizarro replicó que no tiene aún elementos de juicio para aceptar o desechar las bases técnicas sobre las cuales se ha hecho una y otra proposición, pero advirtió que no es aceptable que una de las partes señale que si no se le otorga exactamente lo que solicitó no podrá realizar las funciones que la ley y la Constitución le imponen.


El Administrador de Tribunal de Familia, señor Claudio Saavedra, complementando las informaciones entregadas por la Ministra señora Herreros, expuso que el stock acumulado, correspondiente al agregado de causas ingresadas al mes, menos el agregado de causas falladas ha crecido progresivamente, desde el inicio del año 2006, como se ilustra en el cuadro siguiente:

	
	Stock Acumulado

	Enero 2006
	1.628

	Febrero 2006
	1.200

	Marzo 2006
	1.724

	Abril 2006
	1.370

	Mayo 2006
	1.807

	Junio 2006
	1.760

	Julio 2006
	1.891

	Agosto 2006
	2.168

	Septiembre 2006
	1.859

	Octubre 2006
	2.165

	Noviembre 2006
	2.402

	Diciembre 2006
	2.057

	Enero 2007
	2.722

	Febrero 2007
	2.304

	Marzo 2007
	2.940

	Abril 2007
	2.913

	Mayo 2007
	3.301

	Junio 2007
	3.089

	Julio 2007
	3.910



El Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Miguel Sánchez, confirmó que su institución ha celebrado reuniones con personeros del Ministerio de Justicia a fin de discutir los criterios utilizados para diseñar la solución que se propone para paliar el déficit de jueces y funcionarios, con miras a compatibilizarla, en lo posible, con las opciones metodológicas de dicho Ministerio. Con esos datos, la Corporación llegó a una reformulación que constituye el mínimo necesario para que los tribunales de familia salgan del actual colapso.


El Jefe del Departamento de Desarrollo Institucional de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Rodrigo Herrera, expuso que la proposición de la Corporación parte de un dato objetivo, que es el ingreso total del año pasado, sin considerar los exhortos. La cifra asciende a 335.169 causas y sobre ese universo se aplicaron los supuestos del modelo propuesto por el Ministerio de Justicia.


La experiencia de los tribunales de familia involucrados en el plan piloto muestra que los tiempos promedio de los trámites procesales en los juicios de familia son los siguientes:

Audiencia preparatoria: 






30 minutos

Audiencia de Juicio:






45 minutos

Tiempo requerido para la redacción de una sentencia:

1 hora

Porcentaje de causas iniciadas en familia 

   que generarán cumplimiento:





12%

Tasa de suspensión de audiencias:




20%

Causas terminadas en la audiencia preparatoria:


10%

Materias por ingresos:






1,05

Horas disponibles por juez al año (48 horas por 44 semanas):
2.112. 


Asumiendo, entonces, que cada ingreso de causa comprende en promedio 1,05 materias sometidas a la decisión del tribunal, resulta un total de 352.273 asuntos. Sobre este total se calcularon las siguientes reducciones: un 5% por asistencia legal obligatoria; un 9% por declaración de inadmisibilidad, y un 5% como resultado de la mediación. En suma, quedan 271.829 materias que generan audiencias preparatorias y requieren la dictación de sentencia; como el 10% concluye en dicha etapa, habrá 244.646 audiencias de juicio propiamente tales, lo que arroja un total de 516.475 audiencias, que ocupan 319.399 horas. 


En resumen, para asistir a audiencias se requieren 151 jueces, para redactar sentencias 129 y para la realización de trámites fuera de audiencia 73, lo que arroja un total de 353 magistrados, Comparada esta cifra con la dotación fijada en la ley N° 19.968 para los 60 juzgados de familia, resulta que habría un déficit de 95 jueces, en lugar de los 216 inicialmente calculados.


La Ministra de la Corte Suprema, señora Margarita Herreros, recalcó que la nueva proposición representa un importante esfuerzo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en orden a aceptar los supuestos técnicos con los cuales trabaja el Ministerio de Justicia. Si es aceptada la proposición de extender el período de vigencia de los juzgados de menores, se configura la solución mínima para superar el déficit actual.


El señor Ministro de Justicia expresó que, en vista de la diferencia sustantiva entre lo que requiere el Poder Judicial y lo que ofrece el Ejecutivo, se encargó un estudio externo que hiciera un análisis comparado de las metodologías empleadas, para elaborar una nueva propuesta basada en dicha investigación. Adelantó que el Ministerio de Hacienda ha manifestado su disposición preliminar a financiar el aumento de costos que implica la nueva propuesta.


Indicó que hay una Comisión delegada por la Corte Suprema, que coordina el Ministro señor Milton Juica, con la que el Ministerio se reúne periódicamente para estudiar los temas de interés compartido. Es en esa instancia donde se analizan los temas concernientes a los tribunales, se traspasa información y se buscan acuerdos, dentro de lo posible. La discusión que se ha dado con ocasión del presente proyecto de ley se realizó fuera del mecanismo antes señalado y, de alguna forma, cada actor ocupó su propia visión de la situación para plantear su proyecto. Esto no es lo normal y es de esperar que no vuelva a ocurrir.


Expresó que, como es bien sabido, los ministros sectoriales no tienen disponibilidad autónoma de recursos y deben recurrir al Ministerio de Hacienda, haciendo valer argumentos de necesidad y prioridad, para obtener un visto bueno. La cartera de Justicia no puede acudir al Ministerio de Hacienda sin que le asista el pleno convencimiento de que su solicitud es técnicamente sostenible, y no es posible esgrimir un acuerdo político para aumentar el número de jueces, sin un fuerte fundamento técnico que lo apoye. Señaló que el Ministerio de Justicia está dispuesto a volver a tratar el tema con el de Hacienda si, luego de esclarecer las diferencias metodológicas, surge incontestable la necesidad de mejorar la propuesta del Ejecutivo.

- - - - - - - -


En la última sesión celebrada por la Comisión para ocuparse de este asunto en el trámite de discusión en general, el Ministerio de Justicia dio a conocer una nueva formulación de su propuesta, la que se materializaría por la vía de las correspondientes indicaciones, luego que sea aprobada en la sala la idea de legislar y el proyecto vuelva a Comisión para el segundo informe.


En ella se eleva el número de jueces especializados de familia a 316, lo que significa 58 más que los actualmente establecidos; se mantiene en 60 el número de tribunales de familia; se incrementa el personal de empleados, que de 1.067 pasan a ser 1.707, y se refuerzan 5 tribunales mixtos con competencia en materias de familia. 


El cuadro siguiente ilustra las dotaciones actuales y las sucesivas propuestas presentadas por los Poderes Ejecutivo y Judicial:

	Ley Nº 19.968
	Proposición original Boletín Nº 4.438-07
	1er informe CAPJ
	2º informe CAPJ
	1ª propuesta MINJU
	2ª propuesta MINJU



	258 jueces
	289 jueces
	515 jueces
	353 jueces 
	289 jueces
	316 jueces

	60 juzgados
	60 juzgados
	105 juzgados
	60 juzgados
	60 juzgados
	60 juzgados

	1.067 funcionarios
	1.501 funcionarios


	2.815 funcionarios
	1.868 funcionarios
	1.642 funcionarios
	1.707 funcionarios

	
	
	14 juzgados mixtos reforzados
	15 juzgados mixtos reforzados
	15 juzgados mixtos reforzados
	5 juzgados mixtos reforzados





Acerca de las diferencias metodológicas, los funcionarios del Ministerio de Justicia apuntaron que los estudios de la Corporación Administrativa del Poder Judicial no consideraron un menor ingreso de causas por efecto de la mediación previa y la asistencia letrada obligatorias ni por el examen de admisibilidad. Tampoco ponderó las consecuencias que sobre la carga de trabajo del juez tendrán la creación de la Unidad de Cumplimiento de Resoluciones, el reforzamiento de las dotaciones de empleados y las modificaciones procesales que harán posible el juicio inmediato, el archivo provisional de causas por violencia intrafamiliar y la disminución de la duración de las audiencias, derivada de una mejor programación de las mismas.


Explicaron que el refuerzo de los tribunales mixtos consistirá en crear un cargo de juez adicional, convirtiendo al secretario en magistrado; contratar un Administrador del tribunal; hacer depender al Consejero Técnico del Administrador, y elevar a 17 la planta de empleados, asimilándola a la de un juzgado de familia con dos jueces
.


El señor Ministro de Justicia explicó que se reduce de 14 a 5 el planteamiento original de reforzar tribunales con competencia mixta, porque el problema de la justicia especializada de familia se da principalmente en las grandes ciudades, y allí donde no es indispensable se evita entrabar el funcionamiento de los tribunales mixtos imponiéndoles la carga adicional derivada de la necesidad de aplicar diferentes procedimientos y modelos de gestión de tribunales, cuando se les adiciona la competencia en asuntos de familia.


Añadió que se utilizará esta medida como una especie de plan piloto para definir un modelo de juzgado mixto de tipo oral, focalizando por ahora el esfuerzo en los tribunales especializados. Además, pronto se propondrá un rediseño de las Corporaciones de Asistencia Judicial, para que asuman un papel más preponderante y eficaz en los juicios de familia. 

- - - - - - - -


Las exposiciones precedentemente resumidas que fueron presentadas ante la Comisión, se agregan como anexos al presente informe, en ejemplar único.

- - - - - - - -


Agotada la etapa de las audiencias y de recolección de antecedentes, se procedió a votar la idea de legislar.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que concurría con su voto favorable a la aprobación en general del proyecto, pero dejando expresa constancia de que la Corporación Administrativa del Poder Judicial ha hecho un esfuerzo mayor que el Ministerio de Justicia. Agregó que en su experiencia en la discusión de proyectos en esta Comisión, la aproximación que en distintos asuntos ha hecho el Poder Judicial ha demostrado ser más certera que la del Ejecutivo, por lo que espera que en el estudio en particular se haga una mejor oferta, sobre todo considerando que la actual disponibilidad fiscal lo permite y que la respuesta debe ser coherente con la envergadura del colapso que muestra la justicia de familia.


El Honorable Senador señor Vásquez fundamentó su voto de aprobación en general señalando que la iniciativa pretende dar urgente solución a la grave situación que afecta el funcionamiento de los juzgados de familia y valoró el importante esfuerzo realizado por el Ministerio de Justicia para acercar las visiones existentes sobre el particular. Connotó que el proyecto se inscribe en el proceso general de reformas judiciales emprendido en la última década y exhortó a abordar pronto la concerniente a la justicia civil. 


El Honorable Senador señor Espina indicó que votará en esta instancia reglamentaria a favor de la iniciativa, porque la situación dramática en que se encuentran los tribunales de familia afecta a las personas en un ámbito de su vida tan trascendente como son las relaciones familiares. Reconoció que tanto el Ministerio de Justicia como el Poder Judicial han hecho esfuerzos por acercar sus posiciones, pero se mantiene una diferencia que no es menor y que deberá ser  allanada para  que el proyecto alcance en la sala el elevado quórum de votación que requiere para ser aprobado.


- La idea de legislar fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Vásquez.

- - - - - - -


El texto del proyecto de ley cuya aprobación en general se propone al Senado, es el siguiente:


 PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia:


1) Agrégase en el artículo 2° el siguiente numeral 5°:


“5° Cumplimiento, que, dada la particular naturaleza de los procedimientos establecidos en esta ley, desarrollará las gestiones necesarias para la adecuada y cabal ejecución de las resoluciones judiciales en el ámbito familiar, particularmente de aquellas que requieren de cumplimiento sostenido en el tiempo.”.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4°:


En el inciso primero:


a) Reemplázanse en la letra a), las expresiones “Arica, con cinco jueces”, por “Arica, con seis jueces”.


b) Reemplázanse en la letra d), las expresiones “La Serena, con tres jueces” por “La Serena, con cuatro jueces” y “Ovalle, con dos jueces” por “Ovalle, con tres jueces”.


c) Reemplázanse en la letra e), las expresiones “Quilpué, con dos jueces” por “ Quilpué, con tres jueces”; “Villa Alemana, con dos jueces” por “Villa Alemana, con tres jueces”; “Casablanca, con un juez” por “Casablanca, con dos jueces”; “La Ligua, con un juez” por “La Ligua, con dos jueces”; “San Felipe, con dos jueces” por “San Felipe, con tres jueces” y “Limache, con un juez” por “Limache, con dos jueces”.


d) Reemplázanse en la letra f) las expresiones “Rancagua, con ocho jueces” por “Rancagua, con nueve jueces”; “San Fernando, con dos jueces” por “San Fernando, con tres jueces” y “Santa Cruz, con un juez” por “Santa Cruz, con dos jueces”.


e) Reemplázanse en la letra g) las expresiones “Talca, con cinco jueces” por “Talca, con siete jueces”; “Constitución, con un juez” por “Constitución, con dos jueces”; “Curicó, con tres jueces” por “Curicó, con cuatro jueces”, y “Linares, con tres jueces” por “Linares, con cuatro jueces”.


f) Reemplázanse en la letra h) las expresiones "Tomé, con un juez” por “Tomé, con dos jueces” y “Coronel, con tres jueces” por “Coronel, con cuatro jueces”.


g) Reemplázanse en la letra g) las expresiones “Osorno, con tres jueces” por “Osorno, con cuatro jueces” y “Puerto Montt, con tres jueces” por “Puerto Montt, con cuatro jueces”.


h) Reemplázanse en la letra m) las expresiones “ Puente Alto, con seis jueces” por “ Puente Alto, con ocho jueces” y “ Colina, con dos jueces” por “ Colina, con tres jueces”. 


En el inciso segundo:


a) En su encabezamiento, sustitúyese la frase “con asiento dentro de su territorio jurisdiccional” por la siguiente: “con asiento dentro de la Provincia de Santiago”.


b) En su párrafo primero, sustitúyense las expresiones “el primero, el segundo y el tercero, con diez jueces cada uno, y el cuarto, con doce jueces” por lo siguiente: “todos con doce jueces”.


3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 8°:


a) Suprímese su numeral 7).


b) En su numeral 10), sustitúyese el guarismo “30” por “29”.


4) Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- Concentración. El procedimiento se desarrollará en audiencias continuas y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. No obstante, el tribunal podrá suspender la audiencia anticipadamente o durante su desarrollo por razones de absoluta necesidad, hasta por dos veces solamente y por el tiempo mínimo necesario de acuerdo con el motivo de la suspensión.


La suspensión anticipada se notificará por carta certificada o conforme a lo dispuesto en el inciso final del artículo 23, cuando corresponda, y tratándose de aquella decretada durante el desarrollo de la audiencia, el tribunal comunicará en la misma audiencia la fecha y hora de su continuación, lo que se tendrá como suficiente citación.”.


5) Incorpórase en el artículo 12, a continuación de la expresión  “recibido”, la frase “y con las que se reciban conforme a lo dispuesto en el numeral 9) del artículo 61”.


6) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- Comparecencia en juicio. En los procedimientos que se sigan ante los juzgados de familia, las partes sólo podrán comparecer patrocinadas por abogado habilitado para el ejercicio de la profesión y representadas por persona legalmente habilitada para actuar en juicio, a menos que el juez en caso necesario las exceptúe expresamente, por motivos fundados.


Cuando corresponda, ambas partes podrán ser patrocinadas y representadas en juicio por las Corporaciones de Asistencia Judicial. La modalidad con que los abogados de las Corporaciones de Asistencia Judicial asuman la representación en dichas causas será regulada por el reglamento que dictará para estos efectos el Ministerio de Justicia.


La obligación señalada en el inciso primero no regirá tratándose de los procedimientos establecidos en el Título IV. En estos casos, las partes podrán comparecer y actuar sin necesidad de mandatario judicial ni de abogado patrocinante, salvo que el juez lo estime necesario.”.


7) Sustitúyese el artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 21.- Abandono del procedimiento. Si llegado el día de la celebración de las audiencias fijadas, no concurriere ninguna de las partes que figuren en el proceso, y el demandante o solicitante no pidiere una nueva citación dentro de quinto día, el juez de familia procederá a declarar el abandono del procedimiento y ordenará el archivo de los antecedentes.


No obstante, en los asuntos a que se refieren los números 8), 10) y 12) del artículo 8° el juez podrá citar a las partes en forma inmediata a una nueva audiencia, bajo apercibimiento de continuar el procedimiento y resolver de oficio.


En las causas sobre violencia intrafamiliar, de verificarse las circunstancias previstas en el inciso primero, el juez ordenará el archivo provisional de los antecedentes, pudiendo el denunciante o demandante solicitar, en cualquier momento la reapertura del procedimiento.”.


8) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 23 por los cuatro siguientes, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


“Artículo 23.- Notificaciones. La primera notificación a la demandada se efectuará personalmente por un funcionario que haya sido designado para cumplir esta función por el juez presidente del comité de jueces, a propuesta del administrador del tribunal. Dicho funcionario tendrá el carácter de ministro de fe para estos efectos. La parte interesada podrá siempre encargar, a su costa, la práctica de la notificación a un receptor judicial.


En los casos en que no resulte posible practicar la primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia establezca cual es su habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y que se encuentra en el lugar del juicio, de lo que dejará constancia, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos segundo y tercero del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.


El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2, 3 y 4 del inciso tercero del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.


Cuando la demanda deba notificarse a persona cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar, el juez dispondrá que se practique por cualquier medio idóneo que garantice la debida información del notificado, para el adecuado ejercicio de sus derechos.”.


9) Reemplázase el artículo 26 por el siguiente:


“Artículo 26.- Acerca de los incidentes. Los incidentes serán promovidos durante el transcurso de las audiencias en que se originen y se resolverán inmediatamente por el tribunal, previo debate. Con todo, cuando para la resolución del incidente resulte indispensable producir prueba que no hubiere sido posible prever con anterioridad, el juez determinará la forma y oportunidad de su rendición, antes de resolver. Las decisiones que recayeren sobre estos incidentes no serán susceptibles de recurso alguno.


Excepcionalmente, y por motivos fundados, se podrán interponer incidentes fuera de audiencia, los que deberán ser presentados por escrito y resueltos por el juez de plano, a menos que considere necesario oír a los demás interesados. En este último caso, citará, a más tardar dentro de tercero día, a una audiencia especial, a la que concurrirán los interesados con todos sus medios de prueba, a fin de resolver en ella la incidencia planteada. Con todo, si se hubiere fijado la audiencia preparatoria o de juicio para una fecha no posterior al quinto día de interpuesto el incidente, se resolverá en ésta.


Si el incidente se origina en un hecho anterior a una audiencia sólo podrá interponerse hasta la conclusión de la misma.”.


10) Incorpórase en el inciso final del artículo 45, a continuación de la expresión “Estado”, la siguiente frase “y que desarrolle la línea de acción a que se refiere el artículo 4°, N° 3.4, de la ley N° 20.032”.


11) Reemplázase el inciso primero del artículo 46 por el siguiente:


“Artículo 46.- Contenido del informe de peritos. Sin perjuicio del deber de los peritos de concurrir a declarar ante el juez acerca de su informe, éste deberá entregarse por escrito, con la finalidad de ponerlo en conocimiento de la parte contraria con, a lo menos, tres días de anticipación a la audiencia de juicio.”.


12) Incorpórase en el Título III el siguiente Párrafo tercero bis, nuevo:

“Admisibilidad y etapa de recepción


Artículo 54-1.- Control de admisibilidad. Uno o más jueces de los que componen el juzgado, realizarán un control de admisibilidad de las demandas, denuncias y requerimientos que se presenten al tribunal.


Si en dicho control se advirtiese que la demanda presentada no cumple con los requisitos formales previstos en el artículo 57, el tribunal ordenará se subsanen sus defectos en el plazo que el mismo fije, bajo sanción de tenerla por no presentada.


Con excepción de los numerales 9) y 18) del artículo 8°, si se estimare que la presentación es manifiestamente improcedente, la rechazará de plano, expresando los fundamentos de su decisión. La resolución que la rechace será apelable en conformidad  a las reglas generales.


El juez deberá declarar de oficio su incompetencia. En dicho caso señalará el tribunal competente, reenviándole los antecedentes correspondientes.


Artículo 54-2.- Facultades del juez en la etapa de recepción. Una vez admitida la demanda, denuncia o requerimiento a tramitación, el juez procederá de oficio o a petición de parte, a decretar las medidas cautelares que procedan, incluyendo la fijación de alimentos provisorios cuando corresponda. Luego de ello, citará a las partes a la audiencia correspondiente.


Conocerá, también, de la aprobación de los acuerdos contenidos en las actas de mediación que se le presenten, así como de los avenimientos y transacciones celebrados directamente por las partes, y las aprobará en cuanto no sean contrarios a derecho. Si en el acta correspondiente constare que el proceso de mediación resultó frustrado, dispondrá el inicio o la continuación del procedimiento judicial, según corresponda.”.


13) Reemplázase el artículo 56 por el siguiente:


“Artículo 56.- Inicio del procedimiento. El procedimiento comenzará por demanda escrita.”.


14) Reemplázase el artículo 58 por el siguiente:


“Artículo 58.- Contestación de la demanda. El demandado deberá contestar la demanda por escrito con al menos tres días de anticipación a la fecha de realización de la audiencia preparatoria. Si desea reconvenir, deberá hacerlo de la misma forma, conjuntamente con la contestación de la demanda y cumpliendo con los requisitos establecidos en el artículo anterior.”.


15) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 59:


a) En el inciso primero, reemplázase la expresión “Recibida” por “Admitida”.


b) Suprímese el inciso segundo.


16) 
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 61:


a) Reemplázanse los numerales 1), 2) y 9) por los siguientes:


“1) La relación somera, por parte del juez, del contenido de la demanda, de la contestación y, en su caso, de la reconvención.


2) Contestar la demanda reconvencional, en su caso.


Las excepciones que se hayan opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. No obstante, el juez se pronunciará inmediatamente de evacuado el traslado respecto de las de incompetencia, falta de capacidad o de personería, de las que se refieran a la corrección del procedimiento y de prescripción, siempre que su fallo pueda fundarse en antecedentes que consten en el proceso o que sean de pública notoriedad.


9) Recibir la prueba que, por motivos justificados, deba rendirse en ese momento.”.


b) Agrégase en el numeral 10), a continuación de la palabra “preparatoria”, pasando el punto aparte a ser seguido, el siguiente párrafo:


“Sin perjuicio de ello, el juez podrá, previo acuerdo de las partes, desarrollar la audiencia de juicio inmediatamente de finalizada la preparatoria.”.



17) Incorpórase el siguiente artículo 66 bis:


“Artículo 66 bis.- Celebración de nueva audiencia. Si el juez ante el cual se desarrolló la audiencia de juicio no pudiera dictar sentencia por causa legal sobreviniente, aquella deberá celebrarse nuevamente.


En caso de traslado del juez ante el cual se desarrolló la audiencia del juicio, éste sólo podrá asumir su nueva función luego de haber dictado sentencia definitiva en las causas que tuviese pendientes.”.


18) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 71:


a) Reemplázase el literal c) por el siguiente:


“c) El ingreso a un programa de familias de acogida o centro de diagnóstico o residencia, por el tiempo que sea estrictamente indispensable. En este caso, de adoptarse la medida sin la comparecencia del niño, niña o adolescente ante el juez, deberá asegurarse que ésta se verifique a primera hora de la audiencia más próxima.”.


b) Sustitúyese el literal g) por el siguiente:


“g) Prohibir o limitar la concurrencia del ofensor al lugar de estudio del niño, niña o adolescente, así como a cualquier otro lugar donde éste o ésta permanezca o que visite o concurra habitualmente. En caso de que concurran al mismo establecimiento, el juez adoptará medidas específicas tendientes a resguardar los derechos de aquéllos.”.


19) Reemplázanse los incisos segundo al quinto del artículo 72 por los tres siguientes:


“Durante la audiencia, el juez informará a las partes acerca del motivo de su comparecencia, sus derechos y deberes, y responderá a las dudas e inquietudes que les surjan. Los niños, niñas o adolescentes serán informados en un lenguaje que les resulte comprensible.


El juez indagará sobre la situación que ha motivado el inicio del proceso, la forma en que afecta al niño, niña o adolescente y sobre la identidad de las personas que se encuentren involucradas en la afectación de sus derechos.


Los citados expondrán lo que consideren conveniente y, una vez oídos, el juez, si contare con todos los elementos probatorios dictará sentencia, a menos que estime procedente la aplicación de la medida contenida en el numeral 2) del artículo 30 de la ley N° 16.618, caso en el cual citará a audiencia de juicio.”.


20) Reemplázase en el artículo 73 la expresión “Esta” por la frase “De conformidad a lo dispuesto en el artículo precedente, esta”.


21) Agrégase en el  inciso tercero del artículo 78, a continuación de la expresión “Menores”, la frase “y al Ministerio de Justicia”.


22) Reemplázase el inciso segundo del artículo 80 por el siguiente:


“Si el tribunal lo considera necesario para resolver, podrá solicitar un informe psicosocial  actualizado del niño, niña o adolescente. Asimismo, podrá citar a una única audiencia destinada a escuchar a las partes, recibir los antecedentes y, si corresponde, la declaración del perito que haya elaborado el informe respectivo, el que deberá ser entregado con la anticipación a que se refiere el artículo 46.”.


23) Agrégase el siguiente artículo 80 bis:


“Artículo 80 bis.- Deber de información del Servicio Nacional de Menores. Para efectos de la aplicación de las medidas a que se refiere el artículo 71, así como las que se impongan  en virtud de sentencia definitiva, el Servicio Nacional de Menores, a través de sus Directores Regionales, informará periódicamente  y en forma detallada a cada juzgado de familia la oferta programática vigente en la respectiva región de acuerdo a las líneas de acción desarrolladas, su modalidad de intervención y la cobertura existente en ellas, sea en sus centros de administración directa o bien en los proyectos ejecutados por sus organismos colaboradores acreditados.”.
 


24) Intercálase en el inciso segundo del artículo 102 A, a continuación de la expresión “494 bis”, la expresión “495, N° 21”, precedida de una coma.


25) Reemplázase el Título V por el siguiente:

“TÍTULO V

DE LA MEDIACIÓN FAMILIAR


Artículo 103.- Mediación. Para los efectos de esta ley, se entiende por mediación aquel sistema de resolución de conflictos en el que un tercero imparcial, sin poder decisorio, llamado mediador, ayuda a las partes a buscar por sí mismas una solución al conflicto y sus efectos, mediante acuerdos.


Artículo 104.- Avenimientos obtenidos fuera de un procedimiento de mediación. Sin perjuicio de lo dispuesto en este Título, las partes podrán designar de común acuerdo una persona que ejerza entre ellas sus buenos oficios para alcanzar avenimientos en las materias en que sea procedente de acuerdo a la ley.


Artículo 105.- Principios de la mediación. Durante todo el proceso de mediación, el mediador deberá velar por que se cumplan los siguientes principios en los términos que a continuación se señalan:


a) Igualdad: en virtud del cual el mediador se cerciorará de que los participantes se encuentren en igualdad de condiciones para adoptar acuerdos. Si no fuese así, propondrá o adoptará, en su caso, las medidas necesarias para que se obtenga ese equilibrio. De no ser ello posible, declarará terminada la mediación.


b) Voluntariedad: por el que los participantes podrán retirarse de la mediación en cualquier momento. Si en la primera sesión, o en cualquier otro momento durante el procedimiento, alguno de los participantes manifiesta su intención de no seguir adelante con la mediación, ésta se tendrá por terminada.


c) Confidencialidad: por el cual el mediador deberá guardar reserva de todo lo escuchado o visto durante el proceso de mediación y estará amparado por el secreto profesional. La violación de dicha reserva será sancionada con la pena prevista en el artículo 247 del Código Penal.


Nada de lo dicho por cualquiera de los participantes durante el desarrollo de la mediación podrá invocarse en el subsiguiente procedimiento judicial, en caso de haberlo.


Con todo, el mediador quedará exento del deber de confidencialidad en aquellos casos en que tome conocimiento de la existencia de situaciones de maltrato o abuso en contra de niños, niñas, adolescentes o discapacitados. En todo caso, deberá dar a conocer previamente a las partes el sentido de esta exención.



d) Imparcialidad: lo que implica que los mediadores serán imparciales en relación con los participantes, debiendo abstenerse de promover actuaciones que comprometan dicha condición. Si tal imparcialidad se viere afectada por cualquier causa, deberán rechazar el caso, justificándose ante el juzgado que corresponda.


Los involucrados podrán también solicitar al juzgado la designación de un nuevo mediador, cuando justifiquen que la imparcialidad del inicialmente designado se encuentra comprometida.


e) Interés superior del niño: por el cual, en el curso de la mediación, el mediador velará siempre para que se tome en consideración el interés superior del niño, niña o adolescente, en su caso, pudiendo citarlos sólo si su presencia es estrictamente indispensable para el desarrollo de la mediación.


f) Opiniones de terceros: en virtud del cual, el mediador velará para que se consideren las opiniones de los terceros que no hubieren sido citados a la audiencia, a quienes también podrá citar.


Artículo 106.- Mediación previa, voluntaria y prohibida. Las causas relativas al derecho de alimentos, cuidado personal y al derecho de los padres e hijos e hijas que vivan separados a mantener una relación directa y regular, aun cuando se deban tratar en el marco de una acción de divorcio o separación judicial, deberán someterse a un procedimiento de mediación previo a la tramitación judicial de la causa, el que se regirá por las normas de esta ley y su reglamento.


Las partes quedarán exentas del cumplimiento de este requisito, si acreditaren que antes del inicio de la causa, sometieron el mismo conflicto a mediación ante mediadores inscritos en el registro a que se refiere el artículo 112 o si hubieren alcanzado un acuerdo privado sobre estas materias.


Las restantes materias de competencia de los juzgados de familia, exceptuadas las señaladas en el inciso siguiente, podrán ser sometidas a mediación si así lo acuerdan o lo aceptan las partes.


No se someterán a  mediación los asuntos relativos al estado civil de las personas, salvo en los casos contemplados por la Ley de Matrimonio Civil; la declaración de interdicción; las causas sobre maltrato de niños, niñas o adolescentes, y los procedimientos regulados en la ley N° 19.620, sobre adopción.


En los asuntos a que de lugar la aplicación de la ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar, la mediación procederá en los términos y condiciones establecidos en los artículos 96 y 97 de esta ley.


Artículo 107.- Derivación a mediación y designación del mediador. Al requerirse la intervención judicial en alguna de las materias  en que la ley exige mediación previa, el tribunal procederá a la designación de un mediador contratado de conformidad a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 114, mediante un procedimiento objetivo y general,  que garantice una distribución equitativa entre los contratados para prestar servicios en ese territorio jurisdiccional y un adecuado acceso a los solicitantes. En todo caso, siempre se hará presente al requirente la posibilidad de recurrir, a su costa, a un mediador de los inscritos en el registro señalado en el artículo 112.


El requerimiento de intervención judicial señalado en el inciso precedente se hará mediante la presentación ante el tribunal competente de un formulario que contenga la individualización de las partes y la mención de la materia por la cual se recurre. Para la presentación de dicho formulario no será necesario el patrocinio de abogado. Las corporaciones de asistencia judicial y otras entidades públicas o privadas destinadas a prestar asistencia jurídica gratuita contarán con estos formularios, pudiendo solicitar la designación de mediador a que se refiere el inciso primero en forma directa. De fracasar la mediación, el demandante deberá presentar demanda al tribunal con patrocinio de abogado de acuerdo a las reglas generales.


Si la acción judicial versa sobre alguna de las materias de mediación voluntaria, el juez ordenará que, al presentarse la demanda, un funcionario especialmente calificado instruya al actor sobre la alternativa de concurrir a ella, quien podrá aceptarla o rechazarla. Del mismo modo, ambas partes podrán solicitar la mediación o aceptar la que les propone el juez, durante el curso de la causa, hasta el quinto día anterior a la audiencia del juicio y podrán, en este caso, designar al mediador de común acuerdo. Si no se alcanzare acuerdo, el juez procederá a designarlo, de inmediato, de entre quienes figuren en el Registro de Mediadores, mediante un procedimiento que garantice una distribución equitativa de trabajo entre los registrados.


La designación efectuada por el tribunal no será susceptible de recurso alguno. Con todo, deberá revocarse y procederse a una nueva designación si el mediador fuere curador  o pariente, por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y hasta el cuarto grado en la línea colateral, de cualquiera de las partes, o hubiere prestado servicios profesionales a cualquiera de ellas con anterioridad, a menos que los hubiese prestado a ambas en calidad de mediador.


La solicitud a que se refiere la letra d) del artículo 105, así como la revocación y nueva designación a que se refiere el inciso anterior, serán tramitadas en audiencia especial  citada al efecto por el tribunal competente.


Una vez realizadas las actuaciones a que se refieren los artículos precedentes, se comunicará al mediador su designación por la vía más expedita posible. Dicha comunicación incluirá, además, la individualización de las partes y las materias sobre las que versa el conflicto.


Artículo 108.- Citación a la sesión inicial de mediación. El mediador designado fijará una sesión inicial de mediación. A ésta citará, conjunta o separadamente, a los adultos involucrados en el conflicto, quienes deberán concurrir personalmente, sin perjuicio de la comparecencia de sus abogados.


La primera sesión comenzará con la información a los participantes  acerca de la naturaleza y objetivos de la mediación, los principios que la informan y el valor jurídico de los acuerdos a que puedan llegar.


Artículo 109.- Reglas especiales sobre la mediación en causas relativas al derecho de alimentos. Tratándose de causas que versen sobre el derecho de alimentos, el mediador designado deberá fijar la primera sesión dentro de los cinco días hábiles siguientes a la recepción de los antecedentes.


En la primera sesión de mediación, además de lo señalado en el artículo anterior, deberá tratarse la determinación de los alimentos provisorios. Si éstos se acuerdan por las partes, el acta respectiva se enviará inmediatamente al tribunal para su aprobación.


En caso de no lograrse acuerdo respecto de los alimentos provisorios en la primera sesión, o si a ésta no concurre el demandado, se informará inmediatamente al juzgado correspondiente para que éste los fije de acuerdo a lo señalado en el Párrafo Tercero bis del Título III, sin perjuicio de continuar la mediación si corresponde.


Si el demandado, citado por una sola vez, no acude a la primera sesión de mediación y no justifica su ausencia, el demandante quedará habilitado para iniciar el procedimiento judicial.


Artículo 110.- Duración de la mediación. El proceso de mediación no podrá durar más de sesenta días, contados desde que se comunica al mediador su designación por parte del juzgado de familia.


Con todo, los participantes, de común acuerdo, podrán solicitar la ampliación de este plazo hasta por sesenta días más.


Durante ese plazo, podrán celebrarse todas las sesiones que el mediador  y las partes estimen necesarias, en las fechas que de común acuerdo se determinen. Podrá citarse a los participantes por separado.


Artículo 111.- Acta de mediación.  En caso de llegar a acuerdo sobre todos o algunos de los puntos sometidos a mediación, se dejará constancia de ello en un acta de mediación, la que, luego de ser leída por los participantes, será firmada por ellos y por el mediador, quedando una copia en poder de cada una de las partes.


El acta deberá ser remitida por el mediador al tribunal para su aprobación en todo aquello que no fuere contrario a derecho, pudiendo el juez en todo caso, subsanar los defectos formales que tuviera, respetando en todo momento la voluntad de las partes expresada en dicha acta. Aprobada por el juez, tendrá valor de sentencia ejecutoriada.


Si la mediación se frustrare, también se levantará un acta en la que se dejará constancia del término de la mediación, sin agregar otros antecedentes. En lo posible, dicha acta será firmada por los participantes, se entregará copia de la misma a aquella parte que la solicite y se remitirá al tribunal correspondiente, con lo cual terminará la suspensión del procedimiento judicial o, en su caso, el demandante quedará habilitado para iniciarlo.


Se entenderá que la mediación se frustra si alguno de los participantes, citado por dos veces, no concurriere a la sesión inicial, ni justificare causa; si, habiendo concurrido a las sesiones, manifiesta su voluntad de no perseverar en la mediación, y, en general, en cualquier momento en que el mediador adquiera la convicción de que no se alcanzará acuerdos.


Artículo 112.- Registro de mediadores. La mediación que regula el presente Título sólo podrá ser conducida por las personas inscritas en el Registro de Mediadores que mantendrá, permanentemente actualizado, el Ministerio de Justicia a través de las Secretarías Regionales Ministeriales, con las formalidades establecidas en el reglamento.


En dicho Registro, deberá individualizarse a todos los mediadores inscritos y consignarse el ámbito territorial en que prestarán servicios. Éste deberá corresponder, a lo más, al territorio jurisdiccional de una Corte de Apelaciones o de varias, siempre que se encuentren en una misma región y a lo menos, a todo el territorio jurisdiccional de un tribunal de primera instancia con competencia en asuntos de familia. Además, si corresponde, se señalará su pertenencia a una institución o persona jurídica.


El Ministerio de Justicia proporcionará a las Cortes de Apelaciones la nómina de los mediadores habilitados en su respectivo territorio jurisdiccional.


Para ser inscrito en el Registro de Mediadores se requiere poseer un título profesional idóneo otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, según lo que determine el reglamento, y no haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva, por alguno de los delitos contemplados  en los artículos 361 a 375 del Código Penal, ni por actos constitutivos de violencia intrafamiliar.


Además, deberá disponer de un lugar adecuado para desarrollar la mediación en cualquier comuna donde tenga jurisdicción el juzgado ante el cual se acuerde la respectiva mediación.


El reglamento podrá considerar requisitos de especialización en mediación familiar para ser inscrito en el Registro, así como para permanecer en el mismo.


Artículo 113.- Eliminación del Registro y sanciones. Los mediadores inscritos serán eliminados del Registro, por el Ministerio de Justicia, en caso de fallecimiento o renuncia. Asimismo, serán eliminados del Registro en caso de pérdida de los requisitos exigidos para la inscripción o por la cancelación de la misma, decretadas por la Corte de Apelaciones competente.


En caso de incumplimiento de sus obligaciones o abuso en el desempeño de sus funciones, el  mediador inscrito podrá ser amonestado o suspendido en el ejercicio de la actividad por un período no superior a los seis meses. Asimismo, en casos graves, podrá decretarse la cancelación de la inscripción. Impuesta esta última, no podrá volver a solicitarse la inscripción.


Las sanciones serán ordenadas por cualquiera de las Cortes de Apelaciones dentro de cuyo territorio ejerciere funciones el mediador, a petición del interesado que reclamare contra los servicios prestados, de la institución o persona jurídica a que pertenezca el mediador, de cualquier juez con competencia en materias de familia del territorio jurisdiccional de la Corte, o de la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Justicia.


La Corte resolverá con audiencia de los interesados y la agregación de los medios de prueba que estimare conducentes para formar su convicción.


Las medidas que en ejercicio de estas facultades adoptaren las Cortes de Apelaciones, serán apelables, sin perjuicio del derecho del mediador para pedir reposición. La tramitación del recurso se sujetará a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 551 del Código Orgánico de Tribunales.


La resolución será comunicada a la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Justicia para su cumplimiento, el que se hará extensivo a todo el territorio de la República.


Impuesta la cancelación, el mediador quedará inhabilitado para actuar, debiendo proveerse una nueva designación respecto de los asuntos que tuviere pendientes. Por su parte, impuesta una suspensión, el mediador deberá continuar, hasta su término, con aquellos asuntos que se le hubieren encomendado en forma previa.


En caso de pérdida de los requisitos, la Corte de Apelaciones respectiva seguirá el mismo procedimiento señalado en los incisos precedentes.


Artículo 114.- Costo de la mediación. Los servicios de mediación respecto de las materias a que se refiere el inciso primero del artículo 106 serán gratuitos para las partes. Excepcionalmente, podrá cobrarse por el servicio, total o parcialmente, cuando se preste a usuarios que dispongan de recursos para financiarlo privadamente. Para estos efectos se considerará, al menos, su nivel de ingresos, capacidad de pago y el número de personas del grupo familiar que de ellos dependan, en conformidad con lo que señale el reglamento.


Para las restantes materias, los servicios de mediación serán de costo de las partes y tendrán como valores máximos los que contemple el arancel que anualmente se determinará mediante decreto del Ministerio de Justicia. Con todo, quienes cuenten con privilegio de pobreza o sean patrocinados por las corporaciones de asistencia judicial o alguna de las entidades públicas o privadas destinadas a prestar asistencia jurídica gratuita, tendrán derecho a recibir el servicio gratuitamente.


Para proveer los servicios de mediación sin costo para las partes, el Ministerio de Justicia velará por la existencia de una adecuada oferta de mediadores en las diversas jurisdicciones de los tribunales con competencia en asuntos de familia, contratando al efecto los servicios de personas jurídicas o naturales, a fin de que sean ejecutados por quienes se encuentren inscritos en el Registro de Mediadores.


Las contrataciones a que se refiere el inciso precedente, se harán a nivel regional, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, y su reglamento. En todo caso, de contratarse mediadores mediante trato directo, los términos del mismo deberán ajustarse a iguales condiciones que las establecidas para la contratación de mediadores licitados, en lo que sea pertinente.”.


26) Reemplázase el artículo 115 por el siguiente:


“Artículo 115.- Composición de la planta de los juzgados de familia. Los juzgados de familia que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal:


1) Juzgados con un juez: un  juez, un administrador, dos miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, tres administrativos 1°, dos administrativos 2° y un auxiliar.


2) Juzgados con dos jueces: dos jueces, un administrador, dos miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, cuatro administrativos 1°, dos administrativos 2°, dos administrativos 3° y un auxiliar.


3) Juzgados con tres jueces: tres jueces, un administrador, tres miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, cinco administrativos 1°, tres administrativos 2°, dos administrativos 3° y un auxiliar.


4) Juzgados con cuatro jueces: cuatro jueces, un administrador, cuatro miembros del consejo técnico, un jefe de unidad, dos administrativos jefes, seis administrativos 1°, tres administrativos 2°, cuatro administrativos 3° y un auxiliar.


5) Juzgados con seis jueces: seis jueces, un administrador, seis miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, dos administrativos jefes, un administrativo contable, ocho administrativos 1°, tres administrativos 2°, cinco administrativos 3° y un auxiliar.


6) Juzgados con siete jueces: siete jueces, un administrador, siete miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, tres administrativos jefes, un administrativo contable, nueve administrativos 1°, tres administrativos 2°, seis administrativos 3° y dos auxiliares.


7) Juzgados con ocho jueces: ocho jueces, un administrador, ocho miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, tres administrativos jefes, un administrativo contable, diez administrativos 1°, cuatro administrativos 2°, seis administrativos 3° y dos auxiliares.


8) Juzgados con nueve jueces: nueve jueces, un administrador, nueve miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, tres administrativos jefes, un administrativo contable, once administrativos 1°, cuatro administrativos 2°, siete administrativos 3° y dos auxiliares.


9) Juzgados con diez jueces: diez jueces, un administrador, diez miembros del consejo técnico, dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefes, un  administrativo contable, doce administrativos 1°, cuatro administrativos 2°, nueve administrativos 3° y dos auxiliares.


10) Juzgados con doce jueces: doce jueces, un administrador, doce miembros del consejo técnico,  dos jefes de unidad, cuatro administrativos jefes, un administrativo contable, catorce administrativos 1°, cinco administrativos 2°, nueve administrativos 3° y dos auxiliares.”.


27) En el artículo 116, sustitúyese el numeral 3) por los siguientes numerales 3) y 4):


“3) Los miembros de consejos técnicos de juzgados de familia o de juzgados de letras, de ciudad asiento de Corte y capital de provincia, grado IX, y de comunas o agrupación de comunas, grado X, del Escalafón de Miembros del Consejo Técnico.


4) Los jefes de unidad de juzgados de familia de ciudad asiento de Corte, capital de provincia y de comunas o de agrupación de comunas, grados IX, X y XI del Escalafón Superior del Poder Judicial, respectivamente.”.


28) En el artículo 118, intercálase en su inciso primero, a continuación de la expresión “administradores de tribunales”, la frase “jefes de unidad” precedida de una coma.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.947, sobre matrimonio civil:


1) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 64 la expresión “de conciliación” por la palabra “preparatoria”.


2) Reemplázanse en el inciso primero del artículo 67 las expresiones  “el juez deberá llamar a las partes a una audiencia de conciliación especial, con el propósito de examinar”  por las siguientes: “el juez, durante la audiencia preparatoria, deberá instar a las partes a una conciliación, examinando”.


3) Sustitúyese el artículo 68 por el siguiente:


“Si el divorcio fuere solicitado de común acuerdo por ambos cónyuges, las partes podrán asistir a la audiencia a que se refiere el artículo anterior personalmente o representadas por sus apoderados.”.


4) Intercálase en el artículo 69, a continuación de la expresión “audiencia”, la palabra “preparatoria”.


5) Sustitúyese el artículo 70 por el siguiente:


“Artículo 70.- Si las partes no alcanzaren acuerdo, el juez deberá pronunciarse sobre las medidas que se adoptarán en forma provisional, respecto de las materias indicadas en el inciso segundo del artículo 67, mientras dura el juicio.”.


6) Suprímese el Párrafo 3° del Capítulo VII.


7) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 92:


a) Agrégase al final del actual inciso único, sustituyendo el punto final por un punto seguido, lo siguiente: “El conocimiento de dicha consulta gozará de preferencia.”.


b) Agrégase un inciso segundo del siguiente tenor:


“En los casos en que el divorcio haya sido solicitado de común acuerdo por las partes no procederá dicha consulta.”.


8) Agrégase al artículo segundo transitorio el siguiente inciso final:


“De conformidad al inciso primero, habiéndose previamente cumplido el procedimiento sobre ejecución de las resoluciones pronunciadas por tribunales extranjeros, regulados por los artículos 241 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, las sentencias relativas a divorcios pronunciados por tribunales extranjeros tendrán fuerza en Chile, sin perjuicio de haber sido dictadas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley.”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 234 del Código Civil:



1) Agrégase al final del inciso primero y antes del punto aparte, lo siguiente: “y en conformidad a la ley y a la Convención sobre los Derechos del Niño”.



2) Suprímense los incisos segundo, tercero y cuarto.


Artículo 4°.- Reemplázase la letra t) del artículo 2° del decreto ley N° 3.346, de 1980, Ley Orgánica del Ministerio de Justicia, por la siguiente:


“t) Llevar el Registro de Mediadores a que se refiere la ley N° 19.968, que crea los juzgados de familia, y fijar el arancel respectivo.”.


Artículo 5°.-  Agrégase en el inciso primero del artículo 47 del Código Orgánico de Tribunales, a continuación de la expresión “Apelaciones”, la frase “previo informe técnico favorable de la Corporación Administrativa del Poder Judicial,”.


Artículo 6°.- Lo dispuesto en el numeral 25) del artículo 1° regirá una vez transcurridos noventa días desde la publicación de esta ley.


Artículo 7°.- El Ministerio de Justicia, la Corte Suprema y la Corporación Administrativa del Poder Judicial entregarán trimestralmente a la Comisión de Familia y a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados un informe de la marcha de los tribunales de familia y de la implementación de todos los aspectos de esta reforma.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo 1°.- La sustitución del guarismo “30” por “29” a que se refiere la letra b) del número 3) del artículo 1°, regirá sólo hasta la entrada en vigencia de la ley N° 20.084.


Artículo 2°.- Las dotaciones adicionales que se establecen en esta ley, serán nombradas y asumirán sus funciones en la calidad jurídica y en la fecha que determine la Corte Suprema, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. En todo caso, las dotaciones deberán encontrarse completamente nombradas a más tardar el 31 de diciembre de 2007.


Artículo 3º.- Del total de cargos de juez de los juzgados de garantía y de tribunales orales en lo penal de la Región Metropolitana, que nunca hubieren sido provistos a la fecha de publicación de esta ley, sólo podrán proveerse, durante el año 2007, hasta un máximo de 40. 


Para el caso de la provisión de los cargos en las plantas de los referidos tribunales, correspondientes al escalafón secundario y al Escalafón de Empleados del Poder Judicial, se proveerán sólo aquellos indispensables para el correcto funcionamiento de los tribunales indicados en el inciso primero.


Artículo 4°.- Establécese, a contar del día 1 del mes siguiente a la entrada en vigencia del artículo 3° transitorio de esta ley, una bonificación por retiro, en adelante “la bonificación”, para los funcionarios de planta del Escalafón de Empleados del Poder Judicial y los contratados asimilados al mismo escalafón; para los funcionarios de planta y a contrata de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, y para los profesionales del escalafón de miembros de los Consejos Técnicos del Poder Judicial, que a la fecha referida tengan 65 o más años de edad, si son hombres, o 60 o más años, si son mujeres, o cumplan dichas edades hasta el 31 de diciembre de 2008, y que presenten la renuncia voluntaria a sus cargos dentro de los noventa días corridos contados desde la fecha señalada precedentemente o desde la fecha de cumplimiento de las señaladas edades, respectivamente.


La bonificación a que se refiere el inciso anterior equivaldrá a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio en alguna de las entidades señaladas en ese inciso, con un máximo de once meses. La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.


El reconocimiento de períodos discontinuos para el cálculo de la bonificación procederá sólo cuando el funcionario tenga a lo menos cinco años de desempeño continuo en alguna de las entidades señaladas, anteriores a la fecha de postulación.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos doce meses anteriores al retiro, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de noventa unidades de fomento.


Los funcionarios que cesen en sus cargos y que perciban la bonificación, no podrán ser nombrados ni contratados en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, la Corporación Administrativa del Poder Judicial y el escalafón de miembros de los Consejos Técnicos del Poder Judicial durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo 5°.- Las vacantes del Escalafón de Empleados del Poder Judicial que se generen por aplicación de lo dispuesto en el artículo precedente, serán provistas de conformidad a las reglas que siguen:


1) Los cargos vacantes generados en los tribunales superiores de justicia y en los juzgados de letras civiles, de competencia común, de familia, del trabajo y de cobranza laboral y previsional, serán provistos por cada Corte de Apelaciones, en primer lugar, con los empleados de los juzgados suprimidos por el artículo 10 de la ley 
N° 19.665, de su jurisdicción, que hubieren rendido el examen a que se refiere el artículo 2° transitorio de la citada ley y se encuentren pendientes de destinación, y que no hubieren ejercido el derecho establecido en el artículo 4° transitorio de este cuerpo legal.


2) En todo caso, y para el solo efecto de proveer las vacantes de los juzgados de familia, del trabajo y de cobranza laboral y previsional, se seguirán además las reglas siguientes:


a) La Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá aplicar un examen especial a los referidos empleados que opten por rendirlo, a más tardar dentro de los sesenta días corridos contados desde la entrada en vigencia de esta ley, para evaluar sus aptitudes para las funciones que desempeñarían en los tribunales a los cuales puedan ser traspasados.


b) Efectuado dicho proceso, la Corte de Apelaciones respectiva confeccionará con los empleados que hubieren rendido el examen una nómina ordenada según sus grados, de acuerdo a los factores siguientes: las calificaciones obtenidas en el año anterior, la antigüedad en el servicio y la nota obtenida en el examen. La Corte Suprema determinará mediante auto acordado la ponderación de cada uno de los factores señalados oyendo a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.


c) Elaborada la nómina, el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva llenará las vacantes de los cargos de los tribunales señalados en el presente numeral, dentro de su jurisdicción, con los empleados que la integren, según sus grados. Para tal efecto, respetando el estricto orden de prelación que resulte de la aplicación de lo previsto en el literal anterior, se les destinará a un cargo del mismo grado existente en los referidos tribunales.


3) Las vacantes que quedaren en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, dentro de la jurisdicción de una Corte de Apelaciones, una vez efectuado el traspaso a que se refieren los numerales precedentes, serán provistas con los empleados del mismo grado que se desempeñen en un cargo en extinción, adscrito a un juzgado con competencia en materia de familia de la misma jurisdicción, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 3) del artículo octavo transitorio de la ley N° 19.968, que no hubiesen hecho uso del derecho señalado en el artículo 4° transitorio de esta ley.


4) Las vacantes del Escalafón de Empleados del Poder Judicial, que no sean provistas de conformidad a lo dispuesto en los numerales precedentes, serán llenadas con funcionarios que actualmente se desempeñen en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, de conformidad a las instrucciones que imparta al efecto la Corte Suprema, mediante auto acordado.


5) Las vacantes que quedaren en el escalafón de miembros de los Consejos Técnicos del Poder Judicial, dentro de la jurisdicción de una Corte de Apelaciones, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 4° transitorio, serán provistas con los funcionarios del mismo grado que se desempeñen en un cargo en extinción  adscrito a un juzgado con competencia en materia de familia de la misma jurisdicción, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 3) del artículo séptimo transitorio de la ley 
N° 19.968, que no hubiesen hecho uso del derecho señalado en el artículo 4° transitorio de esta ley.


6) En ningún caso el proceso de traspaso que se verifique con ocasión de la aplicación de esta ley podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el empleado poseyere al momento de efectuarse su nueva asignación de funciones.


Artículo 6°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2007, se financiará con los recursos contemplados  en el presupuesto de la partida Poder Judicial, pudiendo realizarse al efecto las reasignaciones y traspasos que resulten necesarios.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 14 de marzo, 3 y 10 de abril, 17, 18 y 31 de julio, 8, 14 y 20 de agosto de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente) (Guillermo Vásquez Úbeda), Soledad Alvear Valenzuela (Jorge Pizarro Soto), Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández (Andrés Chadwick Piñera) y Pedro Muñoz Aburto.


Valparaíso, 21 de septiembre de 2007.

FERNANDO SOFFIA CONTRERAS

Secretario de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE INTRODUCE MODIFICACIONES ORGÁNICAS Y PROCEDIMENTALES A LA LEY Nº 19.968, QUE CREA LOS TRIBUNALES DE FAMILIA.

(BOLETÍN Nº 4.438-07)

I. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO
POR LA COMISION: introducir modificaciones orgánicas y procesales en diversos cuerpos legales, con el fin de mejorar la organización y gestión de los tribunales de familia, así como establecer procedimientos más expeditos y acordes a los requerimientos que la especial naturaleza de estos procesos demanda.

II. 
ACUERDOS: aprobado en general por unanimidad de los presentes (3 x 0).

III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISION: 7 artículos permanentes y 6 transitorios.

IV.  NORMAS DE QUORUM ESPECIAL: son disposiciones de carácter orgánico constitucional las siguientes: del artículo 1º, los números 1), 2), 3) 17), 24), 26), 27) y 28); el artículo 5°, y los artículos 2°, 3° y 5° transitorios, pues ellas dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de familia y de los del sistema procesal penal. 

Si bien la Cámara de Origen no consideró como orgánicos constitucionales los numerales 17) y 24) del artículo 1°, ellos fueron aprobados por 92 votos, en circunstancias de que se requerían sólo 65 preferencias.

V.
URGENCIA: a la fecha de emisión del presente informe, no tiene urgencia.

VI.
ORIGEN  INICIATIVA: mensaje de la señora Presidenta de la República, iniciado en la Cámara de Diputados.

VII.
TRAMITE CONSTITUCIONAL: segundo.

VIII.
APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS: en sesión de 24 de enero de 2007, por 92 votos favorables, ninguno en contra y ninguna abstención.

IX.
INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 6 de marzo de 2007.

X.
TRAMITE REGLAMENTARIO: primer informe, discusión en general.

XI.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 

1. Ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia.

2. Artículo 234 del Código Civil, que establece la facultad de los padres para corregir a sus hijos y la facultad del juez para intervenir, cuando en el ejercicio de este derecho se menoscabe la salud y el desarrollo personal del menor corregido.

3. Ley Nº 16.618, de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el artículo 6º del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Justicia, de 2000.

4. Artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, que establece la notificación personal subsidiaria.

5. Artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales, sobre facultad disciplinaria de los jueces de letras, y artículo 551, sobre recurso de apelación contra resoluciones adoptadas en ejercicio de tal facultad.

6. Ley Nº 20.032, que establece un sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del SENAME, y su régimen de subvención.

7. Ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar.

8. Código Penal, artículo 247, sobre violación de secretos por un empleado público; Libro Segundo, Título VII, párrafos 5, de la violación, 6, del estupro y otros delitos sexuales, 7, disposiciones comunes a los dos párrafos anteriores, 8, de los ultrajes públicos a las buenas costumbres, 9, del incesto, y el Libro Tercero, de las faltas.

9. Ley Nº 19.620, sobre Adopción.

10. Ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos y de Suministro y Prestación de Servicios.

11. Ley Nº 19.947, sobre Matrimonio Civil.

12. Código de Procedimiento Civil, Libro Primero, Título XIX, párrafo 2, De las resoluciones pronunciadas por tribunales extranjeros, y artículo 543, sobre apremios.

13. Decreto Nº 830, del Ministerio de Relaciones de Exteriores, de 1990, que Promulga la Convención de los Derechos del Niño.

14. Decreto ley Nº 3.346, de 1980, que fija el texto de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia.

15. Ley Nº 20.084, que establece un sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por infracciones a la ley penal.

16. Ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.

17. Ley N° 18.120, sobre comparecencia en juicio.

18. Decreto Ley N° 3.058, de 1979, sistema de remuneraciones del Poder Judicial.

19. Ley N° 19.665, artículo 10, que suprimió juzgados del crimen y de letras en diversas ciudades.

Valparaíso, 21 de septiembre de 2007.

FERNANDO SOFFIA CONTRERAS 

Secretario de la Comisión

ÍNDICE

� Ley N° 20.084.


� Lo que ocurrió el 8 de junio de 2007.


� El proyecto respectivo se tramitó como Boletín N° 5.099-07.


� En la tramitación legislativa le correspondió el Boletín N° 2.600-18.


� Conforme al artículo 595 del Código Orgánico de Tribunales.


� “ 5) No podrán ser destinados a los cargos vacantes de los juzgados de familia, aquellos empleados de los juzgados suprimidos por el artículo 10 de la ley Nº 19.665, que reformó el Código Orgánico de Tribunales, que no hubieren aprobado el examen habilitante a que se 


refiere el artículo 2º transitorio de la citada ley.”.


� “6) No podrán ser destinados a los cargos vacantes de los juzgados creados en la presente ley, aquellos empleados de los juzgados suprimidos por el artículo 10 de la ley �Nº 19.665, que reformó el Código Orgánico de Tribunales, que no hubieren aprobado el examen a que se refiere el artículo 2° transitorio de la citada ley.”.


� Que sustrae de la competencia del juez de familia la facultad de decidir sobre la vida futura de los menores, en el caso del artículo 234 del Código Civil.


� Los juzgados con competencia común suelen ser designados también como juzgados con competencia mixta.


� El 2° de San Miguel y el 3° de Santiago.


� Los datos que a continuación se señalan están copiados del informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y arrojan un total de 272 jueces extras, y no 257 como en ese documento se señala.





� Los ingresos del año 2006 alcanzaron a 391.893.


� La ley consulta tribunales de familia con hasta doce jueces.





�Jefe: me parece mucho mejor insertar los Power Point, porque son las versiones oficiales de las partes.





